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PROLOGO 

Diversas ciencias, entre ellas la Historia, Socio.logía y An 

tropología entre otras~ nos hablan del desenvolvimiento del hombre sobre 

la tierra, su lucha por la supervivencia, guiado por el instinto de con--

-
servación en un medio arnbiente hostil y primitivo; de su posterior asoci.§. 

ción con otros semejantes compelido por la necesidad de afrontar en con--

junto los múltiples problemas superiores a su capacidad individual para 

resolverlos solo y su sucesiva evolución social en grupos cada vez más ~ 

numerosos hasta llegar a formar en esa etapa, la Confederación de Tribus. 

De esa época al aparecimiento del Estado ;vIoderno. han transcurri 

do varios milenios en los cuales se ha desarrollado la, humanidad, cuyo p.§. 

so al través de la historia ha quedado grabado por las civilizaciones que 

desde la antiguedad hasta nuestros días han florecido en di versos puntos 

del globo y de sus respectivas culturas que nos han legado. 

En forma mas concreta y siempre dent}~ de las Ciencias Sociales, 

tenemos la Teoría del Estado, la cual entre otras cuestiones y al abordar 

el origen y desarrollo del Estado, nos habla: de la Polis Griega, de la -

Civitas Romana, de las Ciudades Estado y de los Estamentos en la edad me-

dia (Clases formadas por los señores de la noblez,a y clero) del surgimien 

to de las primeras naciones caracterizadas por un mismo idioma, unas mis-

mas costumbres iguales antecedentes históricos, una misma religión y por 

lo que podíamos decir un mismo sentir nacional; cuando las Ciudades Esta-

do, se unen bajo la éjida de un soberano, con poderes absolutos, lo gue'Q 

rigina la creación de las ¡nonarquías absolutas; luego el naci,niento y la 

estructv.ración del Estado ,vloderno, con la transformación de dichas monar-
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quías en constitucionales en Europa y posteriormente el de las Repúblicas 

Independientes en k~érica •. 

10s primeros principios de Derecho Constitucional hacen su apa­

rición cuando en Inglaterra, los señores feudales ya cansados de las car­

gas y obligaciones i,,'puestas por sus soberanos le impusieron a su vez al 

Rey Juan sin Tierra, liLa Carta l~Iagna", en el aúo de 1215, documento que -

fué aceptado por éste. 

Expresa el Profesor 1'lario Bernaschina González en su i"Ianual de 

Derecho Constitucional, Tomo lo., 2a. Edición publicada por Editorial Ju­

rídica de Chile, año 1955, que flEn dicha carta se reconocen los derechos 

del clero y de la nobleza ejercidos antes de su promulgación.- El monarca 

quedaría privado de la f2cultad de i'nponer tributos sin el consentitniento 

del Consejo General del Reino; además el Rey no podría juzgar a los no- ~ 

bles y eclesiásticos ya que éstos tendrían Tribunales .tspeciales, de sus 

propios pares; la iglesia sería libre en Inglaterra; asimismo establece -

la Carta lv1agna, por último interesantes prohibiciones para el embargo de 

la tierra de los deudores y fiadores solventes, como asimismo, pide mode­

ración en la aplicación de las penas de multas.- Después figuran la Carta 

de 1225 y la Constitución de las Cartas, de 1297, hecha por Eduardo lo. 

~'J~ás t ard e ; en 1628 s e aprue ba por el Rey Carlos lo., la F eti­

ción de Derechos, la nobleza y alto clero solicitaron del Rey el reconoci 

miento expreso de ciertas prácticas que se habían violado en algunas oca­

siones; esta ley viene a ser una nueva ratificación de la costumbre, recQ 

ciendo la existencia del Parlamento como Organo Legislativo. 

... Al advenimiento de Guillermo de Orange, en 1689, se promulgó el 
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"Bill of rights" o "Declaración de Derechos 11. El preámbulo decía: En aten. 

ción a que los lores espirituales y temporales y los comunes congregados 

en Westminster representando válida, plena y libremente a todas las cla-­

ses del pueblo de este reino, que constituyen plena y libreinente el cuer­

po representativo de la nación, tomando en cons ideración los medios mejo­

res para Ciue en lo sucesivo no corran peligro inminente de ruina la reli­

gión, las leyes y las libertades, declara desde luego lo siguiente: como 

hacían sus antepasados en idénticas circunstancias "El Rey no podrá sus-­

pender las leyes ni legislar; sólo el Parlamento podrá imponer tributos y 

autorizar el mantenimiento de un ejército; se aseguraba la libertad de -­

las elecciones del Parlamento y la inviolabilidad de sus miembros por las 

opiniones que emitieren en el ejercicio de su cargoll~ 

Se nota en dicho documento la influencia del constitucionalista 

John Locke. 

Con el transcurso de los anos el magno consejo se transformó en 

un Parlamento Bicameral, una Cámara formada por los grandes dignatarios _. 

ecle$iásticos y nobles y otra Cámara popular conocida con el nombre de -

IJCámara de los Comunes". 

Sigue diciendo el tratadista chileno antes citado en su obra ya 

referida que también contribuyó "al .. :iovirniento constitucionalista la In-­

dependencia de los Estados Unidos de Norte América ocurrida el 4 de Julio 

de 1776 lo Clue dió lugar a su Declaración de Independencia 11, así como al 

nélcimiento de las constituciones particulares de las primitivas trece co­

lonias todo lo cual Se puede concretar en el grandioso docw:lento políti90 

jurídico Que contiene la más antigua Constitución ~ederal escrita del año 

de 1787. 
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En tales documentos se reflejan las tesis de los grandes tilós,Q 

fas del Siglo XVIII en especial las de Locke, ,'iontesguíau y liousseau. 10s 

franceses tomaron como modelo estas declaraciones y reI-,itieron su texto 

casi a la letra en su memorablelflJeclaró,ción de los Derechos del hombre y 

del ciudadano lf , en 1789. 

En la elaboración de la Constitución federal de los Estados ¡¡ni 

dos de Norte América tuvieron destacada actuación los distinguidos Próce­

res: 'I'homas Jefferson, George Washington, benjamín ~ranklin y.Alexander -

Hamilton~ 

Como vem.os por la breve relación histórica que antecede ha sido 

difícil y largo el sendero recorridoyor el hombre para llegar a la es- -

tructuración del estado moderno, en el que se concretan y plasman el pen:'" 

samiento político social de los grandes hlósofos y Estadistas de los si­

glos XvIII y XIX. 

La institución del Estado presenta entre sus características e­

senciales el estar regido por un orden jurídico cuyas bases fundamentales 

se encuentran en su Constitución Política eJUe puede estar escrita o no c,Q 

mo es el caso de Inglaterra regida por el Cornmon 1aw "UereCDO Común ll en -

la cual se encuentran establecidos los principios y normas jurídicas que 

regulan la organización y funcionél.t'1liento del ,rtisrno, así como los derechos 

y obligaciones de los gobernados frente al poder del Estado y de quienes 

lo ejercen~ 

Siendo en consecuencia la Constitución la Ley Suprema sobre la 

cual se asienta el orden jurídiGo, económico, político y social del Esta­

do 1\10derno. 
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De los fines c!ue e ste se proponga desarrollDr y obtener, así se 

rá su orientación doctrinaria en los campos político, económico y social; 

concretizado en su Derecho. 

Al respecto es necesario que deter:üÍnemos que mientras no se en 

cuent.re la fórmula ideal Que satisfaga los anhelos óe la humanidad, consi 

deralllos eme un Estado de Derecho cumple sus tines cuando en su Constitu-­

ción garantiza los derechos del hombre tanto en lo individual como en lo 

social, buscando el enuilibrio perfecto que haga posible para el ser huma 

no IlIJna existencia digna de ser vivida'". (hrase feliz del Froíesor l'lario 

de la Cueva tomada de su Obra DerE:cho i,lexicano del Trabajo-Tomo 10.- Cua!. 

ta Edición.- Editorial Porrua S.A. 1'1éxico- aúo 1954). 

La realioad J:üstórica Política Iberoamericana ha hecho i":lpres­

cindible la existencia en la Constituci6n de medios que propugnan ejercer 

en forma efectiva un control constitucional a efecto de evitar los abusos 

y arbitrariedades de las autoridades y funcionarios en el ejercicio de 

sus cargos; manteniendo en sí el Orden Constitucional; el principio de l.§. 

galidad en las actuaciones de éstos y salvaguardando los derechos" establ~ 

cidos en favor de los gobernados. 

Bstos medios que la misma Constitución establece son conocidos 

por el nombre de IIControl Constitucional". 

Entre las razones que me animaron a escribir sobre "El Recurso 

de Inconstitucionalidad ll comprendido dentro del Derecho Constitucional -

se encuentra en Drimer tér'Ytino la importancia y trascendencia eme dicho 

Derecho contiene ya r'ue como lo hentos examinado es en el mismo, donde se 

encuentran los fundamentos del Estado jVloderno, que luego se ha hecho rea-
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. lü:ad en las diversRs Constituciones de los innumerables Estados del Orbe. 

En cuanto al te¡na escogido me surgió el deseo de hacer un poco 

de claridad sobre custión tan difícil y sobre la cual se ha escrito esca­

samente en nuestra bibliografía jurídica. Si con ello logro el fin pro- -

puesto aued3n satisfechos mis deseos. 
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T .[ T J¡ L o 1 

CONCEPTO ])1 CtJJ\lSTIT!JCION.- Antes de entrar en materia y por considerarlo de 

i:nportancia haremos referencia a diversos conceptos Que sobre el significado 

"Constitución ll se han elRborado Dor los tr,qtadistas de Derecho Constitucio -

nal y por último tratarenlQs de oar un concepto propio. 

Los más conocidos y principales son: el real., el formal, y el m.§.. 

terial.- (1) Es conveniente aclarar corno presupuesto común a todos ellos y -

los más üue puedan existir, que el término Constitución Política o sLnplemeQ 

te de Constitución, como dice ~3.hm.itt, (2) se limita a la Com:titución del B~ 

tado, ya que !len una acepción general de la palabra, todo, cualquier hombre 

y cualqui.er objeto, cualquier establecüüento y cualquier asociación, se en-

cuentra de alguna manera en una IIConstitución" y todo lo imaginable pue-de t.§. 

ner una "Constitución ll • De aouí no cabe obtener ningún s:óntido especíiico. Si 

se quiere llegar a una inteligencia hay que limitar la palabra "Constitución ll 

a Constitución del Estado, es decir, de la unidad política de un pueblo". 

COl'\CEPTtJ DE COJ\STI'I'11CjON IibAL.- Estima Lasalle (3) 'IISi la Constitución es la 

ley fundamental de un país, ésta, es una fuerza activa que hace, por un imp.§." 

rio de necesidad, que todas las dei~lás leyes e instituciones jurídicas vigen-" 

tes en el país, sean lo oue realmente son, de tal modo que, a partir de ese 

instante, no puedan promulgarse, en ese país, aunque s e quisiese, otras cua-

lesC'uiera. Existe, entonces, en un país alguna fuerza activa y eficiente que 

influya de tal modo en todAs las leyes hasta obligarlas a ser necesaria;aente-t 

hasta cierto punto, lo que son y como son, sin permitirles ser de otro modo? 

(1) Cit. por el Dr. ~rancisco Hertrand Galindo en sus Apuntes de Derecho Con~ 
titucional publicado por la A.t.D., año 1965. 

(2) y (J) Autores e itados por el Dr. Bertrand Galindo en su obra ya refc3rida. 
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Este considera c'ue eSE! algo existe y son los factores reales de poder que 

rigen en una sociedad determineda ll • 

Por ello Las:,111e cree c'ue lIun rey a quien obedecen el ejército y 

los cañones' es un fregmento de Constitución ll .. , Delüsrno modo, piensa c:,ue una 

nobleza influyente"la gran burguesía, los bancueros, la pecueña burguesía y 

la clase obrera" son otros tantos fragmentos de Constitución. bn surna, Lasa-

lle sostiene que Constitución Em un sentido real está formada por la suma de 

factores reales y efectivos de poder e,'ue rigen en la sociedad distinta de la 

Constitución escrita, a la que para distinguirla de la primera, él la denomi 

na liLa hoja de papel ll ., Y term.ina afirmando que la verdadera Constitución de 

un país sólo reside en esos factores y eue las escritas no son valederas ni 

duraderas mas que cuando dan expresión 1iel a los factores de poder imperan-

te en la realidad social ll .(4) 

En concllJ-sJ.ón ten8'Ylos ~)Ues que para determimr cual eS la ConstitQ, 

ción, Real de un estado determinado hay eme hacer no un análisis desde el --

punto de vista del Dereého si no eue desde un punto social. Cuales son las -

1uerzas representativas del poder social y económico en un Bstado, 

CONCEPTO DE CU1\3TI'HCI0N h)Ri'lAL.- Varios autores entre ellos Lasalle, 3hmitt 

Herman Heller, (5), Ciue le llama J!Constitllción Juríe¡ica DestacadaJ! y espe- .:.. 

cialmente J-Lg,ns Yelsen, han elaborAdo el concepto de Constitución ~or',lal y --

auncue discrepan en algunos puntos de vista, coinciden en eue dicha ConstitQ 

ción se refiere a determinado' ti,,:;o de ley eue a diferencia de las ordi-' 

(4) Tomado de la Obra Trat.sdo de la Ciencia del lJerecho ConstituciolJal ArgeQ 
tino y comparado por Segundo Linéires Quintan~-Pá.rte General-Tomo 20. :Wd,i 
torial Alfa-buenos Aires-3an ilartín 693-1953 .Cit .Apuntes de lJ.Constitu-­
cional por Dr.fr.ancisco Bertrand Galindo, ya referido. 

(5) Autores cH.por Dr.rrancisco Bertrand Galindo en sus Apuntes ya citados. 
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narias, requieren ciertos reC!uisitos especiales para su creación y reforma,-

pudiendo incluirse entre ellas, por razones políticas, ciertas normas que 

por su contenido no pertenecerían en rigor a la Constitución en sentido m-ª. 

terial, a pesa.r de revestir las formas de Ley Constitucional.- Así será -

Constitución en sentido formal toda ley Que reuna las características que 

para tal clase de leyes se fijan en un Estado determinado. 

CONCEPTO VE CO~oTIT!JCI()j\; ~~ 3I01~'L'IlJÜ '\!IATF.:--cIAL.- IfFor otra parte, los auto-

res antes citados señalan Que hay dete:r.tinadas leye; s eue por reJerirse a 

la Con:;titución de los organos superiores del Estado (Consti~ución en sen 

tido estricto) y a las relaciones de los gobernados con el poder estatal 

(Constitución en sentido am~lio), son por su propia naturaleza normas con§. 

titucionales en sentido material. CO!IlO se ve, la Constitución í'ormal no n~ 

cesariamente coincide con la Constitución material aunQue generalmente la 

primera contiene a la segunda y, además, com.o ya se indicó, a diversas nor 

mas (lue aunrlue materialmente no son constitucionales, en un determinado mo 

mento histórico y en un deteNlÍnado Estado, se considera conveniente dar-

les el rango de normas constitucionales, a fin de evitar que sean reforma-

das o derogadas fácilmente por las legislaturas ordinarias. Forotra parte,. 

algunos autores afirman que hay algunas normas de derecho constitucional 

materialmente hablando, gue existen y norman la vida social de un pueblo 

aun cuando no esten contenidas en el documento que contiene a la Constitu-. 

ción formal. En nuestro sistema jurídico no se reconoce tal posibilidad;.-

mas bien esaS nor'1.aS de contenido material-constitucional coincidirían con 

la Constitución real fl • (6), 

(6) Cit.el Dr.~r,3ncisco bertrand Ga1indo en sus Apuntes de Verecho ConstitQ. 
cional.Fublic.de la A.E.'!). afio 1965. 
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PARTES DE LA COl\JSTITIJCION • ...;, Dentro del derecho constitucional se ha reconoci-

do Clue una Constitución consta de tres partes, a saber: orgánica, dogmática y 

sistemática.- La primera se refiere a lo que Kelsen llama Constitución en seQ 

tido estricto que coincide- con la Constitución en sentido material, y se re--

fiere únicamente a la organiz.ación del ~stado y por consiguiente a la crea- -

ción y organización de sus organismos máxirnos.- La segunda llamada también '-, 

Constitución en sentido amplio, se refiere a las llamadas garantías indi vidu-ª. 

les en las cua-les se señalan las z.onas de libertad de los gobernados que no 

pueden ser penetradas por la actividad de los gobernantes y la tercera parte 

se llama sistemática porgue sus normas no son mate'ialmente ha blando constit.:g, 

cionales si no que determinan los sistemas que para resolver deterari.néldos prQ 

blemas, especialmente sociales y econó;nicos, adopta un estado determinado. A-

sí en nuestra Constitución todas las disposiciones referentes a la organiza-

ción de los poderes públicos, a la determinación de (uienes son miembros o no 

del Estado eue es lo (,ue se llama IlDe los ciudéJdanos y los extranjeros fl , í'or-

man la parte orgánica .. El título de las garantías individuales forma la parte 

dogmática y el resto forma la parte sistemática. (7) 

visto los prir1cipales conc eptos que sobre la Constitución folitica de un Bsta 
-;, 

do se han dado po,r los autorores méÍs connotados de Derecho Constitucional y -r-

en el subtítulo eue antecede hicimos referencia a las partes en que se consi~· 

dera dividida una Constitución. . 

.Nos propone,;os a.hora elaborar y dar un concepto de Constitución a-' 

tendiendo a los partes de (·ue se compone la misma. 

(7) Cit.por el Dr.rrancisco Bertrand 8-alindo en sus Apuntes de Derecho Cons"':· 
titucional pub.p:la A~E~D~ano 1965.-" 
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En mi opinión Constitución es: un conjunto de principios y nor-

mas jurídicas que se encuentran debidan16nte ordenadas sistemáticamente 

en un det erminado texto y excepcionalmente en di versos documentos, que 

se refieren a la fundamentación y organización del Estado; así como al 

funcionamiento del mismo. Y que también contienen los derechos y obliga--

ciones de los gobernantes y de los gobernados y de acuellos y éstos entre 

sí y sePí31an el sentido y fines de la Institución Estatal en la esfera de 

lo político, econ6nico y social.. 

!Jnicamente c,uieroreferirme al por e!lie en el concepto antes --

transcrito hablo del hecho de rue una Constitución ¿uede encontrarse en 

di versos documentos, porcue en Inglaterra la Constitución se dice que no 

es escrita y que está basada en el "Common Law" o "lJerecho Común ll ; pero 

la verdad es cue la l1isma co'no lo expliqué en el Prólogo de este trabajo 

se encuentra asentada en diversas cartas o ".t.:.ills ll del Farlamento,. que se 

han promulgado en diversas épocas de su líistoria legislativa. POI' otra 

parte en Estados lJnidos de Norte América a la primitiva Constitución~ed~ 

ral se le han hecho varias y sucesivas enmiende,s constitucionales surgi-

das de las-necesidades (iue en diversas épocas de su historia han hecho iQl 

prescindibles tales reformas de parte del Congreso de la I;nión Norte Ame-

rienna. 

Con respecto al resto del contenido del concepto ya referido --

creo que ha quedado ya explicado con anterioridad •. 
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T 1 T tj L O II 

CONSTITfJCI0KES ESCRI'I'.i·\'S l' CUNSIJ.Kr'JlJINJ.\.iíIAS. C(}uI¡..ICAlJAS y lJISPbRSj~S. CONSTI­

'I'! ¡ClONE..) RIGliJj\S y ~ bEXlf:'L1S. C,Jj\)·.:) TI'I' 1 JCTONES 0TOftGAlJAS, L~CT AlJüS. lJE;,~OCRAT I­

CAS E ILIPfJESTAS.-

Atendiendo a s i la Constitución se encuentra contenida en un solo 

texto, en contra posición a las Constituciones rue han ido integrándose en 

forma fragmentaria como consecuencia de un largo proceso histórico y que --. 

tienen una forma indeterminada se clasifican en escritas y consuetudinarias 

o lo que eS lo 'uismo codificadas y dispersas. 

11 hecho de que se encuentran escritas cOJ.;O dice el .LJr. ~rancisco 

f'ertrand Galindo en sus Apuntes de Derecho Constitucional a que antes me he 

referido !lesto eS ventajoso, en cuanto proporciona estabilidad a las normas 

constitucionales, y además porque a toda ley escrita, las hace fácilmente d.§. 

mostrables, lo que no sucede con las leyes consuetudinarias, cuya existen-­

cia no siempre es facil conocer ni probar. Las Constituciones Consuetudina­

rias dice el autor antes citado: "Son aquellas cuyas normas residen en la 

costubre, no son consignadas en forma total en documentos escritos, aunque 

algunas partes de ellas si lo estan, por ejemplo la Constitución Inglesa -­

tiene partes escritas y partes cuyas normas son mantenidas por la costumbre, 

esto es, la observancia ,de ciertos usos r·ue por su repetición constante 

crean en los miembros del Estado y sus gobernantes la convicción de ('ue son 

obligatorios" ~ 

CUN3TI'lI¡CIG1\:13 RIGIlJAS y ~LEX.Il:::Lc,S! Según el hecho de r,ue una Constitución 

pueda o no Ser reformada así se clasifican en rígidas y í'lexibles. En reall 

dad no es aconsejable dentro de una técnica jurídica que una Constitución 

sea rígida, pues ésta obedece a una serie de factores del orden histórico, 
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político, econórnico y social que se vive en un Rstado en un' momento deter-

minado y posteriormente si ac:uellas situaciones que fundamentaron la orga-

nización y funcionamiento de dicho Estado cambian por cambiar a su vez los 

factores ~!ue la originaron es lógico que se hace 'necesario una reforma de 

su carta fundamental; es por ello eme no se puede sostener en forma absolll 

ta la ri.c:idez de un texto constitucional; es por ello que muchas Constitu-

ciones Dueden ser reformadas en torma relativa dependiendo ello de varias 

exigencias establecidas por la in.isma paré3. reformarse~ Así tenemos que nue~ 

tra Constitución contiene el Art. 222 el cual expresa: liLa reforma de esta 

Constitución sólo podrá acordarse por los dos tercios de votos de los re--
..> 

presentantes electos a la Asamblea Legislativa. Bn la resolución que se a-

dºpte, se pu·(tualizará el Artículo o Articulos qUGhayan de reformarse y se 

incluirá el proyecto correspondiente.~ La resolución y proyecto de retormas> 

se publicarán en el Diario Uficial y volverán a tomarse en consideración en 

la Asamblea Legislativa siguient.e. Si ésta lo ratif'ica, se convocará una A-

samblea Constituyente para rue, si lo tuviere a bien, decrete las reformas 11 .• 

En ca:!l.bio las Constituciones flexibles (8) I1como fácilmente se puede COffi- -

prender son aquellas que no exigen ningún reauisito especial para su reforma 

o sea Que están sometidas en este punto a los mismos trámites que las leyes 

ordinarias. Desde luego variando el punto de vista en lugar de hablar de 

Constituciones absolutamente rígidas, relativamente rígidas y flexibles) PQ 

dría hablarse de rí :idas, relativamente flexibles y absolutamente flexibles 11 

C0l\!S'I'ITqCIONES OTORGADAS, PACTAiJAS. l@.i:OCRATICAS E .D.vlPIJESTAS. (9)· 

I~sta clasificación atiende a la forma en que se originan las Cons~ 

tituciones y se pueden agrup"r en cuatro gru'Oos principales: 

(8) Cit.por el Dr.~rancisco Bertrand Galindo en sus Apuntes de Derecho Cons 
titucional, publicados por la A.i.D. en. 1965~ 

(9) Cit.en los mismos Apuntes. 
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lo~) Las otorgadas, como documentos mediante el cual el monarca 

que detenta el poder absoluto y sin limitaciones concede por vía de gracia 

al pueblo o grupos del mismo~ algunr:s garantías o f"rBn0uicias ~ 

20.) Pactadas. Las clUe resultan de una transacción o capitulación 

entre el monarcn hasta entonces absoluto y el pueblo. 

30.) Democráticas. Las (-ue reconocirlndo al pueblo como el conjunto 

de los miembros del Estado-Nacionales-, resultan del ejercicio de la sobera-

nía popular man~festada a traves de Asa'Ilbleas o Parlamentos que legítimamen-

te representan al pueblo; y 

40.) Impuestas. Las que son e"nítidas sin consulta popular por go-

biernos de facto a traves de Decretos Leyes, a fin de no suspender por com-

pleto la vida institucional del país.!! 

T I T I} L O 111 

LAS GAhANT1AS DEL 'JRDEN CON.J'I'ITfJCIONAL EN J.\jIJESThÁ Cül\:S'I'I'1'tJCION POLI'I'IQA y 

LEY DE PhOCEDlJ.\ITB.:1\!'I'OS CONST.lTIJCI0Nl\.LES. 

Tal como lo dijimos en el Prólogo de esta tésis, tenemos que el 

ideal es un sistema de gobierno democrático constitucional en Clue toda la 

actividad o diversAs actividades Clue desarrolla el Estado debe estar enmar. 

cada dentro del imperio del Derecho; debe de ser de parte de los gobernan-

tes oblig<lci9n fundamental el mantener incólume la Constitución política 

mediante el aseguramiento del principio de suprema cía de ésta respecto a 

la legislación y demás normas secundarias. Sin embargo sucede en la reali-

dad que en muchas ocasiones los Poderes Constituidos por diversas razones, 

no respetan la ley constitucional. Es por ello (¡ue surge la necesidad im-
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prescindible de que en una curta fundamental existan los medios idóneos, 

de Derecho.) tendientes a hacer efectivo ese respeto 11 la Constitución so-

bre la actividad de los 6rganos estatales y la de éstos en sus relaciones 

con los gobernados. 

Así el ciudadano o cualquier particular tendrá los medios nece-

sarios para r~clamar ante el organismo correspondiente el respeto y obser 

vancia de sus derechos consagrados en lAS gnrantías constitucionales por 

parte de las autoridades estatales encargadas o adscritFJs al órgano que 

"ha cometido la violación él aCiuéllas, dejando sin efecto o restableciendo 

los hechos al estado ('ue tenían antes de la transgresión a la ley suprema. 

Sánchez Viamonte, (lO) autor Argentino define la garantía corllO 

sigue: "Garantía es la Institución creada en 1 avor del inciiv"íduo, para que 

armado con ella pueda tener a su alcance inmediato el medio de hacer efec-

tivo cualquiera de los derechos individuales c:ue constituyen en conjunto 

la libertad civil y política. Todo derecho consagrado en la Constitución 

debe tener su correspondiente garantía para que sea efectivo mediante una 

acción institucional o derecho público".· 

(li) "Debe advertirse sin embargo Clue sólo merece el nombre de 

garpntía la institución jurídica que constituye el amparo m.:}xi('10 de un dere 

cho y este a:nparo debe ser siempre práctico, pues no podría llaméÍrsele ga-

rantía si aun queda al alcance de la inicio.tiva individual un campo de ma-

yor jerarqu~a.Por eso garantía es en definitiva: el ampCiro o protección Jg 

rídica que el gobernado tiene parA asegurar la efectividad de sus derechos 

frente al Estado como entid'ld jurídica y política con personalidad propia 

(10) Autor citétdo por Dr.Pll.blo j)ilauricio AlverguG en su tesis doctoral inti­
tulada liLa Protección del 0rden Constitucional en el lJerccho 3alvador.§. 
.ño". Pub. enero 1962. 

(11) Cit .por Dr .Pablo i\lauricio Alvergue en su tésis doctoral ya dicha. 
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y sus autoridades, cuya actividad en todo caso se desempeña en el ejerci-

cio del poder y en representación de la entidad estatal. 

liLa aparición del término Jlgarantía Jl en el vocabulario del lJere-

cho público corresponde exactamente al reconocimiento de la persona hWl1ana 

como titular de la libertad y de los derechos eme la 1 arman. 

JlLas gar?ntías a que nos referi.nos en particular, tal como lo -

hemos expresado antes, son aquellas que tienden a preservar la Constitución 

de las violaciones por parte de la actividad legislativa y de la aplicación 

abusiva por parte de los órganos del ejecuti'vo, de disposiciones o normas 

dictadas en contrayención a la ley suprema. Por eso cuando un acto legisla-

tivo y por consiguiente normativo afecta la existencia de un derecho reconQ 

cido por la Constitución, la garA.ntía consi;3te en la acción que permite al 

titular del derecho exigir una declaración de inconstitucionalidad por p'ar-
J 

te del órgano al que se ha encomendado la defensa de la Constitución que en 

la generalidad de los Estados es el Foder Judicial lJ • (12) 

Pero no es esta la única garantía que existe para poner coto a los 

posibles abusos cue puedan cometer las autoridades o gobernantes en el eje!., 

cicio de sus funciones. Existen también otros I'ledios idóneos como son la 
" 

exhibición personal o JJhabeas corpus JI y el amparo constitucional; todos e-

llos en si constituyen lo que se ha llamado: el control constitucional; y su 

objeti vo fundamental es proteger los derechos const.Ltucionales que se encueg 

tran consagrados en la carta fundam,:,;ntal a favor de los gobernados. 

Como lo hicimos notar en el prólogo de este trabajo el nacimiento 

de los derechos garantizados por la Constitución, lo cual nos parece ahora 

(12) Cit _por el lJr .Pablo ilauricio Alvergue en su tésis doctoral intitulada 
liLa Protección del Orden Constitucional en el JJerecho Salvadoreño Jl Pll 
bl. enero 1962. 
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natural y corriente, obedecen él un largo proceso histórico en que los go-

bernados lucharon contra sus gobernantes para la obt,:mción y el reconoci­

miento de sus derechos: entre·ellos el derecho de libertad; de reunión, 

de asociación, de igualdad ante la ley y otros más eue se encuentran com­

prendidos en nuestra Constitución Política en su 'l'':tulo X intitulado "Ré_ 

gimen de Derechos Individuales fI y posteriormente las necesidade'o de cará~ 

ter económico de la clase trabajadora, cuyo único capital es ~u fuerza de 

trabajo, frente a las inju:ticias y abusos que se cO¡:1etían por parte de 

los empresarios o clase capitalista hizo neces?rio que el legislador le 

reconociera derechos en el célfnpo social con el fin de tratar de igualar la 

fuerza laboral frente a la fuerza del capital; es así conJO también nuestra 

ley fundamental en su Título 'X 1 Capítulos lo. y 20. cOi~lprende fiEl hégimen 

de Derecho Social". 

En conclusión tenemos oue nuestra Constitución contiene y reconQ 

ce der8ch.os tanto individuales COnI0 sociales; tales derechos se encuentran 

garantizados por la mism0 carta fund'lmental; puro no obstante se considera 

imprescindible la existencia dentro de una Constitución de un control con~ 

titucional que conceda a los gobernados la facultéld de recurrir ante los 

máxi",os órganos jurisdiccionales del J:i;stado a exigir y reclamar el curnpli­

miento y vigencia de sus derechos cuando estos han sido transgredidos de 

parte de los obligóidos a respetarlos y garantizarlos o sea las autoridades, 

gobernémtes o cualquier funcionario del Estado. 

Es opinión unánime dentro de los autores de Derecho Constitucio­

nal que el control de la constitucionalid,:\d debe ele ser atribución exclus.;h 

va de los ;náxi';loS órganos jurisdiccionales del Estado, pues no podría tal 
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control ser ejercido por un organis:,o estatal de orden político, ya que 

precisamente se trata de garantizar la supremacía y pureza del orden con.§.. 

,titucional y si le corresponde precisrunente a la Corte Suprema de Justi--

cia como el ,uás alto organo del "Poder Jucicial de conformidad con el Art. 

, !~t 
(Bl Cn) "La potestad de juzgar y hacE:r ejecutar lo juzgauo en materias - -

constitucional, civil, penal, mercantil y laboral, así como en las otras 

eme determine la ley!!. Es lógico que le corresponda a cJicho Tribunal la -ª-

tribuci6n de controlar constitucionalmente la supremacía y el mantenimieg 

to del orden constitucional pues en sus componentes se encuentra en pri--

mer lugar la capacidad y la irnparci~lidad necesaria para juzgar con apego 

a la ley y con la suficiente autoridad moral y legal los casos que al e--

fecto se susciten tanto cuando se considera violada por parte de un parti 

cular su libertad individual corno cualquier otro derecllo enmarcado y ga-

rantizado por 'la Constituci6n. 

Todos esos requisitos que se encuentran en el máxhio organismo 

del Poder Judicial le confieren a los fallos dictados por éste la sufi--

ciente robustez pAra ser acepte dos tanto por los otros poderes del ~stado 

como, por los gobernados." 

La experiencia ha den'1Ostrn,do que a riesgo de COIIlplicar al Foder 

Judicial en cuestiones políticas, ,es esta la mejor soluci6n." 

Tal como lo dijimos antes nuestra Constitución Política contie-

ne los siguientes recursos cuyo objeto es proporcionarle a los particula-

res y a los ciudadanos los medios legales necesarios para garantizar los 

derechos establecidos en la misma; ellos son: 

lo~') Recurso de Inconstitucionalidad de las leyes, decretos y -



19 ¡y, 

reglamentos·;·(Art. 96 Cn:) 
'- fctf \(;(...'1 

20.) Recurso de Amparo ·(A~t. 221 Cn.) 
2#1 

30.) Recurso de eL~ibición personal o habeas corpus (Art. 1647 

inciso 20. Cn.). 

Asimismo existen otros medios legales que tienen también como 

finalidad garantiz.ar los derechos constitucionales, los cuales aunque no 

son comunmente conocidos, no por ello son menos importantes, tomdDdo en 

consideración el objetivo que se proponen realizar, cuando éstos son eje~ 

citados por ouienes tienmlas facultades para verificarlos. 

Estos se encuentran también establecidos en 11 Constitución y 

son los siguientes: 

El veto del Poder Ejecutivo ante un proyecto de Ley propuesto 

por la Asamblea Legislativa, cUé'lndo aquel lo considere inconstitucional. 

Art .(53 Cn} 1,+ 1 13'6' 

1IEl Derecho ,de .Insurrección 1l , el cual se reconoce al pueblo 
1$-;'-1 c.?~ 

conforme al Art. 7 ·Cn .. , en los casos comprendidos en los Arts. 5 y 112 

Cn.-

y la facultad concedida a los Jueces, en los casos en que ten 

gan que pronunciar sentencia, para-declarar la Inaplio9.bilidad de cual-

ouier ley o dis:ros::'ción de los otro~ Poderes, contraria a los preceptos 
, i l{ S . 

constitucionalés, contenida eh el Art( 95 Cn.)-

Por ahora nos referire,nos al Recurso de A¡nparo Constitucional. 
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El Art. 221 Cn. nos dice: liTada persona puede pedir amparo ante la Corte 

Suprema de Justicia por violación de los derechos que le otorga la preseQ 

te Constitución ll • 

ANTECEDENTES l.JEL REC!JRSO DE AilPARO.- :B.,ste recurso apareció por primera vez 

en nuestro .Llerecho en la Constitución del año de 1885; rnas como dicha Cons 

titución no tuvo una efectiva vigencia, puede decirse que contamos con di­

cha Institución Jurídica desde la Constitución de 1886. Que en su Art.- 37 

decía: IIToda persona tiene derecho de pedir y obtener el a.TIpaTO de la Su­

prema Corte de Justicia o Cámara de Segunda Instancia, cuando cualquier a.1l 

toridad o indivídu.J restrinja la libertad personal o el ejercicio de cual­

(uiera de los otros derechos individuales que garantiza la presente Consti 

tución. fJna ley especial reglamentará la manera de hacer efectivo este de-

recho ". 

La ley especial a eue alude la disposición antes transcrita fué 

la Ley de Amparo corresoondiente, en la cual se reglamentaba dicho recurso. 

Es así corno surgió en nuestro medio jurídico aunQue en una forma incomple­

ta el control constitucional el cual representata un gran progreso sobre 

las Constituciones anteriores. 

Tal tutela jurídicá aparece en la forma del Arnpi::lro Constitucio­

nal lo que posiblemente se debió a la influencia del Derecho h.exicano en -

la referida ley suprema., 

Dicho recursc. ta'nbién lo encontramos en la famosa CunsV.tución 
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" 

de 1939; Y el Art. 129 de la misma decía: IlFodrá también entablarse ante 

la Corte Suprema de Justicia el recurso de amparo lundado en la inconsti 

tucionalidad de una ley que se refiere a asuntos no ventilables ante los 

Tribunales, por su aplicación en un" caso concreto y por toda persona a -

quien se perjudioue en sus legít imos derechos 11. 

La Constitución de lBB6 fué reformnda en el ano de 1945 por la 

Constitución de ese año encontrándose el Anparo Constitucional en el Art. 

37 el cual pasó sin modificaciones tal como se encontraba redactado en la 

Constitución de lB86. 

Asimismo en el Art. 110 de la Constitución "de 1945 se encuentra 

establecida la "lJeclaratoria de inaplicabilidad ll tal como se encontraba -

ésta redactada en la Constitución de 1939. El Artículo en cuestión decía: 

IIDentro de la potestad de administrar justicia, corresponde a los Tribun.§. 

les declarar la inaplicación de 9ualquier ley o disposición de los otros 

Poderes, contraria a los preceptos constitucionales, en los casos en que 

se tenga que prommciar sentencia .. 

Podrá también entablarse ante la Corte Suprema de Justicia el 

recurso de amparo, fundado en la inconstitucionalidad de una ley que se 

refiera a asuntos no ventila bes ante los Tribunales, por su aplicación 

en un caso concreto y por toda persona a quien se perjudique en sus legí-

timos d er echos II ., 

• En conclusión pod·e'1los expresar e,ue en las Constituciones anteriQ 

a las del año de 1950, existían dos maneras de tutela jurídica de la cons-

BIBLIOTECA CENTRAL 
UNIVERSIDAD DE EL. SAL.VAOO" 
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titucionalidad, -ellos eran: a) la declaratoria de inapl,icebilidad de cual-

Quier ~ey o disposición de los otros Poderes, .contraria a los preceptos --

constitucionales en los casos o controversias en cue los Jueces tuvieren 

que pronunciar sentencia y el amparo constitucional cuando se tratara o -

tratase. de diligencias o asuntos que no estaban sometidos al conocimiento 

de los Tribunales del fuero ordinario o sea de aquellas l.1J.aterias cuyo co-

~ocimiento no corresponde al Poder Judicial._ 

Es hast~ en la Constitución de 1950 que se introduce una insti-

tución totalmente independiente de cualquier otra institución jurídica c.2. 

nocida; lo cual significó·un gran adelanto dentro de la técnica jurídica 

del control de la constituc"Íonalidad; tal es fiLa declaratoria de inconsti 

tucionalidad". Ya que el Art.· 96 de dicho texto decía: -liLa Corte Suprema 
...... - -

de Justicia será el único Tribunal competente para declarar la inconstit~. 

cionalidad de las Leyes,. Decretos y hegléllnentos en su forma y contenido· 

de un modo general y obligatorio,-y podrá hacerlo él. petición de cualquier 

ciudadano ". 

Y el Art. 95 de la misma comprendía la IIDeclaratoria de inapli;.., 

cs.bilidad 11.: y era del tenor literal siguiente: "Dentro de la potestad de 

administrar justicia, corresponde a los Tribunale;::, en los casos en que 

tengan que pronunciar· sEmtencia, declarnr la inaplicabilidad de cualquier 

ley o disposición de los otros Poderes, contrarios a los preceptos consti 

tucionales .. 

Tales dísposiciones pasaron sin cambios ni modificaciones él la 

actual Constitución de 1962.~ 

CONCEPTO DEL JUICIO DE M'IPARO ... -· Aunque es reconocido lo difícil que es dar 
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conceptos sobre una determinada instituci6n ya oue los mismos varían Se-

gún los div~;rsos puntos de vista que sostsngcm los autores de los mismos 

traemos a cuenta la definición eue en atención a los princip~lles elementos 

que lo constituyen la que al respecto d a el tratadista Ignacio Hurgoa quien 

dice: fiEl juicio de ampélro es un medio de control de constitucionalidad -;.;;. 

(Género próxi.n.o ); ejercitado por órganos jurisdiccionales (diferencia esp~ 

cífica, primer carácter); en vía de acción (ídem, 20. carácter), que tien-

de él proteger al quejoso o a3raviado en particular (idem, 30. car~cter); 

en los casos a que se refiere el Art. 103 ConstitucionaL" (13) 

Tomando co'no base dicho concepto y adecuándolo a nuestra Consti-

tución podemos decir que para nosotros el juicio de amp:lro eS un medio de 

control de la constitucionalidad; ejercitado a traves de la Corte Suproma 

de Justicia y específicam8nte por la Sala de Amparos de dicho Tribunal, en 

vía de acción; entablada ~sta por el quejoso o agraviado en particu13.r a ~ 

fecto de protegerlo en sus derechos en los casos a eUE; Se refiere el Art. 

221 constitucional. 

EL AJ.ViPARO ES UN JuICIO O IJN RE,cI)RSO ESTRICTO SENSiJ? Para dilucidar esta --

cuestión que tiene gran importancia~ sobre todo por los efectos jurídicos -

que puede producir la solución que se le d~tenemos que analizar. en primer 

término que es "hecurso" y al respecto citamos al Llr. hené Padilla y Vela~ 

co (14) guien lo define así: I/hecurso judicial es la facultad que concede 

la ley al interesado en un juicio o en otro procedimiento, para reclamar 

(13) Cit.por Ignacio E'urgoa en su Libro l/El Juicio de Amparol/ 2a.edic.pub. 
p "Editora Jurídica, S .v.R .Lol\iéjico-1946. 

(14) Cit .por Dr .René Padilla y Velasco en su tésis doctoral l/Apuntes de 
Derecho Procesal Civil Salvadoreño lf , Tomo 20. año 1949. 

'-5· ........ _~ ___ ~ 
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contra las resoluciones o fAlta de resolución, ora ante la autoridad que 

las dictó, ora ante otra superior, para que las enfJ1iende, nmplíe, refor­

me, revoQue, o anule". El recurso judicial conforme a nuestra ley proce­

sal no constituye un nuevo juicio, si no que es una fase de él mismo y -

por otra parte tampoco es una simple revisión de lo actuado por el Tribl! 

nal Inferior; de consiguiente en síntesis podeJuos decir que el recurso 

judic~al conforrne a nuestra legislación tiene una caracter.ística espe­

cial intermedia pues en cirtos casos se admite la presentación de prue­

bas en forma limitada, razón por la cual no constituye un nuevO juicio. 

No ocurre lo mismo con el amparo constitucional, pues el fin del 

mismo no es hacer una revisión del acto reclamado, si no en constatar si 

el mismo implica o no una transgresión a los derechos (¡ue otorga la Cons­

titución. (Art. 221Cn.). El amparo, de acuerdo con su propia naturaleza, 

no determina si el acto de la autoridad que.le ha dado nacimiento está­

reglado o no. de conformidad a la ley que lo rige, si no que lo que se e§.. 

tablece es s i en el mismo ha habido una violación a los derechos est::ible 

cidos y consagrados por la Constitución. 

El amparo constitucional viene él ser un medio deter)llÍnado 

de impugnar jurídicamente los actos de las autoridades y funcionarios del 

Estado, pues sólo procede cuando existe una contravención en los casos 

contenidos en el Art. 221Cn., contrariamente él lo que acontece con el re 

curso, que tienci lugar, es decir, que se suscita por cualquier 

violación legal, en los términos y formas especii'icados por las leyes co 

rrespondientes. 

En el amparo no se trata de decidir acerca de las pretenciones 
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Que puedan cnberle a las Dartes dentro del procedil'üento concreto, si no 

que Se trata de reparar la violación cometida, en perjuicio del agravia-

do. 

De las anteriores c0nsideraciones deducimos que el Tribunal --

que conoce del recurso (Procesales), por cuanto que se le delega juris--

dicción para conocer en la controversia planteada originariamente ante -

el Juez de Primera Instancia viene a decidir por medio de un fallo si la 

actuAción del funcionario judicial inferior se encuentra o no ajustada a 

derecho y el fallo en cuestión puede ser confirmando, revoc2Ldc o ':lodi(~ 

cando el del Juez a quo. En cuanto al amparo, el órgano jur~sdiccional -

al cual incumbe su conocirniento, no está reemplazando a la autoridad re§.. 

·ponsable del acto reclamado, si no que la juzga por lo que atañe a su -

actuación, la cual debe de estar enmarcada en lo prescrito por el orden~ 

miento supremo. 

La interposición de un recurso da origen a una segunda y a ve-

ces a una tercera instancia, considerada como prolongaciones procesales 

de la primera. En cambio, el ejercicio de la acción de amparo constitu--

cional no provoca una nueva instancia proces0.1, si no que lo eme hace es 

dar origen a un juicio o a un procedi:Jüento especial, diverso de aquel 

en el cual se originó. En consecuencia las rel,1ciones. jurídico-procesales 

que se originan por la interposición del amPélro constitucional y de un 

recurso procesal son distintas. 

En efecto, en la sustanciación de un recurso procesal las par-

tes 8'"\n lBS mismas Cjue han actuado en primera instancia; en cambio, en 

el amparo, el demandé:<do eS precisamente la autorid¿:d responsable del ac-

to reclAmado, quien tiene como tal las obligaciones de la parte reo. 
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Tomando en cuenta las consideraciones anteriores que al respec-

to hemos hecho concluimos eme la naturaleza del amparo constitucional es 

la de un juicio originado por una acción suigéneris distinta e indepen- -

diente del procedimiento en el cual surge el acto recla~ado y de este mis 

mo. 

PRINCIPIOS JURIDICOS r U1\DMlENTALE;S DEL JuICIO DE; Al'-'1PARO.- Este juicio Se 

basa doctrinariamente en una serie de pripcipios que son los que configu-

ran su naturaleza especial y diferente de las otras instituciones jurídi~ 

cas conocidas y que nos determinan sus ventajas respecto de los otros co-

mo medio de preservar y garantizar el orden constitucional. 

Según el ilustre tratadista mejicano Ignacio Burgoa los princic 

pios jurídicos fundamentales en el juicio objeto de nuestro estudio son -

los siguientes: de la iniciativa o instancia de part,es; de la existencia 

del agravio personal y directo; de la prosecución judicial del a~paro de 

oficio; de la relatividad de la sentencia de amparo; de la del'initi vidad 

del juicio de amparo y la sanción jurídica por la inobservancia del prin-

cipio de definitividad. 

En el desarrollo de la exposición de tales principios hemos to-

mado las ideas expuestéls por el autor ya citado adecuándolas 'a nuestras 

propias leyes tanto como la ley fundamental asi como nuestro demás ordeni!: 

miento jurídico positivo,> (15) 

DE LA INICIATIVA O INSTANCIA DE PARTE.- Del contexto del Art. 221 Cn., y 

Art.3 y 12 inciso lo. de la Ley de Procedimientos Constitucionales deter-

minamos que el proceso de amparo se inicia a instancia de la parte agra-

(15) Cit.por Ignacio Burgoa en su libro "El Juicio de Amparo ll , 2a.edición 
pub.por Bditora Jurídica ?D.R.L.-Méjico 1946. 
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viada, de conformidad con el procedimiento que determina la ley últim&~en-

te citada; en ningún caso la Corte Suprema de Justicia (márlmo Organo ju-

risdiccional ante guien se pide el amparo) procederá de oticio, es decir, 

sin que haya un interesado legítimo en provocar su activido.d tuteladora,. 

DE LA EXISTENC lA DEL AGRAVIO PEIíSONAL y lJIRBCTO.- El Art. 14 de la Ley de 

Procedimientos Constitucionales nos dice: fiEl juicio de am_paro, se promu.Q 

ve a instancia de la persona agraviada, por sí o por su representante le-

gal o su mandatario". 

Para el Profesor Ignacio Burgoa ya citado en la página que ant.Q 

cede: "La parte agraviada es aquel indivíduo o persona (moral o fíSica) -

que recibe o a quien se infiere un agravio. Evidentemente éste implica la 

causación de un daño, es decir, de un menoscabo patrimonial o no patrimo-

nial, o de un perjuicio no considerado como la privación de una ganancia 

lícita en el significado gue le atribuye el Código Civil, si no como cual 

quier ofensa cometida a la personalidad humana, pUéS como ha establecido 

la doctrina, las palabras parte agraviada, se contraen a las personas que 

han sufrido un agravio y se refiere en general, a la ofensa o perjuicio -

que se hace a alguno en sus derechos constitucionales; la pal.sbra perjui-

cio debe entenderse no en los términos de la h,y civil, si no como sinóni 

mo de ofensa que se hace a los derechos de una persona". 

De conJormidad con el Art. 12 inciso lo. e inciso 20~ de la Ley 

de Procedimientos ,Constitucionales es necesario como requisito legal que 

el agravio sea ocasionado por cualquier autoridad, funcionario del Estado 

o de sus organismos descentralizados; que por cualquier clase de acciones 

u omisiones emanadas de los mismos violen los derechos u obstaculicen el 
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ejercicio de los mismos derechos Que otorga nuestra Constitución. 

En consecuencia tiene únici3m,¿mte derecho de invoco.r el amparo 

la persona directamente agraviada ~)or el acto violo.torio, porgue ese de-

recho es' personalísimo, toda vez que el acto violatorio afecta solamente 

al agraviado; no el tercero a quien indirecta,l1ente dicha transgresión a-

fecte. 

DE LA FROSEC!JCION DEL FhOCESO DE .A.JPJÜLO DE OfIC.W.- El impulso procesal 

en el juicio de amparo no es dado por las partes que intervienen en el 

mismo si no que es la Sala de Amparo, Tribunal ante el cual se ventila 

éste, quien tiene la obligación de pronunciar de oficio todas sus resol1d. 

ciones hasta la sentencia; según lo dispuesto en el Art. 5 de la Ley de 

Procedimientos Constitucionales. Igual ocurre en todos los demás proce-

sos c~nsti~ucionales. 

PRINCIPIO DE LA RELATIVIDAD DE LAS SENTENCIAS DE .A;.vIPARO.- Bste principio 

consiste en que si bien es cierto que la sentencia definitiva en el jui-

cio ya mencionado produce los efectos de cosa juzgada contra toda perso-

na o funcionario, haya o no intervenido en el proceso, estos efectos - -

sólo son en cuanto a eue el acto reclamado es o no constitucional o vio-

latorio de preceptos constitucionales. No obstante lo anterior, el cont~ 

nido de la sentencia no constituye en sí declaración, reconoc~~iento o . . 

constitución de derechos priVados subjetivos de los particulares o del -

Estado; en consecuencia la resolución dictada no puede oponerse como ex-

cepción de cosa ,juzgada a ninguna aC;ción que se ventile posteriormente 

ante los Tribunales de la República. Este principio se encuentra esta--

blecido en el )il't. 81 de la Ley de frocedimientos Constitucionales. ' 
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lJE LA DEFINITIVIDAú .DEL J1JICIQ lJE; MIFAhO.- Esto consiste en que para eje!. 

citar la acción de amparo es necesario que previamente se hayan agotado -

todos los recursos que la ley franquea para atacar el acto contra el cual 

se reclama,bien sea modificándolo, confirmándolo o revocándolo, de tal -

manera que existiendo un medio ordinario de impugnación, sin que lo haga 

efectivo el agraviado, el amparo es improcedente. El amp2ro constitucio­

nal ya expresarnos antes cue es un proceso extraordinario, suigéneris, de 

invalidar los actos de las autoridades, en las distintas hipótesis de prQ 

cedencia. Por consiguiente si existe la posibilidad de entablar en forma 

simultánea un recurso ordinario y el juicio de amparo, se desnaturaliza­

ría la índole jurídica del segundo •. Lo anterior lo encontrarnos contempla­

do en el Art. 12 inciso 30. de la Ley de Procedimientos Constitucionales 

que dice: "La acción de amparo únicamente podrá incoarse cuando el acto -

contra el c'ue se reclama no puede subsanarse dentro del respectivo proce~ 

dimiento mediante otros recursos 11. 

Analizando el contenido de la disposición antes citada tenemos: 

que no procede la acción de amparo contra providencias dictadas por los -

funcionarios encargados de administrar justicia; atribución concedida ÚTIl 

cámente al Poder Judicial (Art. 81 Gn.) .. IIPoder a quien corresponde la P2. 

testad de juzgar y hacer ejecutar lo juzgado en materias constitucionales, 

civil, penal, mercantil y laboral, así como las otras que determine la ley". 

En tales materias existen una serie de recursos que ya contempla 

nuestro ordenaryLÍento jurídico positivo, los cuales pueden ser interpuestos 

por la persona agraviada con oc~sión de las providencias ° resoluciones de 

carácter judicial pronunciadas por los Jueces y que a juicio del quejoso 
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les" hayan causado o causen un perjuicio; en tales casos no procede la ac-

ción de amparo ya que según el Art. 12 inciso 20. de la Ley de Procedi- -

mientos Constitucionales expresa que "La acción de amparo procede contra 

toda clase de acciones u Q""üsiones de cualouier autoridad, funcionario --

del Estado o de sus organismos decentralizados, c:ue viole aquellos dere--

chos u obstaculice su ejercicio". 

Pero también dentro del campo de lo contencioso administra.tivo 

existen recursos ordinarios y extraordinarios que los agraviados pueden 

interponer ante las autúridades que conocen de t31es asuntos contencioso 

administrativos; tales recursos los encontramos en deversas leyes admini~ 

trativas; vg. "Ley de Impuesto sobre la I"ienta; Reglamento de la misma, y 

Ley Agraria para citar algunas. Sólo cuando se han agotado por el perjudi 

cado tales recursos es que podrá éste interponer la acción de amparo. 

SANCION J IIRIDICA POR LA lNOl'SERVANCIA DEL PRINCIPIO DE lJE/<.Il\lTI\!IDAD." La 

jurisprudencia de nuestra Sala de Amparos ha manifestado en reiteradas oca 

siones que: "Para que el Amparo puesda prosperar es indispensable que el 

acto reclamadc- constituya una resolucióp. firme; en consecuencia es improc..§. 

dente el Amparo de aquellas resoluciones que se encuentran en apelación". 

(Cit.En la Revista Judicial Tono LxIII corresfondiente al año de 1958-Pag. 
238). 

En otro fallo dicho Tribunal resolvió así: "Cuando la providen-

cia ('ue ha motivado unD acción de amparo se encuentra pendiente eie ser r~ 

suelta por otra autoridad administrativa CIue está conociendo en grado de 

ella," no puede concluirse que halla violación de una garantía constituciQ 

nal, pues no puede afirmarse la existencia del acto recl&nado~ (Cit. en la 

Revista Ju'dicial Tomo LXI- año de 1959- a la Pago 238). 

Esto tiene su fundamento en el Art. 13 de la Ley de ~rocedimieQ 
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tos Constitucionales y también en el Art. 12 incisos lo. y 20. de la Ley 

antes citada. 

DEL SOfRESELHE1\;'I\) .f:;1~ 1L J '¡ICIO DE AWA;B..Q..:...- El Art. 31 de la Ley de Froce-

dimientos Constitucionales señala seis casos de sobreseimiento en este jui 

cio; pero en rela ción con lo que venirnos analiZAndo nos llama la atenci6n 

el numeral 30. de dicho Artículo Que al respecto dice: "Por advertir el --

Tribunal ('ue lo demanda se admiti6 en contravencién con los Arts. 12., 13 y 

14 siempre que no se tratare de un error de derecho". 

En síntesis pues tenemos que la inobservancia al principio de 

definitividad es un seguro sobreseimiento al entablarse la acci6n de ampa-

ro por el recurrente. 

CONCEPTO DE A1JTORILJAD Y .~ I)NCIONARIO iJEL ESTAlJO.- P,,,,ra el Profesor Ignacio 

Burgoa considera que "En el terreno de estricto derecho público por "autQ 

ridadlt Se entiende jurídicamente aquel organo del Estado, integrante de su 

gobierno, eme dese",lpeña unó función específica tendiente a realizar las ~ 

tribuciones estatales en su nombre. Bajo este aspecto, el concepto de "ag, 

toridad" yél no implica una determinada potestad, si no que se traduce en 

un organo del Estado, constituido por una persona o funcionario o por una 

entidad moral, que despliega ciertos actos,. en ejercicio del poder sober~ 

no". (16) .Al respectotene:YJ.os que el ArL 6 Cn., nos dice: "todo poder Pld. 

blico emana del pueblo. Los funcionarios del Lstado son sus delegados y 

no tienen méÍs facultades e'ue las que e.xpresamente les da la ley" •. 

Es necesario distinguir Jos elementos CJue caracterizan lo que 

es autoridad de los órganos estatales, de aquellas que no tienen tal ca--

rácter y que son simples auxiliares de las ·mismas. 

(16) Cit.por Ignacio Burgoa en su Qbra El Juicio de Amparo 2a.:B.dic.Pub.p. 
Eqitora Jurídica S.D.B.L. l'Iéxico 1946. 
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Los autores de Derecho Ad'l~inistrativo al analizar este punto, 

entre ellos JlFragO,II (17) nos dice IIque las autoridades están investías. 

especialmente con facultades de decisión y e,iecución es decir, que se 

reputa autoridad", A aguel organo de gobierno del Estado que es sucepti-

ble jurídicw.nente de producir una alteración que puede consistir en 

crear o extinguir situ1ci:::mes ;. sea en form,:1. general o particular, de~ 

de un ámbito público o privado, que pueden presentarse dentro del Esta-

do; lo esencial es que esto Se lleva a cabo unilateralmente y en forma 

imperativa por ello el Profesor Ignacio Burgoa ya citado en la página 

que antecede tomando en cuenta los elementos propios que configuran lo 

oue es la autoridad nos dice: IIAutoridad es aquel organo estatal investi 

do de facultades de decisión o ejecución, cuyo desempeño, conjunto o s~ 

parado, produce una creación o un& extinción de sitmwiones en general, 

jurídicas o fácticas, d:::das dentro, del Estado; o su alteración o afed-ª. 

ción, 'todo ello en forma imperativa"., 

CUNC]pTO DE ACTO RECLAHADO.- Determinar dicho concepto es una de 10,s --

cuestiones más importantes al tratar el tema relativo a la procedencia 

constitucional del juicio de w.nparo. Al estudiar la Ley de ProcedLlien-, 

tos Constitucionales (Art. 19 y sig.) nos encontramos a cada momento -

con la C!anominación "acto reclamodo"" el cual se traduce en una disposi 

ción legal o en un hecho de la autoridad verificado en forma concreta y 

particular; de consiguiente es necesario que examine;llos en qué consiste 

"el acto reclam3do". 

(17) Cit • por Gabino fraga en su obra IIlJerecho Administrativo".- Pub.p. 
Editorial Porrua 3.11..- 6a. Edición 1955. 
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Tenemos en primer térsino que las autoridades del Estado desa-

rrol18n sus actividades y funciones las cwües deben de estar ajustadas 

a las atribuciones Que 13 Constitución Política leS señala; los princi--

pios y normas constitucionales a su vez Se encuentran desarrollados y r~ 

glasentados para su aplicación práctica y concreta en las leyes secunda-

rias; en el caso' c!ue nos ocupa cual es el de la administrélción pública; 

doctrinariamente los principios que la conliguran se encuentran en el De 

recho Administrativo que a su vez está clasificado dentro del Derecho P.:1 

blico y corno ya lo dijimos antes legalmente en nuestro ordenamiento juri 

dico positivo correspondiente. 

En consecuencia les autoridades y funcibn:1rios del Estado en -

el ejercicio de sus funciones tienen que sujetarse, porque están obliga-

das a ellas a lo que 1:1 ley fundamental y leyes secundarias les señala y 

en especial a respetar los derechos que la carta suprema confiere a los 

gobernados. 

Por ello y cuando las autoridades obligadns al curnpli;niento de 

tales disposiciones legales las contr,'-,vienen violando tales disposicio-

n e s , ello da lugar en ciertos caSos a que de parte del particular 

perjurlicado se entable la [lcción de élmparo constitucional para reclamar 

ante' el organo jurisdiccional cOt:lpetente el élcto verificado por aquellas 

que le ha ocasionado perjucios. 

En cons ecuencia y con base en lbS anteriores consideraciones . 

podemos decir que acto reclamado en general lIes aquel cJue se imputa por 

el afectado o Guejoso, a las autoridades contraventoras de la Constitu-

ción en los casos contemplados en el Art. 221 de la misma." 
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Es necesario que el acto reclamado se haya verificado, se haya 

realizado para poder reclamar contra el mismo pU6S nunca se puede consi­

derar corno acto reclamado algo q:ue no se ha cometido o sea que· éste no 

puede consistir en un acto futuro. 

LA ACCION DE AJ.VIPi,J{ü y LAS PARTES EN EL JIJIClO DE A~:PARO.- Tomando como -

base el concepto de I1Amparo" en un amplio sentido, tenemos en la reali-­

dad un proceso que culmina en una sentencia, y por otro, como un dereqho, 

como una potestad o facultad que tiene la persona de mover porasi dec~ 

lo, a un organo jurisdiccional del Estado para que se repare en su favor 

la violación cometida a sus derechos constitucionales. 

Como velnos, dentro del juicio de artlp::¡rO tenernos a la acción de 

amparo, como acto inicial del mismo. La acción en general es definida 

por nuestro Código 'de Procedimientos Civil.es en su Art. 124 así: "Acción 

es el medio legal de pedir en ·juicio lo que se nos debell. 

y a esta flacción de amparor! se refiere el Art. 12 de la Ley de 

Procedil11Íentos Constitucionales. 

PARTES EN EL JIJIClO.- Segúri el Art. 14 de la Ley últimAmente citada tene 

mos que: el actor es la persona agraviada, quien puede interponer la de­

manda de a~paro por sí o por su representante legal o su mandatario, por 

escrito. Y de conformidad con el Art .. 12 de la fiúsma Ley el demand3do o 

reo sería la autorid~d contra quien se interpone la demanda. 

Puede también mostri3rse parte en el juicio el tercero a quien 

beneficie la ejecución del acto reclamado, y tomará el proceso en el es 

tado en Que lo encuentre sin 'poder hacerlo retroceder por ningún motivo 

según el,.Art. 16 de la Ley antes citada. 

J 
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El l"1inisterio Público está obligado a intervenir en el juicio 

en defensD de la constitucionalidad pues así lo establece el Art. 17 de 

la Ley de Procedimientos Constitucionales. 

ANTE QtJIEN SE INTERPONE LA DEI¿IANDA DE A~!IPARO.- La demanda se interpone 

ante la Corte Suprema de Justicia. (Según Art. 3 ley antes dicha). ny la 

demanda se presentará en la Secretaría de la Corte Suprema de Justicia; 

pero las personas ('ue tuvieren su domicilio fuera de la sede del Tribu­

nal también podrán presentarla ante un Juez de fri,l1era Instancia, quien 

identificará al demandante y har,3, constar esa circunstancia al pie del 

escrito de de1uanda, en ID nota en que se exprese el día y hora de su -

presentación. Esta nota será firm2da por el Juez y el Secretario, y se­

llada Se rer:litirá la demanda por correo certificado a la SecrE;taría de 

la Corte en el misr'lo día, o él más tardar, el día siguiente de haberse -

recibido 11. (Art. 15 de lA Ley antes referida).' 

Quiero hacer constar que por cuestión de organización actual-

mente cada Sala de la Corte Suprema de Justicia tiene su propia Secreta­

ria y que las demendas de amparo en consecuencia se presentan en la Secr.§. 

taría de la So.la de A'1lparos. 

Asimismo el,Art. 14 de la Ley que comentamos nos determina -­

los requisitos Que debe de contener la demanda de amparo, cuestión fun­

damental, pues si no se han llenado tales requisitos la Sala'de Amparos 

prevendrá al peticionario que lo haga dentro del término de setenta y -

dos horas a contar de la notificación respectiva y ID sanción a ello es 

gue de conformidad con el Art. 18 de ld misma la f&lta de aclaración o 

de corrección oportuna motivará la declaratoria de i!.nprocedencia. En re 
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lación con esta disposición es bueno referirnos a, que de con1'ormid3d a lo 

establecido por la Ley de Procedimientos Constitucionales en el Art. 80, 

tanto en los procesos de amparo como de e:x..~ibición de la persona, el Tri­

bunal suplirn de oficio aquellos errores u omisiones en (:ue puedan incu--

rrir las partes, que pertenezcan al derecho. 

SIJSPENS.ION DEL ACTO RECLi\JvIAlJO·.- Según el Art. 14 numerales 30 .. y 40 .. el -

peticionario en su demanda de amparo debe de expresar: "el acto contra el 

que Se reclama, y el derecho protegido por la Constitución que Se consid~ 

re violado 'u obstaculizado en su ejercicio", 

En consecuencia y en relaci6n con el Art. 19 de la Ley en estu-

dio al admitir la demenda., la Sala de Arnparos a cuyo Tribunal le corres--

ponde el conocirrtiento y fallo del juicio de amparo:; lo prinero c!ue hace -

ésta en el mismo auto en Clue admite la demanda es resolver sobre la sus-'-

pensión del acto contra el e!Ue se reclama, aun cup.ndo el peticionario no 

lo hubiere solicitado. Esta suspensión sólo procede respecto de actos que 

produzcan o puedan producir efectos positivos. 

y ya el Art,. 20 de la Ley que analizamos determina que "Será -

procedente ordenar la suspensión provisional imn8diata del acto reclama-

do cuando su ejecución pueda producir un d;,:ño irreparable o de dificil -

reparación por la ,sentencia definitiva". 

Ya sea que se ordene o no la suspensión provisional inmediata 

del acto, se pedirá informe a la autoridad o funcionario demandado, quien 

deber~ rendirlo dentro de veinticuatro horas-. 

La autoridad demandeda está obligada a expreSar si son o no 

ciertos los hechos que Se le atribuyen. En caso de que ésta no informe -
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dentro del término legal, hará presUt:lir como sanción la existencia del 

acto que Se reclama para los efectos de la suspensión, y al funcionario 

desobediente se le impondrá una multa de diez a cien colones a juicio 

prudencial de la Sala. 

Ya seA Que se reciba o no el informe transcurrido el plazo, 

se mandará oir en la siguiente audiencia al Hscal de la Corte. 

Al recibir la contestación de dicho funcionario o sin ella, 

la Sala resolverá sobre la suspensión, decretándola, declarándola sin 

lugar, o en su caso, confirmando o revocando la resolución.provisional 

si se hubiere decretado. 

La resolución que deniegue la suspensión del acto no causa e~ 

tado y puede revocarse en cualquier estado del juicio, siempre que la -
""!!:ó=-

Sala lo estime procedente. 

Tanto para ordenar la suspensión a la autoridad demandada, cQ 

mo ésta, para rendir su informe, pueden hacerlo por la vía telegráfica. 

Todas las disposiciones antes referidas se encuentran conteni 

das en la Ley de Procedi~ientos Constitucionales desde el Art. 21 al -

25 inclusive. 

PROCEDL~IENTO.- Luego los Artículos siguientes hasta el 30 inclusive de 

la Ley en estudio determinan la manera de proceder en el juicio de amp~ 

ro. Al respecto qui.ero h!:3.cer notar que de conformidad con el Art ~ 29 se 

prohiben las compulsas salvo el caso del Art. 83 Clue se refiere a la si 

tuación del funcionario o autoridad a quien se le ha solicitado una ceL 

tificación, se niega a extenderla en un término prudencial que se le s~ 

ñale para tal efecto; lo cual lo hace incurrir en una ,nulta de veinti-
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cinco a cien colones por cada infracción, y la parte respectiva hará ma-

nifestación de la denegatoria de la extensión de la certificación en el 

proceso constitucional y podrá pedir en ese caso la compulsa correspon--

diente. Y de que "En ningún caso podrá pedirse posiciones a la autoridad 

o ,funcionario demandado en un juicio de ax:nparo". 

El juicio ter~ina ya sea por la sent~ncia definitiva o por so­

breseimiento. Con respecto a la manera últimamente indicada y a la cual 

ya nos referimos anteriormente, quiero agregar que en relación al Art. -

31 de la Ley ya antes citada, numeral 30. determina que es caso de sobr~ 

seimiento: "Advertir el Tribunal Q'ue la demanda Se admitió en contraven-

ción con los Arts. 12, 13 y 14. El Art. 14 se refiere a los requisitos -

que debe de contener la demand3 de amparos y en easo de que ésta conten-

ga un error de derecho corres?onde a la Sala de Amparos de conformidad 

con el Art. 80 suplir de oficio los errores u omisiones pertenecientes 

al derecho en que incurrieren las parte~. 

SENTENCIA Y SI; EJECIJCION.- La otra forma como conluye el juicio de ampa-

ro es con la sentencia definitiva, la cual se notifica a 111s partes y en 

caso necesnrio se transcribe a la autoridad demandada. Lo más importante 

que se ordene en la sentenci~ es la obligación en que se encuentra la a~ 

toridad demandada de que las cosas vuelvan al estado en que se encontra-

ban antes del acto reclama~o~ En caso éste se hubiere ejecutado en todo 

o en parte de un modo irre~ediable, tendrá el agraviado la acción civil 

de indemnización por daños y perjuicios contra el responsable personal--

mente y en forma subsidiaria contra el Estado. Art~. 34 y 35 de la Ley de 

Procedimientos Constitucionales. 
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El Artículo ant¿s citado y los siguientes Se refieren a la ma-

nera de hac(,r ejecutar la: sentencia contra la autoridad demandada cuando 

ésta se niega él darle cuúplimiento dentro de las veinticuatro horas de -

haberle sido comunicada o dentro del plazo que el Tribunal le señale. Y 

lo r~ferente a la condena en las costas, datios y perjuicios en relación 

con el funcionario que en su informe hubiere negado la existencia del as:. 

to reclamado, o hubiese omitido dicho informe o falseado los hechos en el 

miS"rlO y también cuando se deniega el ampi1ro o Se está en el caso en (¡ue 

Se sobreseyó en dicho juicio de conformidad con el nl1r.1eral 40. del Art. 

31 IIPor no rendirse prueba sobre 13 existencia del acto reclamado, cuan­

do aquella fuere' necesaria H •· 

Con r:.:specto a la tramit'Jción del juicio de amparo sólo me re.§.. 

ta decir que de conformidad con los Arts •. 78 y 79 de la.Ley en examen, 

respectivam.ente, se dispone que: .1lEn los procesos constitucionales se u­

sará"papel común. A las partes que intervengan no se les exigirá fianza 

o caución alguna par!: iniciarlos, ·.següirlos o ejecutar la respectiva -

sentencia y que cuando se concede el térr1Íno de la distancia, el Tribu­

nal en la misma' resolución fijará el número de días que correspondan de 

confor:nidad con la Ley (El tér¡nino de la distancia lo co:r:templa el Art. 

211 Pr.) •. 

En las páginas que anteceden me he referido a los principales 

aspectos que tant,o en doctrina com.o en nuestré3: legislación positiva pr~ 

senta la Institución del Amparo Constitucional; es justo reconocer que no 

lo he tratado en toda su amplitud como lo exige un minucioso estudio del 

mismo; pero ello hubiera sido salirme del terna propio clue me corresponde 

desarrollar en el presente trabajo cual es: "El Recurso de InconstituciQ 
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nalidad" •.. ' 

DE LA EXHIbIcrON Di!.: LA PER.30.l\A U HAB.::..;A.S CORPUS~'7 .. El Art. 164 constitucio-

nal que se encuentra comprendido dentro del título X que trata del IIItégi-. 

men de Derecho~ Individuales" expresa lo siguiente: 

"Ninguna persona puede ser ·priv.9.dA de su vida, de su libertad, 

ni d.e su propiedad. o posesión, sin ser previamente oída y vencida en jui-

cio con arreglo a las Leyes; ni pUede ser enjuiciado. dos veces por la mi~ 

ma causa. 

Toda persona tiene derecho al habeas corpus ante la Corte Supr~ 

ma de Justicia o Cáma~as de Segunda Instancia que no residan en la capi­

tal,' cuando cualquier autoridad o indivíduo restrinja ilegalmente su li--

bertad ll • 

El inciso lo.· de la dis~osición transcrita contiene la garantía 

de audiencia que consiste: en que dentro de la protección jurídica que d~ 

be de gRrantizar un estado de derecho a sus gobernados, como obligación -

ineludible de las autoridades gubernamentales se encuentran las siguien-, . 

tes medidas de tutela jurídica: a) la de que en contra de la persona a --

quien .se pretende privar de alguno de los bienes jurídicos contanplados ~ 

en dicha disposición, se ha.ga 'nedümte un juicio o lo que es lo .m.iS:::lO T!l.e-

diante el debido proceso legal; b) Que tal juicio se sustancíe ante Trib~ 

nales previamente establecidos; c) oue en el mismo se observen las forma-

lidades esenciales del procedimiento; como'es el derecho fundamental para. 

el procesado de oirlo en el juicio lo cual se traduce en su derecho a de-

fenderse por sí o por una persona legalmente capncitada para ello; y si 

carece de los medios económicos necesarios para sufragar su defensa, el -
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Tribunal está obligado a nombrarle un defensor de oficio (Art. 189Ic.); 

d) que el fallo respectivo Se dicte conforme a las ley8s existentes con 

anterioridad al hecho o ciTcunstan~iaque hubieren dado motivo al juicio. 

AdeiTlás de los anteriores derechos consagrados en el Art. cons-. 

titucional en el mismo también se establece el d8recho de "libertad"; la 

cual se encuentra complementada por otras disposiciones como la del Art. 

166 Cn.~ Es fundamental reconocer el derecho del hombre a su libertad, 

garantizado plenamente en todos los estados modernos respetuosos de los 

derechos de 13 persona humana; históric[tmente y como antecedentes de tal 

derecho garantizado constitucionalmente traemos a cuenta que cuando se -

vivía en la época de las monArquías absolutas, vg. l;:¡ del rtey Luis XIV, 

en ~rancia, quien llegó (1 decir: IIEl Estaco soy yoU, época de desmanes y' 

arbitrariedndes cometidos en contra de los súbditos por el poder público 

y los abusos frecuentes t!1nto de los monarcas corr:o de sus allegados; se 

llegó a un punto en que los mismos nobles sintieron la necesidad.de un -

cambio en tal situación y tal corno lo relDcionarnos en el Prólogo fué In-

glaterra la que históricamente y desde un principio llevó la iniciativa 

en el reconoci"lieúto y sucesiva evolución de los derechos que garantiza-

ban a los habit:.mtes de tal país sus más esenciales libertades. 

Por haber ya tratado el 0esenvolvimiento histórico político de 

tales garantías nos referiremos al hecho de aue al transcribir el Art.164 

Cn. encontramos cue en el inciso 20. de tal disposiciÓri se conte¡npla el -

Habeas Corpus (cuerpo presente) o Ex.,.~ibición de la Pers.ona, como recurso 

constitucional o el medio más expedito y viable que tiene toda persona P-ª. 

ra recurrir ante la Corte Suprema de Justicia o Cámaras de ,seg1mda Instan. 
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cia cuando el agraviado no reside en la capital; al tener restringidas i-

legalmente su libertad ya sea por cUéüquier autoridad o indivíduo." 

La exhibición personal se ercuentra debidamente reglamentada en 

nUEostra Ley de Procedimientos Constitucionales del Art. 38 al 77 inclusi .... 

ve. 

Es ahí donde se determin3. la forma y maneras de hacer efectivo 

el derecho de libertad personal eue le asiste a todo gobernado cuando ilQ 

galmente se le ha restringido dicha libertad co;no expresamos antes por --

p"rte de cualcmier individuo o de una autoridad estatal. 
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CAPITULO S E G IJ N D O 

EL REC!JRSO DE INCONSTITuCIONALIlJAD. 

ANTECEDEÑTES HISTORICOS.~ CONCEPTO.- Su ~ I Ji\!lJAi.'lEi\JTü .- l\JATuhALEZA DE LA DE-

CLARATORIA DE INCONSTITUC[oNALIDAD~ 

Lo ideal en un sistema democrático constitucional es mantener -

en forma inalterable el respeto a las normas fundamentales contenidas en 

la Constitución ·Política. En el Capítulo anterior hicimos referencia a la 

obligación en que se encuentran las autoridades del Estado así como los -

respectivos funcionarios encargados de las diversas actividades de los ür. 

ganos Estatales a ellos encomendadas de asegurar el principio de la supr~ 

macia de la Ley~und3mental con respecto a la legislación secundaria~ 

Al respecto es bueno recordar que los funcionarios no son más 

que delegados del pueblo en quien reside originariamente el poder sobera-

no del cual eS su titular real y aquellos no tienen más facultades que --

las que expresamente les ha conferido la ley •.. Este principio se encuen--

tra consignado en nuestra C'1rta M.agna en su Arto. 6. 

En consecuencia toda la legislación secund')ria debe supeditarse 

a lo dispuesto y ordenado en la Ley ~'UDdamental, teniendo la obligación 

todas las autoridades estatales y en especial los Jueces, encargados de 

la actividétd jurisdiccional de ejercer sus funciones de acuerdo y confor-

me a lo ordenado por la Constitución. 

Tratando de encontrar medios que garantizaran en una forma más 

efectiva el respeto a la misma con el objeto de hacer realidad un régimen 

estatal de legalidad, se consideró de importancia inaplazable la creación 
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d d " "~d" s 's o enos efl"c~ces e l"do'neos tendl" entes a garant_i e me lOS Jurl lCO ,ma m~ c. 

zar el orden constitucional. 

'I'anto el Proceso de Arnpnro como la E:xJ.~ibición Personal los he-

mos analizado en el capítulo que antecede; toca ahora referirnos al Recur 

so de Inconstitucionalidad; él los cuales nuestra Ley de Procedimientos -

Constitucionales en su Art. lo. les denomina llProcesos Constitucionales fl 

y es por medio de ellos que en diversos grados se ejerce "El. Control de -

la Constitucionnlidad!l. Son los medios determinados por nuestra Ley ¡'und-ª. 

mental para garé'ntizar y s3lvaguardar el respeto y cumplblÍento de sus -

disposiciones. 

EL RECIJRSO DE HilCOl\!STIT'¡CIONALIlJAD. ANTECELJEl\lTl'.;S 1:USTORICOS. Nos dice el 

tratadista A. Jorge Alvarado (18) que: llCuando a raíz de la intolerancia 

primero religiosa y luego política de sus adversarios, los puritanos en 

Inglaterra sufrieron la negación de toda clase de derechos, incluso los 

inherentes a la personalidad huuana, y en vista de la situación en que se 

encontraban decidieron venir a la América del Norte con el objeto de est-ª. 

blecerse en una comunidad autónoma, basada en los principios de libertad 

y de'llocré1cia que posteriormente fueron desarrollados por los filósofos --

Norteamericanos, entre ellos benjarnI.n ¡'ranlin, Hamilton, l'.iadisson y otros 

más, que gestaron la revolución de 1776; celebraron al establecerse en las 

nuevas colonias los llamados pactos de estahlecimiento, manifestaciones 

contractuales otorgadas por los colonos y cfue autorizaban con su firma. 

La mayor parte de las colonias recibían., bien de los reyes si 

(18) Cit. en su Obra tll'.;l Recurso contra la lnconstituciomllidad de las L.Q 
yes 11 i"Iadrid-Sdi torial Heus-S .A. Mío 1920. Primera Edición. 
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estaban supeditados a la corona, bien de los señores si de éstos depen-. 

d.ían, privilegios y libertades que en la pluralidad de los casos se li~ 

mitaban a confirmar lo establecido por los colonos en sus convenios 0-

riginales. 

La organización de una colonia obed2cía al siguiente mecanis~ 

mo! fIna Asamblea Legislativa con atribuciones bastantes para regular--

las nEcesidades de la población en consonancia con el régimen expreso -

en la carta fundamental; un gobernador representante de la metrópoli y 

nombrado por la misma, encarnación del verdad6ro Pod¿;r :Gjecutivo, con -

derecho a interponer el veto a las leyes dictadas por la Asamblea y por 

último, los Tribunales coloniales y el consejo privado (Privy Council), 

ejercían las í-unciones de administr'lr justicia. Competí'l '" este consejo 

la extraordinaria decisión sobre los casos de invalidez de cualquier pr~ 

cepto dE: la Asamblea opuesto a alguno d61 pacto básico. Conviene fijar 

la atención en la importancia de esta prerrogativa ya que en ella en- -

cuentra su evidente origen el proceso objeto de nuestro trabajo~ 

Pero los Jueces de las colonias no poseyeron nunca at.ribucio-

nes para anular o no aplicar la ley proc8dsnte del Par18mento Inglés, 

aunque fuera injusta y contraria al régimen generala a la costumbre. 

Lo cierto es Que cuando clara y terminantemente se expresaba 

la voluntad del legislador en la ley, por irrazonable y absurda que pa-

reciera, irremisiblemente había de ser cumplida y aí'irmad3. en las resalE. 

ciones judiciales. Habiendo sido este uno de los motivos que llevaron a 

las primitiv">s colonias de Norte América a buscar su emancipación polí-

tica~ 
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Lo expuesto conduce a afirmar aue el moderno Recurso de In--

constitucionalidpd halla su origen en la atribución conferida a los cog 

sejo.s p:r:ivados, siendo por tanto este recurso genuinamente americano ,0 -

aunoue de procedencia colonial. 

El principio de que la omnipotencia del parlamento británico 

estaba sobre cualeluier ley o dispos~ción dictada por cualquier otro or­

gano sufrió en la misma Inglaterra cierta moderación en la práctica. --

lord Eduardo Coke, magistrado inglés muy célebre por los estudios eJUe hi 

zo sobre esta materia Ilheconoció en los Jueces la facultad de examinar 

la VAlidez de los actos del parlamento y declararlos nulos cuando resul-

t¿,ren o repugnantes a las reglas del derecho común (Common L:n"l) o a la -

raz6n fl • Si bien su doctrina no tenía un bas¿¡mento jurídico fuerte, se di 

fundió extraordin8rismente en Inglaterra y posterior1l1ente pasó a las nue 

vas colonias de Norte Arrlérica4 . 

No obstante lo an terior Se mantuvo la supremacía del parlameg 

to, reconociendo éste únicamente la fAcultad de examinar la validez de -

los actos normativos, cuando crearan una obligación de cumplimiento im-

posible o llevaran a c0nsecuencias absurdas. ' 

Cuando las coloni.':.ls de bstac10s lJnidos se independizaron, s\ls 

cartas o cédulas fw:,ron sustituidas por Constituciones. J!.¡n ellas no Se 

estableció de manera expresa la potestad de. revisar la constitucionali--

dad de las leyes; sin embargo, innediatamente después 'de hf.lber entrado -

Gn vigencia dich2s' Constituciones, los Tribunales en algunos CélSOS recl-ª. 

rnaron para sí dicha potestad, a °fin de confrontar las leyes con la Cons-

titución local y declArarlas nulas ° si estaban en contradicción con éllas. 
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En la convención de Filadelfia de 1787, de donoe nació la ac-

tual Constitución de Estados linidos· se tuvo como propósito Jundamental 

poner límites a los excesos de los Pod.ares Législati vos instituidos por 

las Constituciones de lRs colonias, excesos de los cuales existían num~ 

rosos ejemplos. Los delegados a dicha convención se encontraban preocu'" 

pados por 1:1 desconfianza Que tenían en la s legislrlturas cuyo predomi--

nio dentro de la organiZAción creada por lns Constituciones locales era 

notorio. Se trataba Dor ello de encontrar una fórmula cue permitiera -

frenar él las legislaturas en sus posibles excesos y Al mismo tiempo as~ 

gurar la conformidad a las leyes que sancionaran, con la Constitución '-

federal. 

Con tal objeto, fueron propuestos a la convención distintos -

planes en los eme se incluía la creación de organismos encargados de 

dar una intervención casi directa a·los Jueces en la formación de la 

ley o de dar a los mismos la atribución expresa de aplicar la.s leyes í'&. 

derales no obstante cualouier ley en contrario de los Estados. Pero niQ 

guno de dichos planes tuvo aceptación general pues hubo una oposición -

decidida a la intervención de los Jueces en el proceso legislativo y no 

se logró incorporar al texto constitucional aprobado en filadelfia una 

disposición expresa oue les encomendara el control constitucional • .E.xis 

tía desde luego la intención de conferir ese poder al órgano judicial -

pues los miembros más dest.:lcados de dicha ASi:1mblea estuvieron de acuer-

do en admitir la revisión de la constitucionalidéld de l:'1s leyes por los 

Juece~. Especialmente J:-lélmilton y LV;:éldisson sostuvieron en "El Federalis-

ta 11 la doctrina de que sin CU8 signifique dar supremacía al órgano judi 
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cial, los Jueces deben prescindir de la aplicación de una ley sanciona-

da por el órgano legislativo cuando se halle en oposición con los textos 

constitucionales. Entre esa ley y la Constitución debe preferirse la c:,ue 

tiene más fuerza y mayor validez, es decir la Constitución porque en 

cuanto ésta concreta la voluntad del pueblo aquélla en cambio sólo refl~ 

ja la intención de los representantes. Llebido a que el Comrrion Law o de-

recho consuetudinario goza en el Derecho Anglo Sajón de une verdadera sl\; 

premacía respecto al derecho escrito aunque no se estableció expresamen-

te esa facultad de los Jueces, de hecho ya la ejercían, puede decirse -

que quedó sobre entendida. 

Por lo que toca a la Corte 0uprema de Justicia de Norte Améri-

ca, ésta no se había pronunciado aun cr\tegóricélmente sobre la facultad -

revisora de la constitucionalidad de las leyes; fué necesario que apare-

ciera en el mundo judicial la gran figura del magistrado John Aarshall -

quien en su calidad de Pre:3idente del Tribunal Supremo, y con sus bastos 

conoci"oientos jurídicos a los cuales aunaba una personaliddrl recia, en -

el ,'lilo de 1001, acometió con denuedo, sabiduría y persistencia el esta--

blecimiento y regu.lación del recurso contra las leyes inconstitucionales. 

Desde su primer fallo en el caso de lI¡Vlarburi contra ivIo.ddison ll , en que -

vindicó para el Poder Judicial la i~portante prerrogativa, hasta el año 

lB35, que abandonó el cargo de Presidente, a su ejemplar y sabia persev..s 

rancia se deben sesenta y dos declaraciones de inconstitucionalidad., cu-

yo conjunto representa la construcción básica del recurso, la sustencia-

lidad del mismo, su completa regulAción y el tirme punto de partida para 

ulteriores progresos .• Después de ,vlarshall el Poder Judicial se concretó 
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a perfeccionar el sistemi1 inspirándose en las ideas vertid8s por el gran 

Juez al través de sus sentencias.!! (19) 

Asi,uismo el autor antes citada resume el pensamiento de dicho 

~vJ:agistrado en la siguiente 1"orma: IlEl f,ueblo tiene el derecho original -

para establecer en su futuro gobierno, los principios que en su o~inión 

;nejor logran su propia felicid,~d, -es 13 base soóre la cual el sist(~ma ,q,-

mericano ha sido erigido. El ejercicio de ese der8cho origir.'al, requiere 

un gran esfuerzo, en consecuencia, los principios así establecidos Se el?. 

timan lundamentales. Y como la autoridDd de los cuales emana, es suprema 

y no puede obrar con frecuencia, la intención al establecerlos eS de que 

sean permanentes. 

Esta voluntad original y suprema organiza al gobierno y asigna 

a sus diversos denartamentos sus poderes respectivos. Puede marcarse un 

alto allí o bien establecerse ciertos límites que no pueden ser propasa-

dos por ninguno de dichos dep;:¡rtamentos. 

B,n el gobierno de los Estados IJnidos de Norte América, los po-

deres del órgano legisbti va quedan definidOS y limitacios; y para que e-

80S límites no puedAn eGuivocarse ni olvidarse, fué escrita la Constitu-

ción. Con qué objeto Se consignan tales lí:nites por escrito, si éstos PQ. 

dieran en cualquier tiempo sobrepasarse por las personas a quienes se -

quiso restringir? La distinción entre gobierno de poderes linitados y -

los poder~)s ilimitados, Clueda abolida si los límites no contienen a las 

personas a las cuales les han -sido i'Ylpuestos y si lo prohibido y lo per-

(19) Cit.por Dr.Pablo Mauricio Alvergue en su tésis doctoral enero 1962. 
"La Protección del Orden Constitucional en el Derecho ,salvadoreño ll • 
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.mitido se equiparan.·, Este razonamiento no nos dejo. lugar a dudas y lle-

va a la conclusión de que la Constitución controla a cualquier acto le-

gislativo oue le sea repugnante;. pues de no ser así, el legislativo po-

dría alterar la Constitución por rnedio de una ley común. 

Entre estas alternativas no hay término medio •. O la Constitu-

ción es una ley superior inmodificable por medios ordinarios, o bi6n --

queda al nivel de las demás -leyes del congreso y co:n.o tales leyes,. puede 

ser alterada según el legislativo quiera alterarla. 

Si el primer extremo de la alternativa es la verdad, entónces 

un acto legislativo contr.Jrio [l la Constitución, no es unA ley; si el -

segundo extremo de la :üternativa es el verdadero, entónces las Consti-

tuciones escritas son intentos absurdos por p~rte del pueblo,. p~ra lL~i 

tar un poder que por su provia naturaleza es ilLlitable. Ciertamente --

los Que han el,-.borado Constituciones escritas, las consideran corno la -

ley fundamental y supre~a de .la nación, y en consecuencia, la teoría de 

todo gobierno de esa natur:üeza, tiene que ser una ley del congreso que 

repugnara a la Constitución" debe de c.)nsiderarse inexistente,' Esta teQ. 

ría, por su esencia misma, va invívita en una Constitución escrita y en 

consecuencia este Tríbunal tiene que considerarla cO:~lO uno de los prin-

cipios f-undamentales de nuestra sociedad .• No puede" pues, perderse de -

vista el seguir considerando el problema que se estudia. 

Si una ley del legislqtivo,. contraria a la Constitución, es -

nula, a pesar de dicha nulidad puede obligar a los 'l'ribuúales a obede- . 

cerla y a pon8rla en vigor? O, en otras palabras, a pesar de que no es 

ley constituye unéi regla que tiene los mismos efectos que si fuera ley? 
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Esto equivaldría a desechar de hecho lo que ya ha sido establecido en -

teoría y a primera vista parecería una cosa tan absurda, que ni siquiera 

se prestara él discusión. Sin embargo, merecerá aquí ser estudiada con m.2, 

yor atención. 

Indudablemente, es de lá comp0tencia y del deber del Poder Ju­

dicial, el declarar cual es 1<1 ley. Quienes aplican la regla a casos pa.!:. 

ticulares, necesariamente tü;nen que establecer e interpretar esa regla. 

Si dos leyes están en conflicto una con otra los Tribunaies tienen que -

decir sobre cual es la aplic(}ble. Así,. si una ley se opone a la Constitll:. 

ción; si tanto la ley ConlO la Constitución pueden aplicarse a determina­

do caso en forma que el Tribunal tiene que decidir este C3S0, ya ~ea con 

forme él la ley y sin tornar en cuenta la Constituci0n, o conforme a la -

Constitución haciendo é) un lado la ley, el Tribunal tiene eme determinar 

cual de estas reglas en conflicto rige el caso. Esto es de la verdadera 

esencia del deb2r judicial. 

Si pues los 'tribunales deben tomar en cuenta la Constitución y 

esta es superior (} toda ley ordin::¡riD del legislativo, entónces la Cons­

titución y no la ley ordinaria, tiene que regir en aquellos casos en que 

ambas serían aplicables. 

Así [ues, aquellos que desechan el pri'-~cipio de que la Consti­

tución tiene que Ser consideradél por los Tribunales cono la ley suprema, 

Quedan reducidos a la necesidad de sostener que los Tribunales deben de 

cerrar los ojos con relación a la Constitución y mirar únicamente a la -

ley ordinaria. 

Esta doctrina daría por tierra con el í'undamento mismo de toda 
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Constitución esérita. bstablecería eue una ley de acuerdO con los princi 

pios y la teoría de nU8stro gobierno, es completambntE:; nula, sin embt\rgo 

en la práctica es completamente obligatoria. Establecería que si el ~e--

gislativo hicierA ac:uello oue le éstá expresamente prohibido, este acto 

él pesar de la Qonstitución expresé3, en la realid,·¡d de las cosas, produce 

efecto. Sería darle al legislativo una omnipotencia práctica y real, al 

mismo tiempo (¡ue aparentemente se restringen sus poderes dentro del lími 

te estrecho. Eouivale a establecer líf!lites y declarar al mismo tiempo--

que eSos límites pueden ser traspasados a placer". (20) 

La anterior doctrina fué piéna"J1ente aceptada por los Jueces y 

i"lagistrados de los Estados IJnidos de i~orte il.mérica y el control jurisdi~ 

cional se consolidó en la práctica sobre las limitaciones que ir'1pone la 

Constitución federal a los órganos de los otros poderes. 

CO:110 ya lo dijir'10s antes en otra parte eJe este trabajo, antes 

de la Constitución de 1950 se disponía únicamente para ejercer la tutela 

.jurídica· de la Constitucionalidad del "-';.úlp"lro Cónstitucional" y dE:: la --

I!EJG.~ibición de la persona Il en los casos y situaciones ya examinadas en 

el capítulo anterior y como facultad otorgada al Poder Judicial dentro 

de la potestad de administrar justicia, específicamente concedida a los 

órganos jurisdiccionales en los casos en gue tivieren que pronunciar seQ 

tencia, declarar la inaplicabilidéld de cualquier ley o disposición de --

los otros poderes, contrario a los preceptos constitucionales. Atribu- -

ción concedida por el Art. 95 Cn.; cumpliendo así con lo disT,'uesto en Art. 
210 Cn. 
e 20) Este resumen del pensa,niento del .tv1agistrad o LClarshall lo tomó el lJr. 

Pablo l'lauricio Alvergue quien lo cita en su tésis doctoral liLa Pro­
tección del Orden Constitucional en el Derecho .3alvadoreño ll Pub. en 
enero .1962, del autor Tena ha::lírez, quien lo tonó a su vez de la he 
vista iflexicana de Der8cho Público No. 3. 
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Sin embargo los efectos de dE::clarar la inaplicabilidad de una 

ley por parte de un Tribunal era y es hasta la fecha una declaratoria -

cuyos efectos surten pleno efecto únicamente en cuanto al jui?io o con-

troversia legal planteada en dicho Tribunal y en consecuencia esta sen-

tencia no puede producir nTh'1.ca efecto general. 

fiué hasta en la Constitución de 1950 que se introdujo el IIIte-

curso de Inconstitucionalidad ll contenido en el Art. 96 tanto de la Cons 

titución de 1950 CO':lO en la actual de 1962. La disposición pertinente 

es del tenor literal siguiente: liLa Corte Suprema de Justiciél será el 21 

nico Tribunal compdente para declarar la inconstitucionalidad de las l~ 

yes, decretos y reglamentos, en su forma y contenida de un modo general 

y obligatorio, y podrá hacerlo a petición de cualquier ciudadano l1. 

Las razones por las cuales los constituyentes de 1950 optaron 

por la introducción de tal institución en cu(!nto él establecer un medio 

especítico de control constitucional no están expuestas en la exposi- -

ción de 'notivos del p,-oyecto de dicho texto legal; sin ernbargo se consi 

dera que Se le concedió a la Corte Supr6ma de Justicin la atribución de 

declnrar la inconstituciornlid.s.d de las leyes, decretos y reglamentos -

tomando en cuenta ln tésis que on tal sbntido se ha iJ.sentado por' los 

tratadistas de esta ram.a del derecho y la cUéJ.l ya también explicamos aQ 

teriormente. 

Haremos referencia a q u e e l Artículo 96 en la Constit,Q 

ción actual así cono en léJ. del 50 estaba contenid.o en el Art. 194 del -

anteproyecto y no tenía la frase tly podrá hecerlo fl , que sí apé1rece pos-

teriormente y que fué introducida sin duda por la comisión de estilo. 



54 
La declaratoria de inconstitucionalidad sí produce eí'ectos ge-

norales y obligatorios de manera que una vez hecho. todos los Tribunales 

se encuentran en la obligación de acatarla. 

C'ue es d.ar un concepto por las múltiples facetas que presenta la institE. 

ción que ahora analizamos, en forma tentativa proponemos el siguiente --

concepto: Recurso de inconstitucionalidad es el derc'cno que tiene todo 

ciudJdano, aun cu,güdo no sea él mismo el directarn.ente agraviado por el 

contenido y disposiciones de una ley, decreto o reglamento, de presenta¿: 

se Jnte la Corte Suprema de Justicia a pedir que se declare la inconsti-

tUD',Cionalidad de aquel ordenamiGto jurídico que a su juicio es violato-

rio de la Constitución. Teniendp la declaratoria que se pronuncie efec-

tos generales y obligatorios. 

EL ~ul\!DAHIEN'I'O LEG-AL •. - De la institución que ahora analizamos lo encon-

tramos en el Art. 96 eJe la Constitución pues es en dicho cuerpo de leyes 

en donde se encuentra en su fo:r:na y cont en id o el Hecurso de lnconsti tu-

cion'11idad el cual se encuentra reglamentsdo en la Ley de Procedimientos 

Constitucionales que posteriormente analizaremos. 

NATURALEZA l)E LA lJECLAhATuhIA 0E I1\!CüN3TI'I' IJC 101\ ALID 1\lJ .- Sobre esta cue2. 

tión existe gran diversidad -de opiniones entre los estudiosos de la ma-

teria, no habiendo uniformidad en cuanto a la terminología que debe de 

-
dtrsele; agravánclose m6s el problema por la circunstancia de que según 

el tér'nino que Se ocupe para nominar él la inconstitucionalidad conterl1plQ. 

da en el Art ... 96 asi serán los efect,os ,4urícJicos eme resulten al respec-

to. 
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Antes de seguir adelante quiero hacer notar que nuestra Cons-

titución Política y Ley de Procedimientos Constitucionales no han deter 

minado una denominación especial para tal declaratoria, pues en la Ley 

de Procedimientos Constitucionales se les denomina "PrI..Jcesos Constitu--

cionales; tanto a la Inconstitucionalidad de las leyes, decretos y re--

glamentos, como al Amparo y a la eL~ibición de la persona. 

El lJr. Guillermo ~"lanuel Ungo' que ha analizado detenidamente 

este problema ~opsidera que en un plano hipotéticó se pueden examinar y 

tomar en consideración diversas situaciones, en cuanto a la naturaleza 

de la declélratoria de inconstitucionalidad, ellas són: 

a) On recurso 

b) Un procese 

e) ¡lna acción popular 

d) IJn control jurídico constitucional sui géneris 

e) Un acto legislativo 

Pasamos a estudiar cada una de ellas: 

a) Q1lE ES UN FtBC'JRSO.- En el lenguaje corriente se habla muy a menudo de 

que la institución objeto· de nuestro estudio es un recurso de inconstiT.Q 

cionalidad, por los ('ue así la consideran. 

Examinaremos si en realidad tienen razón los que sostienen l~ 

anterior. Para ello es preciso analizar lo que es un recurso. Escriche 

define el recurso así: (21) !lEs la acción que queda a la persona conde-

nada en juicio para poder acudir a otro Juez o Tribunal en solicitud de 

que se enmiende el agravio gue cree habérsele hecho l1 • Nuestro Código no 

lo define, habla d e diferentes recursos y hasta los coloca en otros 

(21) Autor citado por Dr .. René Padilla y Velasco en su tesis doctoral -
"Apuntes de Derecho Procesal Civil Salvadoreño fl año 1949. 
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libros del Código de Procedimientos, Tampoco los enumera. La Real Acad~ 

mia dice gue: (22). "Recurso es la acción que concede la ley al intere-

sado en un juicio o en otro procedimiento, para reclamar contra las re-

~oluciones, o ante la autoridad que las dictó, o ante alguna otra". ~á­

brega, lo define así: "La facultad que él los litigantes compete, de pe-

dir la enmienda de una resolución judicial, algunas veces ante el mismo 

Juez o Tribunal que la dictó; pero, generalmente, -an~e un Tribunal Sup~ 

rior. De esas definiciones y de otras que dan varios autores de Derecho, 

el Dr. René Padilla y Velasco en su tésis doctoral antes citada, toman-

00 en cuenta nuestra legislación, da la siguiente definición: IlRecurso 

judicial es la f . .-,cultad gue concede la ley al intereSado en un juicio o 

en o!'ro_ proceg:Lrniento, PflE.§-_l'5?9lap.-ª!' ... Ebntra las resoluciones o falta de 

Analizando la definición anterior encontramos una caracterís-

tica esencial del recurso, cual es clue éste presupone la existencia de' 

una resolución judicial o en ciertos casos de la falta de resolución, -

en un juicio; y ya sea porque el interesado se considera agraviado por 

dicha resolución, o por la fAlta de ~sta, es que se interpone el recUE. 

so, interposición que se hace.ante el mismo Juez que conoce del juicio 

y cme dictó la sentencia o resolución de la cual se recurre a efecto -

de que se resuelva ante el mismo, como en el caso de la mutación o re-

vocación (Art. 425 y 426 Pr.) o en el de explicación o reforma (Arts. 

436 y 1086 Pr.). y. en otros casos se 'plantea ante el mismo Juez que ha 

(22) Cit. por Dr. René Padilla y Velasco en su tésis doctoral "Apuntes 
de Derecho Procesal Civil Salvadoreñotl año 1949. 

/ 
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conocido de la controversia legal y Se resuelven por un Tribunal Supe--

rior en grado COl"lO ocurre para el caso en la apelación (Art. 980 Pr. y 

siguientes) • 

En concreto el recurso supone siempre un proced~riento ante--

rior en el cual se ha dictado la resolución Í-lpugnada y su interposi- -

ción suscita una nueva instancia de confonnidad con el concepto que de 

instancia da el Código de Procedimientos Civiles en su Art. 6 el cual -

es del tenor literal siguiente: "Instancia es la prosecución del juicio 

desde que se interpone la demanda hasta c:ue el Juez la decide, o desde 

que se introduce ún recurso ordinario ante un Tribunal Superior hasta -

que éste lo resuelve". 

El objeto de la interposición del recurso es de que se enmien 

de, amplie, reí'orme, revoque o ~nule, la sentencia de la cual se ha re-

currido. Con esta actividad jurisdiccional se está controlando legalmen 

te la actuación de los funcionarios encargados de la administración de 

la justicia en los casos concretos de los cuales les toca conocer y re~ 

No sucede lo mismo con el procedi:niento establecido para el -

control constitucional en la Ley de Procedimientos Constitucionales co-

mo desarrollo del contenido del Art. 96 de la Constitución pues en pri-

mer lugar para que se inicie el Pro c e d i m i e n t v de in-

constitucionalidad no es necesario CJue exista como presupuesto un jui-

cio o diligencias que se hayan ventilado previamente ante un órgano ju-

risdiccional. 

Segundo. El ciudadano que se presenta solicitando la declara-
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toria de inconstitucionalidad, no 10 hace ni es necesario ni lo exige la 

ley que haya recibido directamente un agravio de parte de alguna autori­

dad o funcionario. Puede darse el caso que con motivo de un juicio pen­

diente, el particular haga uso de la facultad que le concede el Art. 96 

Cn., pero este será totalmente independiente del juicio en cuestión y sus 

efectos no incidirán directamente sobre el resultado del juicio en trámi­

te por ser una cuestión muy distinta de la otra. 

A diferencia del objeto que se propone el agraviadc que inter­

pone el recurso, lo cual ya examinamos antes, la finalidad del procedi--

miento que ahore estudiamos es obtener una declaratoria de inconstituciQ 

. nalidad cuyos efectos son generales y el objetivo de la misma es destruir 

la propia existenciéJ de la norma o norma.s Que s e consideren inconstitu-

cionales en su forma y contenido, siendo tal declaratoria general y obil 

gatoria. 

El Dr. Guillermo I·1anuel 'Jngo, Profesor de nuestra racultad de 

Jurisprudencia y Ciencias Sociales, considera que sí se sostiene que se 

trata de un procese tomando para ello como base los siguientes fundamen­

tos: Q1.l.e el trámite o proccdhliento que estudiamos, por estar encomendado 

al máximo organismo jurisdiccional como es la Corte Suprema de Justicia, 

la cual como el más alto organo del Poder Judicia~tiene también faculta-

tades para administrar just icia de conformidad con lo dispuesto en el Art. 

81 Cn.- En los casos y mediante la forma ya determinada por las leyes Se-

cundarias' como lo es para el caso: la Ley de frocedimientos Constitucion~ 

les. 

Tenemos, pues en conclusión que: CQrresponde al Foder Judicial 

la potestad de juzgar y hacer ejecutar lo juzgado en materias constitu­

cional, civil" penal, _mercantil y laboral,. así como en las otras -que de-
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termine la ley". Que cualquier órgano jurisdiccional conoce de procesos 

o juicios y en ciertos casos de diligencias de mera jurisdicción vol~-

taria. Y por otra parte que ·el control de la constitucionalidad a que -

nos referimos tiene muchos puntos de similitud con un proceso y que co-

mo dijimos antes la Ley de Procedimientos Constitucionales en su Art. -

lo. nos había de "Procesos Constitucionales" por lo que algunos han cO!!. 

cJuido llamando a la institución analizRda "Proceso de Inconstitucionali 

dad 11. 

La anterior tésis puede ser rebatida con los siguientes con--

tra argumentos: a)· de conformidad con el Art. 4 Pr. "Juicio es una con-

troversia legal, entre dos o más personas, ante un Juez autorizado para· 

conocer de ella", y el Art. 5 Pr., nos dice que: IIJuicio civil.es la 

disputa legal que sobre algún negocio o acción, sostienen el actor o de. 

mandante y el reo o demandado ~nte el Juez, sobre derechos reales o pe~ 

sonales. 567 c. 11 

En el proced~niento de la declaratoria de inconstitucionali--

dad no existe una controversia·legal sobre algún negocio o acción; pues 

la finalidad de aquella es única y exclusivamente obtener la referida -

declaratoria de inconstitucionalidad de una ley, decreto o reglamento. 

Asfu.ismo en la referida tramitación de tal declaratoria no 

existe la parte reo o demandada, pues si por un lado consideramos al 

ciudadano que solicita la referida declaratoria como actor, no existe en 

tal procedimiento la parte reo, y únicamente interviene el riscal Gene-

ral de la República, a quien se le corr·e traslado de la demanda o infoK 

me rendido por la autoridad que haya emitido la disposición considerada 
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inconstitucional, por un término prudencial que no exceda de noventa -

días', el Hscal General de la República, está obligado a evacuar dicho 

traslado dentro del plazo que se le señale (Art. 7 y 8 Ley de f'rocedi-

mientos Constituc=k0nales). En:1i opinión 1& función del funcionario an 

tes citado es defender la constitucionalidad impugnada y la baso en lo 

dispuesto por el Art. 17 de la ley ya citadn que aice: fiEl ~ünisterio 

Público intervendrá en el juicio en defensa de la constitucionalidad 11. 

Refiriéndose al Juicio de Amparo. 

Por otra parte tenernos (ue en un proceso o juicio existen va 

rias partes tal corno nos lo dice el Art. 190 Pro liLas partes principa-

les del juicio son: demanda, 'ci tación o emplazamiento, contestación, -

prueba y sentencia", y en doctrina se agrega la impugnación de la sen-

tencia. 

En el procedimiento de la. declaratoria de inconstitucionali-

dad contenido desde el Art. 6 al 11 inclusive, de la Ley de Procedi- -

mientos Constitucionales encontramos: que no hay citación o emplazamiell 

to,' contestación, ni prueba: que como vi,nos antes son las partes funda-

mentales de un proceso o juicio. 

Sentencia en términos generales no es más que lila decisión -

del Juez sobre la causa °que ante él se contravierte ll • (Art. 417 Pr.). 

y sentencia definitiva lIes aquella en que el Juez, concluido el proce-

so, resuelve el asunto principal, condenando o absolviendo al demanda-

do". (Art. 418 Pr.). 

Los efectos de una sentencia en un proceso o juicio civil -

recaen directamente y en forma exclusiva entre las partes oue han ven-
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tilado dicha controversia legal y por extensión él los terceros en caso 

de que éstos hayan intervenido en dicho juicio. En determinada clase de 

juicios la sentencia que se pronuncia"produce efectos de cosa juzgada, 

lo cual quiere decir: que ninguna persona podrá de nUevo int0ntar ante 

un órgano jurisdiccional la misma acción, ni entre las mismas personas 

ni sobre el mismo objeto que versó la controversia que ya fué dilucidada 

por una resolución judicial que ha producido plenos efectos jurídicos. 

El principio procesal de la cosa juzgada lo encontramos esta­

blecido en el Art. 164 inciso lo. Cn. que dice: 1I1'ünguna persona puede 

ser privada de su vida, de su libertad, ni de su propiedad o posesión, 

sin ser previrunente oída y vencida en juicio con arreglo a las leyes; ni 

puede ser en.iuiciada dos veces por la misma causa". 

A diferencia de lo anterior tenemos que el efecto jurídico -­

que produce la declaratoria de inconstitucionalidad de una ley, decreto 

o reglamento, es que: "Será obligatoria de un modo general, para los ór­

ganos del Estado, para sus funcionarios y autoridades y para toda perso­

na nAtural o jurídica. 

y si en la sentencia se declara que en la ley, decreto o re­

glamento no existe la inconstitucionalidad alegada, ningún Juez o funciQ 

nario podrá negarse a acatarla, so pretexto de las facultades que conce­

den los Arts~ 95 y 211 de la Constitución Política". (Art. 10 de la Ley 

de Procedimientos Constitucionales). 

Por las consideraciones anteriores podemos concluir en defini 

tiva que la institución en eXffinen no es proceso ni juicio,~ 

ACCrON POPULAR.- Quienes afirman que la declaratoria de inconstituciona-
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lidad es una acción popular se basanen Que ésta es una facultad qu~ tie-

ne todo ciudadano, de élcudir ante un órgano jurisdiccional pidiendo la -

declaratoria ya referida. Opinión que para el caso nuestro encuentra su 

fundamento legal en los Arts. 96 Cn. y 2 de la Ley de Frocedimientos 

Constitucionales. (Acción popular de inconstitucionalidad le llama Héctor 

Fix Zamudio en su Fonencia presentada en la IV ,jornada Latinoamericana de 

D-erecho Procesal, verificada en Caracas del 27-I.lI al 3-IV de 1967- Pago 

25). 
En mi opinión la crítica que se le puede hacer a la anterior 

tesis es la siguiente: a) 11 Art. 123 Pro C. define a la acción así: ItAQ 

ción es el medio legal de pedir en juicio lo que se nos debe lt , 

La definición antes transcrit.J. hace recaer como característi-

ca esencial de la acción en que ésta Ites un medio de pedir en juicic", Y 

ya deter'llinamos Que el control constitucional establecido por el Art. 96 

Cn. no es proceso ni Juicio. 

Podría contra argumentarse que la definición que da el Art. --

124 Pro C. de acción, ya está superada doctrinariamente; porque se consi 

dera ('ue el concepto ya dicho según Eduurdo J. Couture (23) no es más -­

que una simple pélráfrasis de un pnsaje clásico de notoria dífusión (Cel­

so, De Actionibus) y por otra parte que ésta confunde a la acción y al -

derecho como ocurría en el Derecho homano, considerándolos una misma co­

sa; en la actualidad por la doctrina moderna de Derecho Procesal Se con­

sidera 0ue la ación: Es un poder jurídico autónomo Que puede concebirse 

desprendido del derecho material sobre lo nuestro o lo que se noS debe y 

que el referidn concepto clásico no alcanza a comprender l(Js acciones de 

mera declaración, en las cuales no se reclama nada Que nos pertenezca o 

que nos sea debido, si no una declaración apta para hacer cesar un esta-

(23) Cit.P.Eduéirdo J .Couture en su libro Ilrundamentos dellJerecho Froce­
sal Civil",Editorial De' Palma.B.Aires.-2a. Edición 1951. 
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do de incertidumbre jurídica. Tampoco abarca las é1cciones preventivas y 

las constitutivas. 

1\:0 obstante dicha argumentación siempre (fueda firme la críti-

ca oue se le hace al uso de tal término; ya que es indudable que desde 

el punto de vista procesal al hablar de 0cción, tenemos inmediat&~ente 

la certeza de un proceso, en el cual ésta se manifiesta a trevés del ac­

tor cuando en priluer término en uso de la facultad c~ue le confiere el d~ 

recho de petición interpone una delllémda ante un órgano jurisdic"Íonal;: y 

volvemos a repetir que cuando examinamos el proceso llegamos a determinar 

que la institución a 1.'1 cual nos hemos venidOl refiriendo no tiene las ca 

racterísticas de tal. 

Por. otra parte tenelTIos que si se aceptara que el control cons­

titucional en estudio, es una acción popular, éste sólo se referiría a -

un solo aspecto procesal de la cuestión; cual es el derecho de petición 

que le é1siste ,11 ciudadano para pedir tal declaratoria, sin deter~l1inar 

la naturalez,a de ésta que a nuestro juicio es lo fundamental. 

IJl\J CONTROL JljlUlJICO CUJ\i.3'l'I'I'!JCIU1\:AL SIJI GBJ\iLli:IS.- Ante lo difícil de la 

cuestión que venimos tratando, en CUé'..nto a su ubicación en el campo de 

lo jurídico; pues presenta elementos de diversas características, ha sur 

gido otra tesis de la cual es autor el ur. Guillermo danuel fJngo; quien 

considera: "Que la declaratoria de inconstitucionalidad contemplada en 

el Art. 96 Cn •. y la reglamentación de la misma contenida en la Ley de Pr.Q 

cedimientos Constitucionales no es más que.: "i)n control jurídico constitl¿,. 

cional §ui géneris " •. 

El Catedrático antes citado sostiene en primer lugar que se tr~ 

ta de un c mt..rol jurídico de la constitucionalidad tanto de las leyes, COIID de 

"_ .. 
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lo~ decretos y ele los reglamentos. Atendienc10 al objetivo fundamental 

perseguido cual es precis2mente de vigilar, salvaguardar y garantizar la 

supremacía de la Ley Constitucional conlO institución fundamental de nue~ 

tro orden jurídico, base del estado de derecho en que se desenvuelve 

nuestra sociedad sobre las leyes secundé¡rias, decretos y reglamentos que 

al efecto se promulgan. 

Se' califica tal control jurídico de "Sui géneris ll atendiendo 

cO::D.O dijimos antes a las diversas f:lCetas que presenta de parte de los ~ 

lementos que lo componen como pasaremos a determinarlos: 

En primer término tal medio de control constitucional se en-

cuentra encomendado en nuestro país al máximo organismo jurisdiccional -

cual es: La Corte Suprema de Justicia, Tribunal ante quien Se interpone 

la demanda, correspondiendo su trAmitación a la Sala de Amparos y la sen 

tencia definitiva a la Corte en pleno. (Art. 2 Ley de Procedimientos 

Constitucionales). 

Asimismo.el Art. 6 de la Ley antes citada nos hübla de la de-

manda eje inconstitucionalidad; los Artículos ,lO y 11 del mismo ordenamien 

to jurídico se refieren a la sentencia definitiva; tenernos pues que el 

órgano encargado de hacer ya sea la declarQtoria de inconstitucionaliclad 

o la de constitucionalidcid de una ley, decreto o reglamento, es componen 

te del Poder Judicial. 

Por otra parte que ,-la terminología empleada por la ley cuando 

en su Art. lo. nos dice: "Que es proceso constitucional el que analizamos 

Y los Artículos subsiguientes que transcribimos anteriormente nos hacen 

creer que por encontrarse tales elementos propios de un proceso o juicio. 

Pues al pronunciarse, "El 1<allo ll , nos encontromos con la COS2 juzgada 
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en dicho trámite~ se tr~t~ en realidad de un proceso. Si tam&nos en cuen 

ta también la existencia de una acción de parte del ciudadó.!Do para acu- -

dir ante la Corte Suprema de JU"1ticia a solicitar la referida declarato­

ria de inconstitucionalidad~ 

Pero previamente henos examinado que tal declaratoria no cons­

tituye en realidad un proceso o juicio porgue el objetivo fundamental de 

éste es dilucidar una controversia legal la cual no existe en este caso •. 

Sin embargo no podemos hacer a un lado la existencia de los -

elementos antes dichos ni restarles la imDortancia e'ue estos merecen den 

tro de una consideración jurídica; en verdad nos encontra~os en presen-.­

cia de un trámite de características 'llU;V especiales diferentes de cual-­

guier .juicio o diligencia que se trév'1ite ante un órgano jurisdiccional; 

tenernos aSÍ':!lisrno eme 1<1 sentencia aue s e pronuncie en tal procedimiento 

produce efectos jurídicos también especiales diferentes totalrnente a -­

cUé,louier resolución c;ue se pueda pronunciar Dor cualciuier otro í"uncio­

nArio del Poder Judicial. YA eue l·::¡ sentencia pronunciAda participa del 

aspecto jurisdiccional por cuanto es pronunciada por la Corte Suprema -

de Justicia y produce los efectos de la cosa juzgada, así como del as­

pecto legislativo por cuanto el principal efecto que produce es ya sea 

declarando la inconstitucionalidad de una ley, decreto o regla-­

'llé'nto, o que no existe la inconstitucionalidad alegada; esta sen-­

tencia será obligatoria, de un modo general, para los órganos del 

Estado, para sus 'funcionarios y autoridades y para toda persona natural 

o jurídica,.en el primer cnso y en el segundo, ningún Jue2 o funciona-

rio podrá negarse él acatarlo, su pretexto de considerar que tal ley,. d~ 

creto o reglam.ento es inaplicable e que puede exigírsele responsabili--
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dad po.r la po.sibilidadde la co.misión de un delito. o.ficial en un caso y 

común en o.tro, según las diversas situaciones jurídicas que Se puedan 

plantear, en el criterio. del funcionario obligaco al cu~plimiento de la 

sentencia pronunciada po.r el máxi'no. Tribunal de Justicia. 

En" síntesis pues la sentencia que se pronuncie tendrá efecto.s 

generales o. "erga o.mnes.!'. 

Co.n base en el anterio.r análisis es que se h.3. sostenido. de -

que la institución o.bjeto. de nuestro. estudio. se puede deno.:ninar: "Un co.n 

tro.l jurídico. co.nstitucio.nal sui géneris ll • 

UN ACTO LEGISLATIVü.- Hay o.tro.s que manifiestan que la naturaleza de la 

declarato.ria que veni:1lOs analizando. es "Un acto. legislativo.!! y Se basan 

en que: co.mo. lo. expresamo.s antes lo.s efecto.s d e la referida declarato.ria 

de inconstitucio.nalidad so.n generales y o.bligato.rias para to.do.s tanto. p-ª. 

ra lo.s órganos del Estado y gobernantes co.mo. para to.da perso.na natural o. 

jurídica, y "si en la sentencia se decl3rt3. que en la ley, decreto. o. re--

glamento. no. existe tal inconstitucio.nalidad, ningún Juez o. funcio.nario. -

puede negarse a acatarlo.". Según lo. expresado en. el Art. 10 de la Ley de 

Pro.cedimiento.s Co.nstitucio.nales el cual antes transcribL~o.s "po.r lo. que -ª. 

ho.ra sólo. hace'll.o.s alusión al mismo.. 

I'un.damentan su criterio. lo.s eme afirman que la institución a-

naliz.ada es un acto. legislativo. ,en que una ley Se c.3.rDcteriza po.r su ge-

neraliclad y su o.bliga~o.riedad. O Sea pues: que al promulgarse una ley se 

hace co.n el objeto. que sea de aplicación general para to.do.s lo.s goberna-

do.s sin distincio.nes de ninguna clase y después ue o.cho. días de publica-

da en el Diario. Oficial nadie puede alegar igno.rancia de la misma según 
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El Art. 7 C.- J1n cuanto a la segunda característica ya sabernos Cjue den­

tro de las atribuciones del poder soberi:mo del Estado, soberanía delega­

da por el pueblo a sus representantes, gobern:mtes y simples delegados -

de éste, existe la atribución conferida por la ley fundamental a la Asag 

blea Legislativa, lTlélximo organism.o del Poder Legislativo, ordinariamente 

de dictar las leyes necesArias para el buen gobierno del Estade, leyes 

que después son sAncionadas y promulgadas por el Poder Ejecutivo quien 

la hará publicar co'no ley, para su debidil ejecución tal como lo dispone 

el Art. 78 numeral 31'"1. Cn.-

Pero el quid de la cuestión se encuentra en que desde el aspes;. 

to formal la declaratoria de inconstitu.cionalidad no tiene las caracterÍ!!., 

ticas de una ley, ya (iUe CO"~lO lo hicimos notar constitucionaLmente es el 

Poder Legislativo el único a quien le corresponde la potestad legislativa 

o Sea la ele ItIJecretar, interpretar, reformar y derogar las leyes secunda-

rias 11. Según el Art. 47 DLYileral 12 Cn.-

En este caso habría una invasión de un poder en la esfera del 

Poder Legislativo en cuanto a decretar, reformar o derogar las leyes, que 

eS atribución exclusiva de la Asamblea CO; . .'lO ya lo expresamos antes; lo -

que da lugar a pensar si dicho fallo que se pronuncia en el proceso (para 

ocupar la terminología que e'11plea la I-,ey de Procedimientos Constituciona­

les) de inconstitucionalidad, por 10E3 efectos que pueda l-;roducir sea 0 no 

constitucional. 

Esta cuestión la examinaremos al estudiar 10G efectos eue prodE, 

ce la referida decl¿H'atorÍé, segün la ,los"ición que Se adopte en cuante, a 

la naturaleza de la misma. 

Después del estudio de las diversas posiciones doctrinarias-
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en cUé\nto a la naturaleza de la institución examinada me parece lallás !i 

certada In. tesis del Dr. Guiller:l1o_ i'Íanuel 'Jngo, que considera a la iuísll1a 

corno FlIJn control jurídico constitucional sui géneris FI.1 ya que tiene sufi­

cientes fundamentos doctrinarios y legales que la hacen para mí la más a­

ceptable, por lo que me adhiero a la tesis del re.íerido profesional. 
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CAPITuLO TERCERO 

EL PROCESO DE Il\lCONSTITf)ClONALIlJAD, SEGUN LA CüNSTI'I'IJCION POLITICA y LEY 

DE PIlOCEDIl'1IEl\i'TOS CONSTIT!jClONALES. QUIE1\lES TIENEN ~'AC!JL'T.till PARA INTERPQ 

i\!.ERLO. ANTE Q/JIEN SE INTERPONE. REQIJISITOS I<ÚRr!lALES. TRAHITACIÚN DEL RE­

C ! mso • ~ ALLO. Pi JPLICAC ION DE,L FALLO. 

Entramos ahora a examinar el proceso ele inconstitucionalidael 

dentro de nuestro ordenamiento jurÍL:ico vigente, y así tenemos que tal cQ 

'11.0 lo dijimos cuando hablarnos del fundamento legal de la institución an.§.. 

que la base de la misma se encuentra fundamentalmente en el Art. 1'753 

de la Constitución el cual a la letra dice: liLa Corte Suprema de J'us­

ticia erá el único Tribunal competente para declarar 1.3. inconstituciona 

lidnd de lps leyes, decretos y reglamentos, en su forma y contenido, Lie 

un modo general y obligatorio, y podrá hacerlo a petición de cualquier -

ciudadano'l. 

tos .. 

'Tenemos pues que la declaratoria de inconstitucionalidad no -

comprende a los leyes, sino que también a los decretos y reglamen-

El Poder Ejecutivo, cuando actúa en UBO de su potestad regla­

mentaria, (que consiste en 1<1 f?cultad qUe; tiene ID. administración ele 

dictar reglamentos); entre nosotros dicha facultad se le ha concedido 

constitucionalmente; ante la necesidad de hacer efectiva la aplicación -

de leyes; pues es i:nposible la aplicación de éstas por sí solas, da­

da Su naturaleza demasiado abstracta y sintética, por lo que se impone 

deserrtrafi2r sus preceptos adaptándolos a la realidad, que es lo que hace 

el reglmnento. De esta sUErte, la ley y reglamento son disposiciones ge~ 

-~---..;...--------~~.~-_ .. 
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, nerales, con esta diferencia: que le. ley sLmta el principio y el regla-

mento lo desenvuelve mediante el detalle. (24). 

El rnisino autor antes citado nos dice: "Que reglamento es un -

mo.nd¿lmÍt.mto general y abstracto e'nanado del Poder Ejecutivo". 

Los reglament0s cuyo objetivo eS la aplicélción de una ley son 

c'Jnocidos con el nombre de Reglamentos de Ejecución, los cuales dicta el 
t[¡'6 (J.{ 

Poder Ejecutivo de conformidad con lo dispuesto en el Art.L 78) nUlleral(15) 

Gn.-

Pero no obstante que principalmente la potestad reglamEmtaria 

le corresponde al Poder Ejecutivo, la administración pública exige para 

su desenv.olvirniento y el mejor dese,upeño de las actividades de los órga-

nos estatales la existencia de otros reglamentos como aquellos que Se -

dictan para el funcionamiento de dichos órg2nos. Vg. el oue dicta la A-

samblea Nacional Legislativa para desempeñar sus funciones o el que dic-

ta el Foder Ejecutivo también para el mejor desempeño de sus actividades, 

según disf)osiciones contenid:Js en los Arts. 46 nU1ueral 40. y 75 nuneral 

15 primera parte Cn., estos reglament.os son conocidos con el nOJllbre de -

"Autónornos n, y tarnbién por el de "Administrativos ". 

:Gn cuanto a los reglal1entos por delegación de que habla la -

Doctrina de'Derecho Administrativo, estos Se encuentran prohibidos se-

'ñG 
gún el A r t,.- '4) Gn. "El gobierno se co'upone de tres poderes: Le--

gislativo, Ejecutivo y Judicial, que actuarán independientemente dentro 

de sus facultades, lascu[,les son indelegables, y colaborarán en el eje.!: 

(24) Git. por Carlos G-arcía Úviedo en su Obra "Derecho AJ'uinistrativo 
Tomo lo. Octava Edicion. Año 1962.Pub.p.}I.¡.I.S.A. lladrid.-
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cicio de las funciónes públicas tJ • 

'I'ambién la DoctrinA. de Derecho Administrativo nos habla de los 

reglamentos de necesidad que son aquellas clisposiciones que por graves 

comsas naturales (epidemia, inundación, terremoto) o sociales (guerra, 

trastornos interiores) suspenden la aplicaci6n de una ley o imponen espe-

ctnles obligrlciones a los é\dministrados. 

Según nuestra Constitución tenemos el estado de sitio coapren-

dido en el Art. 175 Cn. Que tiene por objeto suspender 18s garnntías con~ 
. . zer) 30 

titucbnales establecidas en los Arts (154, 158 )inciso lo., 159 Y 160 Y -

tal suspensión puede afect8..r la totalidad o parte del territorio de la R~ 

pública en los casos comprendidos en dicho Artículo. Pero tal suspensi6n 

se haré1 por medio de Decreto del Poder Legislati vo o del Foder Ejecutivo 

-en su Caso. 

Además de 8ncontrar en la ctisposición antes citada 13 nomina-

ción de Decreto, la :'!octrina h2.bl.'l de tJDecrctos L8yes ll que es cuando: El 

Poder Ejecutivo lo ej'"1rce una o vo.rias personas de hecho, sin haber sido 

investidos de tal potestad c,)nstituéionalmente; y por tr::;tarse de un go-

bierno de fActo asume por sí mism,O la potestad de legislar, dando lugar 

a los Decretos Leyes. 

fiEl lJéOcreto Ley irnplica la o.lteración del nor,rial orden cons-

titucional en el ejercicio de bs funciones públicas. El Ejecutivo sir. 

eme ninguna comisi6n haya sido prorJucida, hace lo que correspondería ser 

hecho por el Legislativo, esto es, la cesación temporal del I1nperio del 

Ordenamiento Jurídico Político, que no es otra COSe; que aplicación a este 

conjunto normativo de la suprema ley de la necesidad. 1I Según lo expresa 

2 
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Oviedo. Profesor de la II1Jniversid8d de Sevilla ll (25). 

(ú;; 
Asimis;~1O tenemos que de conforr'1Ídad con el Art.C 75) Cn. liLas cl~ 

cretas, acuerdos, ordenes y providencias del Presidente de la República, 

deberán ser autorizados y comunic~idos por los úinistros en sus respecti-

vos Ramos, o por los Subsecretarios, en su caso. Sin estos requisitos no 

tendrán fuerza legal ni deberán serobee;ecicJos lI • 

L[1 disposición antes transcrita exige cue el Fresidente de la 

República autorice en prir1er lugar los decretos, luego los acuerdos, órd~ 

nes y otras providenci<J.s emémadns del mismo y a su vez estas son comunic.Q. 

das por los respecti vos ;'~inistros o por los Subs ecretarios en su caso. No 

obstante hay una gran diferencia dentro del Derecho 1l.clministrativo de lo 

que constituye un decreto, un acuerdo u orden; pues en Ini opinión: IIEl d~ 

creta es una disposición emanada del Poder Ejecutivo para un caso partic]l 

lar y concreto a diferencia del Reglamento que eS ele carácter general ll • 

El decreto se caracteriza por ser una (iecisión que crea, modi-

fica o extingue una situación juríciica particular. En c:.illlbio la naturale-

za de los otros es el e car/ícter general. 
j~"6 '<$ 

Por otra parte tenemos que según el Art. (78}m.1D.eral[30) Cn., -

IICorresponde al Poder Ejecutivo: s,:JDcionar, proinulgar y publicar las le--

yes, y hacerlas ejecutRr Il • 

QUIENES PUEDEN INTEBPONER LA DEHANDA DE INCJNSTITIJCIúNALIDAlJ~- EntrrunGs .Q. 

hora al estudio del proceso de inconstitucionalidad según lo establecido 

por la Constitución Política y la Ley de Procedimientos C::mstitucionales 

en relación con lA. institución elUe ahora analizamos • 
..... 

(25) Cit. por Carlos G3rcía Cviedo en su Obra "J)erecho Administrativo lJ 

8a. Edición. Año 1962. Pub.por E.I.S.A. nadrid .. 
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Así tene"lOS eme el Art. 96 Cn., nos dice: IIQue la declaratoria 

de inconstitucionalidad podrá hacer13 la Corte Suprena de Justicia a peti 

ción de cualquier ciudadano. iJisposición que encontram.os repetida en el -

Art. 2 de la Ley de Procedimientos Constitucionales; ue conformidad él. lo 

dispuesto en tales Artículos conclui;:J.os que: lila félcultad para interponer 

la demanda de inconstituciJnalidad la tiene cUéllquier ciudadano ll • 

QUIENES SON CIIJDADAl'JOS.- Según el Art. 23 Cn., IlSon ciud2danos todos los 

salvadoreños, sin distinción de sexo, mayores de dieciocho añosfl. Y ya el 

Art. 12 Cn., nos determina quienes son salvaoorenos ya sea por nacimiento 

o por naturalización. Pero de conformidad con el Art. 16 nUHleral 20. Pr.,. 

tenemos que: IlEl actor y el reo en UD juicio deben ser personas capaces 

(;e obligarse, por tanto no pueden ser actores ni reos por sí, en causas 

civiles: los menores de veintiún años no habilitados de edad, excepto en 

lo relativo a su peculio profesional e industrial!!. 

En consecuencia y en 'ni opinión no obstcmte que la ley funda­

mental nos habla de que los ciudad<1nos son toclos los salvadoreños sin to­

rnar en cuenta su sexo, y mayores de dieciocho años, hay que relacionar e~ 

ta disposición con la del Código de Procedimientos Civiles por lo que de­

be':los entender que la persona qUE' puede interponer la demanda eJe inconsti 

tucionalidad es el ciudadano capaz de obligarse o sea que haya cllinplido -

los veintiún años ele edad •. 

Nos queda el problema de si podría una persona en representa-·­

ción de otra interponer la demanda de inconstitucionalidad; me refiero a 

esta situación porque la Ley de Procedimientos Constitucionales en su Art. 

14 se refirió a que lila demanda de a'nparo podrá presentarse por la perso-

¡ 



-

74 

na agraviada, por sí o por su representante legal o su mandatario, por es 

criton • 

y en cambio en las disposiciones que regula llE,l Proceso de In­

constitucionalidad" no encontrarnos una disposición aná.loga a la que tran~ 

cribimos antes y por otra parte, en el Art. 6 ele la Ley antes citada, en 

su último inciso dice: trCon la dernanda deberán presentarse los documentos 

que justifiquen la ciudadanía del peticionario". 

Lo que da lugar a pensar que no podría una persona como apode­

rado de otra interponer dicha demanda; sin embargo es bueno recordar que 

hay un principio jurídico que nos dice·: "Que lo que no está prohibido por 

la Ley, está permitido". 

En consecuencia no habiendo tal prohibición puede perfectamen­

te un;: persona en su calidad eJe apoderado interponer la referida demanda. 

Tal vez la Ley no consideró necesario expresarlo en forma cla­

ra, considerando que el objetivo fundamental de un "Proceso de Inconstitu 

cionalidad" es obtener la declaratoria en tal sentido de una ley, decreto 

o reglamento y que eso atañe a toáos los ciudadanos por ser cuesti6n de -

orden público ll • 

Con respecto a la representación legal, en el proceso en estu­

dio no habría lugar a ello porque ya dijimos que en este caso debe de tra 

tarse de un ciudadano capaz de obligarse y de comparecer en juicio ya sea 

actor o reo. 

Podiía el representante de una CO:Ilpañía extranjera contra quien 

se rlictara una Ley, decreto o reglamento que a juicio del representante -

de dicha Compañía fuera inconstitucional, presentar la (1emanda de incons-
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titucionalidad? En 'Ji opinión no, pues tal persc:Jna (representante de la -

Co:-npañía extranjera) por el hecho 1lisiT10 de ser ést e, extranjero, no tiene 

la calidad de ciudadano salv[1doret1o y en segunc'io lugar si Se aCl;nitiera lo 

contrario se propiciaría la intervención en la í'::;.cción ele nuestras leyes 

que son puramente del orden interno de nuestro Estado en la vida política 

y jurídica del país. 

Po(1ría el representante de una psrsoniJ jurídic,:; salvadoreña en 

el rnismo caso (Iue antecerie interponer lé' demanda de inconstitucionalidad? 

Para resolver este problema ernpezarernos por decir eme de conformidad con 

el Art. 17 Cn., tienen la nacionalidé1d salvndoreña: liLas personas jurídi-

cas constituidas conforme a las leyes oe la tLepública, gue tengan dornici-

lio legal en el país ". Pero ya. el Art. 23 nos determina quienes son ciu-

dactanos (Art. 23 Cn.) y de conformidad con el mis no una persona jurídica 

salvadoreña no tiene la calidad de ciudadano en mi opinión, y por otra -

parte teneluos que la demanda de inconstitucionalidad tiene que interpo-

nerse por el ciudadano actuando .en su caliúad de tal y no en representa-

ción de una persona jurídica. Por lo que concluimos que el representante 

de una persona jurídica salvadoreña no podría interponer la demanda antes 

dicha en su calidad de representante d e tal persona jurídica. 

AJ.\lTE Q'JIEN SE INTERP01~E LA DE.vlANDA. - Según el Art. 6 inc. lo. de la Ley 

de Proceclirnientos Constitucionales -' la ce:l1anda de inconstitucionaliclarl d~ 

berá presentarse por escrito ante la Corte Suprema de Justicia y conten-

drá los siguientes requisitos: 

1- El nombre, profesión u oí'icio y domicilio del peticionario; 

2- La ley, el decreto o reglarnento Que s e estime inconsti tuciQ 
nal, citando el número y fecha del Diario uficial en que 
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se hubiere publicoclo, o acompañando el ejemplar de otro PQ 
riódico si no se hubiese usaco aquél para su publicación; 

3- Los motivos en qu.e se hag3. descansar la inconstitucionali­
dad expresada, citando los Artículos pertinentes de la 
Constitución; 

4- La petición de la declaratoria de inconstitucionalidad de 
la ley, decreto o reglamento; y, 

5- El lug<lr y fecha de la demanda, y í'irma d el peticionario o 
de quien lo hiciere a su ruego. 

Como requisitos formales t&nbién es necesario presentar con la 

demanda los documentos que justifiquen como ya lo expresamos antes la ci.:!:!. 

dadanía del peticionario; tales serían la certificación de su partida de 

n.:Jc::imiento y su Cédula de Identidad Personal; asim.ismo y de conformidad -

con el Art. 7$ de la Ley ya citada tenemos que los procesos constitucion~ 

les se tranitan en papel común; de consiguiente la demanda también se prQ 

senta en papel común. 

'I'RAt\UTACION DEL RECI¡ItSO;- Presentada la de:nanda con los requisitos ya an-

tes expresados; a la Secretaría de la Sala de Amparo; pues de conformidad 

con el Art .• 2 inciso 20. de la Ley antes dicha "Corresponde la tramita-

ción del proceso a la Sala de Amparo y la sentencia definitiva a la Corte 

en pleno 11 , asimismo expresa el Art. 7 de la ·¡¡isma Ley que IISe pedirá in-

forme detallado a la autoridad que haya emitido la disposición considera-

da inconstitucional, la 'que de~erárendirlo en el término de diez días, ~ 

co:npañando a su ini'orme cuando lo crea necesario, las certificaciones de 

actas, discusiones, antecedentes Y. demás cq'nprobantes que fundamenten su 

actuación fl • 

Así tenet!los que si se trata de una Ley de la cual se pide la 

inconstitucionalidad; se pedirá iní'orme a la ASé.lmblea l~acional Legislati-
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va, la cual deberá rendirlo en el término de c'liez días, acampanando al 

mismo todos los 00cumEmtos mencionaclos por el Artículo antes transcrito. 

Según el .Art. 8 ele la Ley de Procedi,'lÍentos Constitucionales 

llDe la demanda o informe se correrá traslado por un término prudencial 

oue no exceda de noventa cías, al biscal General de la República, quien 

estará obligado a eV2cuarlo dentro del plazo que se le señale". 

En mi criterio se corre traslado al .l<iscal General de la Rep,Q 

blica, porque este funcionario de confor:üdad con el Art. 99 nUileral lo. 

ce la Constitución está obligado a IIDefencJc,r los intereses del Estado y 

de la sociedad ll • Relacionando esta disposición con el Art. 17 de la Ley 

antes citada corresponde al ,'Iinisterio Público intervenir en el juicio 

ce a~paro en defensa de la constitucionaliclao; y si interviene en dicho 

juicio con, el objeto ya citado con :nás razón es necesaria su interven-

ción en un'proceso cuyo objeto 8S obtener una declaratoria de inconsti-

tuciomJ.lidacl por parte d el actor. 

De confor,nicJacJ con el Art. 9 de la Ley ya dicha, "}1v¿:1cuado -

el traslado por el r'iscal y practicadas las diligencias que se estimaren 
I 

necesarias, se pronunciará sentencia". 

Otras diligencias que se podrían practicar por considerarse -

necesarias serían: según los Arts. 84 y 85 de la Ley en estudio, la pos..! 

ble imposición de una multa al riscal G,ó:;neral de la Ftepública por no ha-

ber cOLltestado en el término legal el traslado que se le confirió en su 

debida oportunidad; así CUliO un razonamiento de doculncntos solicitado por 

la parte actora. 

EL l<'ALLO .• - Concluidas las ctiligencicJs que a juicio de la Sala de Ampo.ro 
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sean necesarias; se pronuncia la sentencia definitiva la cual dicta la -

Corte en pleno (Art. 2 inc~ 20. Ley de Procedimientos Constitucionales). 

Tal sentencia definitiva no admite ningún recurso, "y será 0-

bligatoria de un modo general, para los órganos del Estado, para sus fun 

cionarics y: autoridades y para toda persona natural o jurídica IJ• (.::legún -

el Art. 10 inc. lo. de la Ley en estUdio). 

Esto será cuando la sentencia definitiva declara que sí exis":' 

te 13 inconstitucionalidad de la ley, decreto o reglo.mento impetrada por 

el actor en su demo.nda; ya que el inciso 20. del Artículo que ahora exa-

minamos Se refiere al caso de que en lo. sentencia se declara que eh la -

Ley, r1ecreto o reglamento citado por el actor CJIDO inconstitucional, no 

existe la inconstitucioD<üidad alegada. En tal situación, "Ningún Juez o 

funcionario podrá negarse a acat."\rlos, so pretexto de las facultacjes que 

conceden los Arts. 95 y 211 de la Constitución ll • 

El Arto' primeramente citado se refiere a la declaratoria de -

inaplicabilidéld de cualquier ley o disposición c;e los otros Poderes, cOQ 

traria él los preceptos constitucionales de parte de los Tribunales, en 

los casos en que tengan (lue pronunciar sentencia. Y el últi¡no Artículo -

I 

se refiere él la responsa bilidacl el e los func ionélrios públicos por los de-

litos oficiDles y comunes eue cometan en el ejercicio de su cargo. 

prJPLICACION DEL I<1\.LlO.- Asi'1ismo el Art. 11 de la Ley él que nos hemos ve 

nido refiriendo nos dice que: lILa sentencia definitiva se publicará en -

el Diario Oficial dentro de quince ldas subsiguientes al de su pronunci-ª. 

miento, pé1.ra lo cual se remitirá copia de la referida sentencia al lJire.9.. 

tor de dicho periódico, y si este funcionario no cu'npliere, la Corte or-



79 
denará que se publi(iue en uno ,C¡e los diarios de mayor circulación de la -

capital de la República, sin perjuicio de la responsabilidad en que se ha 

ya incurrido ll • 

Dada la trascendencia que inplica para el orden juríClico la iQ! 

portancia de una sentencia ya sea declarando que existe o en su caSo que 

no existe la inconstitucionaliJad a18ga¡::, es indudable la necesidad de --

que dicho fa~llo sea publicado en el Diario Oficial, si tomamos en cuenta 

los efec~os que el mis'llo produce en form:'\ general y obligatoria. 
I 

OTRAS CiII-IACT:t<;RI3TICASQ'JE PRESENTA EL PftOCESO vE INCONSTI'I'rJCIONALIDAD.-

De conformidad con el Art. 78 de la Ley de Procedimientos Constituciona--

les tenemos que: IIEn los procesos constitucionales se usará papel común. 

A las partes que intervengan no se les exigirá fianza o caución alguna p,ª-

ra iniciG.rlos, seguirlos o ejecutar lo. respectiva s ent encia 11 • 

Asimismo tenemos que el Art. 5 ele la Ley antes citada nos elice: 

IIIniciado cUAICluiera r'e los procesos constitucionales no será necesaria -

1"1 solicitud ele lAS partes para su continuación, debiendo el Tribunal prQ 

nunciar de oficio todas las resoluciones hasta sentencia. 

Los términos que señala esta Ley son perentorios y, transcurri 

dos cualquiera ue ellos para una audiencia o tra;-31ado, sin que se haga u-

so de los mismos, el Tribunal pronunciará la resolución respectiva, proc~ 

(:iendo asimismo de oficio al apremio, si fuera neces9ria la devolución ele 

los autos". 

! En conclusión pues en los procesos constituci,;)neles se usa pa-

pel común no Se exige fianza o cdución ni para iniciarlos ni par", seguir-

los o ejecutar 12 respectiva sentenci.:l; y se siguen de oficio. 

El fundamento ele estas cJ~sposiciones considero eiUe es porque -

se trata de cuestiones de orden úblico. 
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CAPITULO CUARTO 

E~ECTOS DE LA DECLAliAT9RIA. DE _U:¡C01~STITIJCIONALIlJAD.- Según vimos al ha--

blar de la sentencia definitiva que se pronuncia en un proceso de incon~ 

titucionalidacl el principal efecto eue este fallo produce de coniormidad 
I 

con el Art. 96 Cn. es el eJe Ser "General y oblig:c,torio", ya al estuJiar 

el Art. 10 de la Ley ele Procedimientos Constitucionilles C1ue ya transcri-

bimos anteriormente notamos: que según dicha (:isposición la sentencia --

que se pronuncie puede Ser declarando la inconstitucionalidad de la ley, 

decreto o reglamento que se hay!} impugnado de inconstitucional~ 

El Art. 10 a que nos venÍ:llos refiriendo en su primer inciso 

es bien claro al determinar que lila sentencia deí'initiva no admitirá nin 

gún recurso y sern obligatoria, de un ¡nodo general, para los órgélnos del 

E;stado, para sus funcionarios y autorida(:ies y para toda persona natural 

o jurídica l1 • (Cuando se determina en el fallo que sí existe la inconsti-

tucion-üidad impetrada).· 

y el inciso 20. ce ln disposición antes citada nos dice: "Si 

en la sentencia se declara que en la ley, decreto o reglamento no existe 

la inconstitucionalidad alegada, ningún Juez o funcionario podrél negarse 

a '1 caté' rlos , so pretexto de las facultades que conceden los Arts. 95 y -

211 de la Constitución Política. 

I En un sentido anplio y a si~ple vista podríamos decir que los 

efectos jurídicos que produce la sentencia definitiva en el proceso de -

inconstitucionalidad están ya claramente determinados por la ley respec-
. I 

tiva. No obstante lo anterior se ha discutido CO'ClO lo expresé antes este 

problema -por los .estudios·os de esta ra'nQ del Derecho; destacándose eL lJr. 

Guillermo Manuel IJngo, quien ha llegado a las siguientes conclusiones so-
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bre la declaratoria antes expresada en relación con su naturaleza; pues 

de conformidad con la posición que se adopte para calificar la naturale­

za de la misma así variarán los efectos jurídicos que produzca la insti­

tución analizad;;).. 

A continuación nos referiremos a tales situaciones legales: 

Para el Dr. IJngo ya citado que sostiene que la in3titución en 

estudio es un control jurídico constitucional sui géneris surge la cues 

tión siguiente: 

De conformidad con el Art. 10 inciso 20., de la Ley de Proce­

dimiertos Constitucionales; si en la E"entencia se declara CJue la Ley, -

decreto o reglamento impugnado es constitucional, todos los Jueces" y fu.g 

cionarios están obligados a acatar tal resolución y no pueden negarse a 

cumplir el fallo Judicial recaídc so pretexto de las facultades que con­

ceden losl Arts. 95 y 211 de la Constitución. 

Las disposiciones constitucionales privan sobre las leyes se-­

cundarias: corTJ.o lo es la Ley de Pr,ocedimientos Com~titucionales; en cons.§. 

cuencia el Art. 10 inciso 20. ya citado, es inconstitucional, porque es­

tá derogando táoitamente en el caso sub judice lo dispuesto por el Art~ 

95 Cn.; stn ser una ley. 

Porque al obligar a los Jueces a cu~plir con la sentencia que 

declara 1[< constitucionalidad de una ley, decreto o reglamento que a jui 

cio del Juez (¡ue conozca de la controversia legal en torma concreta, es 

contraria a la Constitución se le está prohibiendo una facultad constitQ 

cional de la cual está investido cual es la de declarar inaplicable una 

ley eme en su criterio es inconstitucional. 

Los Que argumentan en contrario dicen: que no existe tal in 
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inconstitucionalidad del Art. 10 inc. 20. antes expresado porque el fund~ 

mento de dicha disposición se encuentra en el Art. 96 Cn., que es el que 

le da competencia exclusiva y absoluta a la Corte Suprema de Justicia pa-

ra declarar: ya sea la inconstitucionalidad o la constituci:::malidad de una 

ley, decreto o reglamento, en su caso, impetrada por un ciudadano., 

A contrario sensu los que opinan de que la declaratoria de in-

constitucionalidad es un acto legislativo y que en consecuencia el fallo 

judicial constituye en sí una ley Co¡no lo expresamos ya en otra parte de 

este trabajo, se basan en que la referida sentencia afecta a la ley, cle-

creto o reglamento, según el caso.planteado, en su forma y contenido, de 

un modo general y obligatorio; en consecuencia: todos los Jueces y fun--

cionarios ,se encuentran en la obligación de cumplirlo conforme a lo dis-

I 
puesto en los Arts. 96 Cn., 10 de la Ley de Procedimientos Constitucion~ 

les y aplicarlo al momento de dictar una sentencia de conformidad con la 

regla proc'esal específica del Art. 421 Pr.; por ende no hay tal inconsti 

tucionalidad del Art. 95 Cn. Viniendo en consecuencia a derogar en el --
I 

fondo tácitamente cualquier disposición en contrario. 

A su vez los que sostienen la tésis en contrario argumentan: 
.-

si una ley se deroga, posteriormente puede dictarse y promulgarse otra -

del mismo i?enor literal, con todas las formalidades y requisitos legales 

y por tanto volver a ser Ley de la República. 

'Efecto jurídico que no se da ante una declaratoria de incons-

titucional~dad,porque declarada ésta,.no ·se podría posteriormente vol­

verla de nuevo contitucional y por ende vigente. Pues ha producido los e 

'fectos de la cosa juzgada. 

~a antes hern.os expuesto que la Asamblea Nacional Legislativa 
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es el único Poder del Estado c:ue de conformid~d con el Art. 47 numeral 12 
! 

tiene la, atribución constitucional de ndecretar, interpretar, reformar y 

derogar lAs leyes secundarias 11 •. 

, En consecuencia la derogatoria de una ley por parte de la Corte 

Suprema de JU3ticia rnediante,el fallo dictGdo en un proceso de inconstitu ...... ~ 

cionalidpd, sería contrario a la misma C.onstitución. 

Ante tales consideraciones se. reafirma por los que sostienen 

que tal declaratoria es un acto legislativo: Que estrictamente y desde el 

punto de "vista formal no se trata de una derogatoria de una ley ya que es 
I 

ta es atribución exolusiva del Poder Leg:islativo; pero sí no se puede de~ 

conocer que tal fallo conlleva elementos característicos de~na ley, por 
I 

los efectos eue produce: lIerga omnes n y que asimisrcto el fundamento legal 
i 

de la susodicha declarat,?ria se encuentra dentro de la misma ley fundameg 

tal en su Art. 96; en consecuencia tal resolución y los efectos jurídicos 

que ésta '[.1roduzca nunca podrán ser tachados de inconstitucionalidad. 

'(En lo pertinente Cit. por tléctor !<ix Zamudio en Sel Ponencia prQ. 
sentada en le:¡ IV Jornada Latinoamericana de Derecho frocesal, titulada· 
nprotección Procesal de lé1S Garantías Individuales en América latina 11 , ve­
rificada ~n Caracas del 27-In al 3-IV de 1967- Fág. 25). 

]je las anteriores consideraciones notamos c!ue e ste punto es une 

de los más difíciles y en los cuales se debate la lJoctrina de lJer¿cho 

Constitucional tratando de resolver los problemas planteados. 
I 

B.especto a este asunto quiero recordar que cuando examinamos la 

DE .. turaleza' de la declaratoria. de inconstitucionalidad (Capítulo 11) me 

pronuncié por considerar que la naturalez.a de la institución jurídica en -

estudio era la de "'Jn control jurídico constitucional sui géneris ";, . 
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CAPITULO Q lJ 1 N T O 

EL PROCESO DE INCOl\lSTIT';CIONALIlJAD EN LA PRACTICA. JtJRISPFOJlJEl\JCÍA DE l\J~Eg 

TRA CORTE S'JPhELvIA DE J I;STICIA • 

. ' Hasta ahora hemos examinado el proceso de inconstitucionalidad" 

tanto desde el punto de vista de la doctrina el el derecho constitucional, 

como dentro de nuestro ordenamiento jurídico vigente; en este capítulo p-ª. 

samas a examinar los resultados de dichA institución en la práctica foren 

se, haciendo una relaci6n de los principales fallos que Se han dictado --

por nuestro máximo Tribunal ele Justicia en los casos que al respecto le -

I 

ha tOCAdo conocer. 

SE1\JTE1~CIA 'PRONUNCIADA EL 6 DE l~OVIEdPitE DE 1921.- En la solicitud presen-

tada por los Doctores Leoncio Niguel Lima y .vlanuel de Jesús Romero flerná.g 

dez, conocido el primero por José Antonio Pinto Lima y el segundo por 1'.11a-

nuel Romero tíernández, ambos Abogados, para que s e declare inconstitucio-

nal el Decreto Legislativo número 2277, de fecha 21 de marzo de 1957 pu­

blicado en el Diario Oficial número 72 de fecha 12 de abril de 1957. (R~ 

ferente a la nueva Tarifa de Arbitrios lvIunicipales para la ciudad de San 

Salvador) • I 

DOCTRI.f\ui. LEGAL.- CONSIlJERANDO 7. "De conformidad con lo dispuesto en el 

Art. 51 (Ahora 52) de la Constitución Folítica, cuando el Poder Ejecuti-

vo, encoEtrando inconvenientes para sancionar un proyecto de ley, lo de-

vuelva a la Asamblea, puntualizando las razones en que funda su negativa, 

se present~ para la Asamblea, la siguiente situación: puede, en presen--

cia de las razones puntualizarlas, desatenderlas por completo, después de 
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reconsiderar el proyecto, esto es, después de considerarlo nuevamente, --

por estimar que no son digna~ de tom~rse en cuenta, y en t~ caso determi 

narse por tener el proyecto, de todas maneras, como Ley de la República.-

Para tal efecto la Asamblea habrá de pronunciarse ratificando el proyecto; 

pero la Constitución exige, para esta actitud inconciliable, por la gr~v~ 

dad que encierra, que tal pronunciamiento, esto es, la ratificación, Se ~ 

cuerde con los dos tercios por lo menos de los diputados electos, y que -

se envíe de nuevo el proyecto al Ejecutivo, quien-deberá sancionarlo y PQ 

blicarlo,-quedando así el veto sin ninguna eficacia. Pero al contrario, -

si anima a la Asamblea una actitud conciliadora y encuentra que las razo-

nes del Ejecutivo, ya sean todas o si quiera alguna, tienen la entidad- e 

importancia suficientes para atenderlas e introducir modificaciones al --

proyecto, Ino es imprescindible que se -pronuncie expresamente por la IfNo -

ratificación lf , porque la Constitución no lo exige; basta que el proyecto 

quede sin ratiJicación para que, al reconsiderar el proyecto, esto es, al 

volverlo a considerar, la Asa~blea haga en él las reformas que estime cOQ 

venientes todo, dentro de su potestad legislativa. 

No tiene valor ni importancia legal alguna, para efectos de u-

na declaratoria de inconstitucionalidad, el hecho de Que el Presidente d.e 
o-

la Asamblea haya preguntado a los señores diputad.os, al principio de la 

sesión, si ratificaban o no el Proyecto de Ley número 2277 devuelto sin -

sancionar por el Ejecutivo, por la razón de eme la Asamblea no tuvo pro-

nunciamiento de ratificación, único caso en que hubiera sido necesario --
; 
I 

exa~inar si tal pronunciamiento lo había realizado, por lo menos, con los 

dos tercios de votos de los diputados electos; y no tiene valor ni impor-
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tancia, por cuanto que el proyecto no dejó de reconsiderars¡;;;, pues apare-

ce de la prueba presentada por los recurrentes que se volvió a considerar 

punto porl punto, con presencia y consideración, al propio tiempo, de las 

razones puntualizadas por el Ejecutivo. 

No hay que olvidar en ningún momento gue se trata de un proye.g. 

to de tarifa municipal en su proceso legislativo para culHlinar en Ley, y 

que la negativa de sanción con sus razones con una simple incidencia en -

ese proceso, puesto que la institución del veto entre nosotros es de ca--

rácter restrictivo y se lL~ita tan sólo, como hemos visto, a devolver a -
I 

la Asamblea un proyecto de Ley, detallando las razonE::S en que funda la n~ 

gativa de su sanción, razones que desde luego, como es obvio, pueden su~ 

rir reformas, supresiones y adiciones, o aun el rechazo o abandono total; 

y se ha de comprender lógicamente que cuando 18s razones del Ejecutivo ~ 

recen atenderse e inspiran reformas o modificaciones, la Asamblea ha de a 

tender lasl unas o introducir las otras, pues ese es el principal objeto 

de la Constitución al establecer el veto restrictivo y al obligar al Eje-

cutivo a puntualizar dichas razones • .No hay precepto constitucional algu-

no que impida a la Asamblea tomar en cuenta las razones del Ejecutivo y -

hacer las mocJificaciones convenientes a un Proyecto de Ley en su proceso 

legislativo, y menos aun tratándose de una tarifa municipal en que hay fa 

cultad constitucional expresa de la Asamblea para hacerlas. 

Por consiguiente, de acuerdo con todo lo dicho anteriormente, 

son especiosas, por aparentes y engañosas, las argumentaciones de los im-

petrantes y particularmente la argucnentación con relación al Art. 54 de -
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~ ... : 

la Constitución, (Ahora 55) precepto que literalmente dice: "Cuando un PrQ 

yecto de Ley fuere desechado o no fuere ratificado, no podrá ser propues~ 

to en la~ sesiones del mismo año". 

'El precepto citado últimamente 'no es más que una limitación al 
, , 

derecho de iniciativa de ley y signil'ica que el mismo proyecto, una. vez -

rechazado o cuando no fuere ratificado no habrá de proponerse a la Asam--

'. 
blea en las sesiones de un mismo año, Pero en el caso de autos, tratándo-

se de la reconsideración del Proyecto de Ley de la Tarifp de Arbitrios -~ 

que la municipalidad propuso a la Asamb~ea para que la tuviera como Ley -

(Art. lG5 Cn.), reconsideración que tuvo que hacerse durante el proceso ~ 
I 

legislativo, con presencia ele las razones del Ejecutivo, en el que la A-

samblea no tuvo un pronunciamiento de ratificación, no puede decirse con 

fundamento jurídico alguno que el proyecto se propuso de nuevo, violando 

el Art. 55 actual de la Constitución, pues nadie" ni la municipalidad de 

San Salvador que es la que debe proponerlo conforme la Constitución, ni -. 
I 

ningún ot~o con iniciativa de ley lo propuso de ,nuevo, dentro de aquel --

proceso legislativo. La única propuesta del Proyecto, de Tarifa que exis-

tió hasta culminar en Ley, fué la propuesta de la municipalidad, según lo 

previsto por el mencionado precepto constitucional. 

, La Asamblea, pues, volvió a considerar el proyecto por puro --

mandato constitucional, y al reconsiderarlo atendió las razones del EjecQ 

tivo por considerarlas de suficiente entidad;- y es más: en tal oportuni--

dad hizo, porgue pU00 válidamente hacer, las modificaciones que creyó 

necesarias, por facultad expresa para el presente caso, de conformidad -
I 

con el texto del citado Artículo 105 Cn. inciso último, gu~ establece que 
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las municipalidac1es riElaborarán sus Tarifas de árbitrios, para proponer-

las como ley a la Asam.blea Legislativa, la cual podrá decretar las modif,i 

caciones :que juzgue necesarias!!. 

Si la Asam.blea puede decretar 13s mouificúciones que juzgue n~ 

cesariits por facultad expresa de la Constitucióni Con cuanta mayor razón 

no podrá pacerlas con motivos oe objeciones del Ejecutivo, durante el prQ 
I 

ceso legislativo de una Tarifa de Arbitrios lvlunicipales? 

Queda claro que no .se ·trata, ·en el caso de auto, de. una Tarifa 
I 

de lLrbitrios i'lunicipales, cuya tJr~)puesta CY.('l ley a la Asamblea correspo,8; 

de, a la respectiva municipalidad, que haya sido desechada o no ratifica-

da y vuelta a proponer a la Asamblea durante las mismas sesiones de este 

año. Se trata del proceSo legislativo de una Tarifa de Arbitrios .Municip~ 

les con u~a sola propuesta: la propuesta original que prevé el mencionado 

Artículo 105 de la Constitución; proceso en que ocurrió el incid.ente del 

veto del Ejecutivo, cuyas razones puntualizadas y otras más fuera del mi.Q. 
I 

mo veto, nacidas de la reconsideración prevista por la propia Constitución, 

constituyeron la causa de eme la Asamblea, con facultad expresa, decret~ 

ra modificaciones a la 'l'arifa. 

I De todó lo ante:r:ior resulta Clue la emisión del Decreto de Ley 

número 2277, que contenía la Tarifa de Arbitrios dunicipales para San -

Salvador, 'no se violaron los J;rts. 51 y 54 Ce la Constitución Política, 

ni otras normas constitucionales; no existiendo, en consecuencia, el vi-

cio de inconstitucionalidad supuesto por los recurrentes. 

I Por tanto: con fundamento en las razones expuestas y en el --

Art. 96 CP'. y Letra e) del Art. 51 d.e la Ley Orgánica del Poder Judicial, 



a nombre, de la República de El Salvador, DIJER01~: Se declara que no exis 

te la inconstitucionalidad alegada, en el Decreto Legislativo No. 2277, 

de fecha, 21 de marzo de 1957, publicado en el Diario Oficial el 12 de a-

bril del1mismo año, y por consiguiente, se declara sin lugar la solici--

tud de los impetrantes.- Hágase saber.-

Suscribieron tal fallo los l\ilagistrados: Enrique A. Porras.- -

Rodol1'o Cordón.- Antonio Berdugo h.- Rafael 1. ¡'unes.- Hario h. Salazar. 

J .R.Girón.- ~rancisco E. 1\:uila V.- l\ilanuel R. Villacorta.- J:t .G. Pérez.-

(Tomado de la Revista Ju~icial Tomo 62, correspondiente al año de 1957). 

SENTENCIA PRONlJNCIJillJ, EL 21 DE ENERO DE 1958.- En la solicÚud present.§:. 

(ia por don José ;'lanuel Dutríz Jr., conocido socialmente por José Dutriz 

Jr., periodista, mayor de edad, y el Dr. Hanuel de Jesú.s Romero Hernán-

dez, socialmente conocido por lvlanuel Homero tlernández, Abogado, de - -

treinta y' nueve aúos de edad, ambos de este domicilio, para que Se de-

clare la inconstitucionaliciad del Deoreto Legislativo No. 2467, ele 1'e-

cha 30 de' Agosto del año próximo pasado, sancionado por el Poder Ejecu-

1 

tivo el 4:de septiembre y publicado en el Diario Oficial de fecha 10 -

del mismo !mes, referidas las dos últimas 'fechas también al año recién -

pasado, que contiene reformas a la Ley de Imprenta, que estiman violato-

rias de los Arts. 81 y 158 ele la Constitución Política (Año 1950). 

"En resumen, los Arts. 158 y 163 de la Constitución Política 

contemplaI1 tres clases de controles legales en relación al ejercicio del 
I 

derecho de libre expresión y difusión del pensaniento. 

a) Conforme a las limitaciones del derecho de libertad de ex-

presión y la oblig,3ción del Estado de proteger a los habitantes de El -
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Salvaclor,en la conservpción y defensa de su honor, contenidas en los Arts. 

, 
158 Y 163 constitucional, se i:nponen prescripciones eue reglamentan el --

Drincipio constitucional y proporcionan las medios de defens& a quienes -

puedan sufrir,perjucios con el abuso que se haga de la libertad de expre-

sión. Eso esi¿ que hace el Decr6to ~o. 2467 al adicionar la Ley de Im-

prenta, decretada el 6 de Octubre ele 1950 y publicada en el Diario ufi- -

cial No. 219, Tomo 149 del 9 del mismo mes y afío, intercalando después --
I 

del Art. 6, los Arts. 6 A., 6 ~., 6 C., 6 D., Y 6 E. Cualouiera que sea -
I 

el perjuicio ('ue Se cause a una persona en su vida privada, en su honor, 

en su decqro, en su prestigio, esta persona tiene el derecho de respuesta 

para c;effmder esos intereses legítimos que nuestra Constitución le garan-
I 

tiza~ Y.los deberes y derechos eue nacen de los preceptos reglamentarios 

contenidoy en la Ley correspondiente (Ley de IUlprenta), son de naturaleza 

administrativa. De esta manera, las normas que establecen el derecho de 
¡ 

respuesta y las obligaciones correlativas de los editores y periodistas o 

empresarios d e publicidad, las for:'las del procedimiento a seguir y la c0ll! 

petencia de la autoridad, son puramente administrativas, tendientes al e-

jercicio correcto del derecho de libre expresión del pensamiento y en re-

glamentación de un servicio público como es el que prestan las empresas -

publicitarias. Las contravenciones son también de naturaleza administrati 

va, como lo son las contravenciones él l"s Leyes de henta, de Vialidad, a 
I 

las que regulan el tránsito urbano, el régimen de los ce,nenterios, etc. -

etc.- Se trata de contravenci::mes en sentido propio enmarcadas dentro Gel 

derecho administrativo .• 

. b) La última pélrte del inciso primero del Art. 158 ConstituciQ 

n'll contempla un control de tipo jurídico penal. Si al ejercitar el dere-
I 
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cho de libre expresión. y difusión del pensamiento se comete algún delito~ 

el infractor cae dent ro de la jurisdicción penal; actuará 13. justicia re-

presiva del Estado; y 

o l 
c) El inciso(¿oJ delArt.(163)Cn. IJrescribe: "de establece la 

indemniz~~ión conforme a la ley, por danos d e carácter moral". Para darle 
. ~ I 

efecti vidad a este precept o constitucional el legislador ordinario tendrá 

que emitir lB ley correspondiente en que se regulen las indemnizaciones -

. por délños morales, que puedan producirse también con abusos del ejercicio 

del derecho de libre expresión. Las obligaciones y los derecho que nazcan 

ele esas regulaciones legales s'erán de naturaleza civil. 

. Así, en El Salvador, se encuentran tres esferas distintas en -
I 

el campo de'lo jurídico en relación con el ejercicio del derecho de libre 

expresión' y difusión del pens:;miento. !Ina esfera puramente administrativa 
I 

regu12da por la Ley de Imprenta, dentro de la cual se encuentra el dere-

cho de respuesta regla':lentado por el Decreto impugnado de inconstitucion.§:. 

lidad. Otra de naturaleza penal, regulada por el C6digo PenaL Y una ter-

cera de 'n~turale?a civil, eme aún está por desarrollarse en el sistema li!,. 

gislati vo salvadorer'ío, porc;ue todavía no existen pragmáticas legales que 

lo regulen; pero Ciue el legislador ordinsrio está obligado a dictélT para 

el cumplimiento pleno del principio constitucional que establece la indem 

nización por danos morales. 

CONCVJSION.- Las sanciones establecidas contra los propietarios de perió-

dicos, editores o directores de Empresas de Publicidad, que se niegan a -

publicar ~as respuestas.de las personas perjudicadas en inf"ormaciones, a1.:. 

tículos o 'producciones periodísticas de cualquiera clase, hechas en sus -

respectivos órganos de publiciclad,son de carácter administrativo y quie-
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nes incurren en ellas son meros contraventores de preceptos reglamentarios 

contenidos en la Ley de Imprenta. Por consiguiente~ al establecerse la cOQl 

petencia de los gobernadores políticos para conocer de dichas c,ontravenci.Q. 
11"L 

nes e imp?ner las sanciones correspondientes, no se viola el A.rt.(8:i)de la 

Constituc~óD Política, porc¡ue esa actividad no constituye el ejercicio de 

la potestad de juzgar en materia constitucional, civil~ penal, mercantil y 

laboral, si no materia propia de la jurisdicción administrativa_ 

Al establecerse el derecho de respuesta en las Arts. 6 Ji, 6 B, 

6 C, 6 D y 6 E, de la Ley de Imprenta no se restringe el derecho de libre 

expresión y difusión de pensamiento, si no CjUé se regula el principio con§.. 

titucional dentro de las limitaciones que se encuentran en lo fundamental 

del sistema jurídico político salvadoreño y expresamente en los A.rt~. 158 

inc. lo. y 163 de la Constitución Política. 

Po.R TANTO.: Con fundamento en olas razones expuestéls y en los Arts. 96 C.P! 
, 

y letra E del Art. 51 de la Ley Orgánica del Poder Ju(~icial, a nombre de 

la Hepública de El Salvador, DIJERON: se d,eclara que no existe la incons-

titucionalidad alegada por los recurrentes en el lJecreto Legislativo No. 

2467, de fecha 30. del mes de Agosto del año próximo pasado, sancionado el 

4 de Septiel,Ilbre del mismo ano y publicado en el lJiario OJicial No. 169 del 

Tomo 167 de. fecha lO. de Septiembre de 1957, y por consiguiente Se declara 
. 

sin lugar las solicitudes el e oue se ha hecho mérito. 

Suscribieron dicho fallo los Doctores: Enrique A.~ Porras.- Ro-
I 

dolfo Cordón.- Rafüel 1. ~unes.- Antonio Berdugo h.- ~rancisco it. Nuila V ~ 

lVlario tl. Salazar.- J.R.Girón.- l'-'lanuel R~ Villacorta.- r .G.Férez.-('I'omado -

de la Revista Judicial TOino 63 correspondiente al año de 1958). 
I 

SENTENCIA PRONUNCIADA A LAS. DOCE HOhAS DEL DI1-\. 31 DE o.CTUERE DÉ 1956.-
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En vista de la solicitud presentada por los voctores l\Iario Ca.§.. 

trillo Zeledón y Roberto Emilio Cuéllar ¡Hlla, mayores óe edad, Abogados 

y de este ,domicilio, para que se declare la inconstitucionalidad de los -

Arts. 32, 35, 44, 45 y 50 de la Ley Orgánica él el Presupuesto, que esti--

man violatorios de prece'ptos constitucionales, solicitud a la cual se ad-

hirió el Dr. Gustavo Adolfo l'i:oyola, Abogado del domicil.io de la ciudad de 

Santa Ana. ItDespués de un minucioso anéÍlisis de la inconstitucionalieJad a 

legada la Corte Suprema eJe Justicia de ese entónces llegó a la siguiente 

conclusiónlt: 

! "Del análisis' anterior resulta dernostrac.io que los Arts. 32, 35, 

44, 45 y 50 de la Ley Orgánica del Presupuesto no se encuentran en oposi-

ción con los preceptos constituciona18s A que los recurrentes hacen refe-
l' . . 

rencia, y, por consiguiente, no existe en ellos vicio de inconstituciona-

lidad: 

POR TANTO: con fundamento en las razones expuestas y en los --

Arts. 96 C.P. y Letra E, del Art. 51 de la Ley 0rgéÍnica del foder Judi- -
I 

cial, a nombre de la República de.81 Salvador, LllJ:&.qOl~: se declara que no 

existe la ,inconstitucionalidad alegada de los Arts'. 32, 35, 44, 45 y 50 -

de la Ley Orgánica del Presupuesto en vigencia • 

. Ponente: Sala de Amparos integrada para este caso por los po-:-

nentes D,octores Cordón y Gir6n". 

Suscribieron el fallo los Doctores: hodolfo Cordón.- J.R.Girón. 

).,ranco Chávez G.- Antonio Perclugo h.- Rafael 1. ).,unss .-L'~anuel H8né Villacor 
I 

ta.- krancisco l,uila Villalta.- (Tomado ele la Revista Judicial To·no 61, co 

rrespondiente al año de 1959). 

SENTENC IA PRON uNC IADA POR LA SALA DE MIP MuS Lli::, LA COH T}!¡ S IjPl{E;¡VlA DE J' J3T1-
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CIA EL vIA 6 DE DICIEu."iffiE DE 196100- En el juicio de amparo promovido por 

el Dr. ~1argarito González Guerrero, en concepto de Apoderado Judicial de 

la Compañía Salvarloreña de Café S.A., contra providencias del Directorio 
, 

Cívico i\:Iilitar de El Salvador, por el acto de decretar, sancionar y pro-

mulgar el' Decreto núrnero 192, (me relaciona en su demanda, y contra las 

providencias y acuerdos Gue en virtud de dicho vecreto, acuerde el Poder 
I 

Ejecutivo, en los Ramos de Economía y Agricultura y Ganadería, designán-

do una J~ta Directiva provisional, de la Compañía Salvadoreña de Café, 

S.A.-

Intervinieron en. dicho juicio el Vr. Margarito González Guerr~ 

ro, en el.concepto dicho; el Directorio Cívico r1ilitar de El Salvador, y 

los riscales sucesivos Doctores Guillermo usegueda Peralta y'Carlos jerr~ 

no García .. Los Doctores González Guerrero, Usegueda Peralta y Serrano Ga¿: 

cía, son Abogados, mayores de edad y de este domicilio. 

En dicho caso la referida Sala sent6 la si~iente doctrina:· --

"El amparo constitucional es improcedente contra providencias consisten--

tes en promulgar,. sancionar y decretar un Decreto Legislativo. Lo perti--

nente en este caso es hacer uso del proceso de inconstitucionalidad de -

las leyes" decretos y reglamentos establecidos en la Ley de Procedimien-­
! 

tos Constitucionales •. 

Si el acto de un funcionario debe realizarse en cumplimiento -

de una ley" la cual se hA declarado cue no es inconstitucibnal,.dicho ac~· 

to no puede ser violatorio de los derechos- que otorga la Constituci6n •. 
, , 
:POR TANTO:· de conforrnid<.!d con los Arts •. ,12, 23,.26,.29,.33,: 34 
, -

y 35 inc.,4o. d e la Ley de i?rocedimientos Constitucionales"a nombre de-: 

la hepública de El Salvador,. D.LJERUN: v.E,NIEGASE el amparo solicitado por 
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el IJr. l~rargarito González Guerrero, en concepto de Apoderado Especial de 

la COMPM:IA SALVADüR}l;l~A DE CME S.A., contra providencias del Directorio 

Cívico l\1ilitar y contra las providencias eJel POlJ.cR J::JE,C¡;TIvO en los na--
I 

mos de Economía y de Agricultura y Gana.dería, de que se ha hecho mérito. 

Condénase' a la parte dem:mdante en las costas, daños y perjuicios que h.ll 

biere ocasionado.- Comuníquese esta resolución a las autoridades clemandQ. 

das.- HAGASE SABERlI. 

: Ponentes: Dr. Samayoa n.- Suscribieron tal resolución los Doc 
I 

tores I-<rancisco Peña T.- S. Samayoa R.'- Julio Díaz So1.-

SENTEl'iJCIAPRONfmCIADA POR LA CORTE Si¡PRELvIA DE JiJSTICIA, Ji LAS ONCE tiORAS 

DEL DIA 3 iDE J ¡Jl'UO DE 1960.- Ln el juicio de inconstituciGnalidad inicia 

do por los señores Dr. Hario Castrillo 2eledón, tlW:llberto Perla 1<lores y 

Santiago R,i~arclo humberto Parada Hendoza, conocido por Ricardo Parada --

~\;Ienrioza, a efecto de que Se declare la inconstitucionalidad elel Decreto 

Legislativb No. 2972 de fecha 27 de noviembre del año próximo pasado (A-

ño 1959), publicado en el Diario Oficial No. 220 Tuno 185, de 2 de di- -

ciembre de~ año citado, que contiene la Ley Blectoral. 

tlan sido partes los impetrantes y la Honorable Ásarnblea Legi§. 

lativa. También han tenido intervencicSn el riscal General de la Repúbli-

ca. 

En dicha resolución ele corte plena se sentó la siguiente-cpi-

nión: II 1) Para que proceda la acción de inconstitucionalidad se preci-

san los requisitos siguientes: 

a) Que la ley esté vigente en el momento en que se interpone 

la demanela; y 

b) Que la ley impugnada de inconstitucionalidael esté en oposi 
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ción a los principios, derechos y obligaciones que consagra, reconoce u o 

torga la Constitución. 

2) La Ley Electoral contenida en Decreto Legislativo No. 2972 

de 27 de Noviembre eJe 1959, publicado en el viario Ul-icial número 220, To 

mo 185 del dos de diciembre del mismo año no es inconstitucional: 

lo.) Si ella concede facultad a los organismos electorales pa~ 

ra declarar nula una elección si el candidato afectarlo con la nulidad no 

reune los I re0uisitos legales, pues tal facultad no constituye una negación 

o usurpación de la soberanío. del pueblo, si no que IR reglamentación del e 

jercicio de la soberanía en relación al sufragio. 

20.) Si en uno de sus Artículos exige que toda solicitud de in~ 

cripción de la candidatura para los cargos de Presidente y Vice Presidente 

de la República debe ser presentada personalmente por los interesados, ya 

que es indudable que en caSOS de imposibilidad de la presencia física de 

los interesados, la solicitud puede presentarse con la firma autenticada 

eJe conformidad con la ley de la materia, pues lo que la ley exige es la e-

I 
videncia de que el céln(jidélto se responsabilice corno tal. 

_30.) Si en una de sus disposiciones prescribe como requisito p~ 

ro. la inscripción de candidatos a cargos concejiles, el no padecer de en--

fermedades contagiosas, pues el inciso 20. del hrt. 103 C-.P-. faculta al l~ 
I 

gislador ordinario para determinar los requisitos que deben llenar los - .:.... 

miembros d~ dichos concejos. 

40.) Si prescribe la pena dé uno a tres años d e presidio para -

TILos (me obstaculicen en cualcuier forma el proceso electoral", pues no d.§.. 

be consider,<¡rse como una anticipación penal ni tan:lpoco como un caso de ati 

picidad, pues lo que la l"ey hace es simplemente crear un delito especial -
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contra el sufragio; de cuya comisión conocerán los Tribunales del fuero co 

mún. 

50.) Si establece en una de sus disposiciones transitorias que 

"Para los comicios de 1960 se elegirá igual número de lJiputados a. ,la Asam-

blea Legislativa y de hegidores a los Concejos .dunicipales que los electos 

en 1958 11 , pues la Constitución Política prescribe que: IIPara la det6rmina­
I 

ción del número de Diputados y hegirJores se tomará como base el ú.ltimo cen 

so oficial que se haya practicado ll ; y precisamente el últi;no censo practi-

cado fué ~l de 1950, el que sirvió ae base para los comicios ele 1958; y --

por otra parte, habiéndose practicado ya las elecciones. El Artículo tran-

sitorio ya no tuvo vigencia en el momento de presentarse la demanda de in-

constitucionalidad. 

\60.) Si establece CJue el voto sólo puede ser emitido en la cir-

cunscripción municipal en doncie se obtuvo la Cédula de Identidad Personal 

y que, en caso de contravención, la infracción no proouce nulidad de voto 

si no la i~posición de una multa a la respectiva Junta, pues no podría sag 

cionarse de otra manera la ccmtravención, ya (me sancionarse con nulidad -

el voto emitido en eSa circunst,sncia, sería imposible, toda vez que el vo-

to siendo secreto, no se sabe a favor eje quien o ouienes fué emitido. 
I 

70.) Si establece la facultad del Consejo Central de blecciones 

para declnrar suspensas las actividades ae un partido político cuando la -

respectiva propaganda no sea h6cha por los medios lícitos de di1usión y el 

partido no se aviene a cc::,nbiar a los miembros ele su directiva, pues la - -

Consti tución Política no establece una libertad (],bsoluta en cu::mto a prop.Q: . 
ganda electoral, si.no que la limita a los medios lícitos, de acuerdo con 

la reglamentación vigente; esto es, que dicha libertad tiene por límite --
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las leyes', la moral y las buenas costumbres. 

80.) Si establece el requisito de que para que un partido poli 

tico pueda celebrar reuniones o manifestaciones en lugares públicos con -

fines ele propaganda electoral, eS necesorio el permiso del Alcalde ~\Iunic.i 
t 

palo Gobernador Político Departamental y en San Salvador, además, prese]l 

i 
tar dicho permiso a la Dirección General de Policía Nacional para efectos 

de regulación del tránsitó, pues dich8s requisitos tienden a conservar el 
I 

amen público evitando fricciones entre partidoS políticos opuestos, ya -

que la Cohstitución Política no establece el derecho de reunión como li--

bertad absoluta, el cual debe ser regulado por la ley. 

90.) Si los Arts. 20 inc. 20. y 23, inc. 3o.-fueron califica--

dos de inconstithcionales por un Ilfioro Público!l por consid.erar que la prQ 
I 

hibición que establece la ley para !ILa Constitución de parti(Jos políticos 

que sustenten doctrina anárquicas, comunistas o ue cualquier otra icleolo-

gia similar ti , tiendan a destruir o alterar la estructura democrática ele la 

República; pues la difusión de tales doctrinas y el funcionamiento de or-

ganizaciones que las sustenten.están prohibidos expresamente por la Cons-

titución Política en sus Arts. 158 y 160; y, 
I 
I 

100.) Si reconoce solamente la existencia ele los partidos poli 

ticos que ¡participaron en las elecciones de 1956 y 1958, pues es evidente, 

eme si un 'llamado partido político no ha 90dido participar en dos elecciQ 

nes sucesivas no puede considerársele partielo y por otra parte, siendo de 
t 

orden público el proceso electoral, la ley bien puede darle efectos retroa2. 

tivos si así lo ordena la misma, y ello eS lo que se h,:,ce en la Ley Elec-

toral, la 'que en su Art. 30 número 6 establece que procede cancelar la 

inscripción de un partido político cuando no participe en dos elecciones -
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generales sucesivas. 

IfPOR TANTO, con fundamento en las razones expuestas y en el 

Art. 96 de la Constitución Folítica y Arts. 1, 2, 6, 10 Y 11 de la Ley de 

Procedimientos Constitucionales, a nombre de la República de ~l Salvador, 

DIJERON: se declura que no es inconstitucional el Decreto Legislativo No. 

2972, de fecha 27 óe Noviembre clelano próximo pasado, publicauo en el --

Diario Oficial No. 220, Tomo 185, de fecha 2 de lJiciembre clel mismo ano y 

por consiguiente se declara sin lugar la demanda ele inconstitucionalidad 

ele que se ha hecho mérito. hemítase copia de esta sentencia al Director -

del Diari'o Oficial para su publicación en los quince días subsiguientes~-

Notifíquese a las partes lf • 

Suscribieron tal fallo los Doctores J .Ben.Escobar. Diego Corel&., 

ro RocJríguez.- RocJolfo Cordón.- ,d.L.Arrieta G.- haúl Lara.- l<rancisco ~. 

Nuila V.- Antonio l.'erclugo h.- Samuel A .Castro.- 1< .Armando Arias.- P.J .Ro-
I 

I 
sales.- (Tomado de la Hevis-t,a Judicial Torno 65, corres:pondiente al año ele 

1960) • 

SENTENCIA PROl\!!J.NCIJ.iDA POh LA COhTE S¡¡PhEt"IA 1)E; JIJSTICIA: EN SAl\! SALVADOR, 

A LAS ONCE HORAS Y CI;jiRENTA y CINCO [lINIITOS DEL DIA. TRES DE J!JNIO DE 1960. 
: 

En el proceso de inconstitucionalidad promovido por el Dr. José Aristides 
I 

Arévalo, mayor de edAd, Abogado, de este domicilio, para que se declare -

la inconstitucionalidac1 del Decreto Legislativo No. 3G39, de fecha 25 de 

Harzo del laño en curso, publicado en el Diario uficial No. W, Tomo 186, 

de esa misma fecha, mediante. el cual se reformó el1-i.rt. 188 transitorio -

de la Ley Electoral vigente, contenido en el Decreto No. 2972, de fecha 
I 

27 de Novie":lbre de 1959, publicado en el Di:lrio Oficial de fecha 2 de Di-

cie¡:¡bre del misIno año, que el Dx-. Aréval-ü estima violéltorio del Art .29 de 

la Constitución'.- Intervinieron el actor Dr. Arévalo y el riscal General 

L 
, I , 
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de la República, Dr. Rafael J:..nto nio Belloso. 

En tal juicio la Corte estableció la siguiente doctrina: 

liNo es inconstitucional el Decreto Legislativo en virtud. del -

cual se reforma la Ley Electoral en el sentido de que los electores se i-
1 

dentificarán al momento de votar con sus respec~ivas Cédulas de Vecindad 

pues el Art. 29 C.P. que se pretende violado únicamente expresa que: "Pa_ 

ra el ejercicio del sufragio es condición indispensable estar inscrito en 

el Registro correspondiente'!, y por ello bien puede la Ley secundaria es-

tablecerlos medios de identificélción del elector que se estime pertinen-

te. 

FALLO: "POR TANTO, de conformidad con los Arts. 96 de la Cons-
I . . 

titución Política y 2, 6, 9, 10 y 11, de la Ley de Procedimientos Consti-

tucionales, a nombre ele la República de El Salvador, l..iIJE,R0i\l: declárase -

que el Ar~. 188, transitorio, de la Ley llectoral contenido en el Decreto 

Legislativo No. 3039 de fecha 25 de lvrarzo del año en curso y publicado en 

el Diario uficial número 60, Tomo 186 (~e esa misma lecha, no es inconsti-

tucional; por consiguiente declárase sin lugar la solicitud de inconstit~ 

cionalidarl Clel referido Decreto propuesta por el Lr. José Aristiues Arév§:. 

lo en su demano.a.- Publíquese esta sentencia en el Diario Oficial dentro 

de los quince días subsiguientes, a cuyo efecto se remitirá copia al Ui--
I 

rector de:dicho Diario.- Notifíquese alas partes.- Tal fallo está suscri 

to por los Doctores: J .B.Bscobar .-Rodolfo Cordón.-iYI.L.Arrida Go-Raúl La-. , 

ra.- Samuel A.Castro.-·¡'.Armando Arias.- Diego Coraero Rocríguez.- I<ranci.2.. 

co E. 1:uila V.- Antonio Berclugo :tl.- p .• J .Iiosales .. - (Tomado de la Revista Ju 

dicial Tono 65, correspondiente al año de 1960) .• 

SENTENCIA PRONUNCIADA POR LA HONORABLE CORTE S'JPREiI,fA lJE J1ISTICIA: EN SAN 
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SALVADOR., A LAS WJEVE HORAS DEL DIA DOCE DE J!JLIO DE 1963.- En la demanda 

,ie inconstitucionalidad inter,::uesta -por los señores Arturo Guinea Contre-

ras y H:;¡rio Loucel, ambos mayores de edad, motoristas, de este domicilio, 
, 

en carácter ele Secretario General y Secretario de Conflictos respectiva--

mente, del Sindicato Gremial de Pilotos Automovilistas de El Salvador, a 

nombre y 'representación del referidO Sinoicato; en la que solicitan se de , 
clare la ,inconstitucionalidad de las disposiciones legales referentes a -

la fianza y refrendas de licencias de motoristas, contenidas en el Regla-

mento General de 'I'ránsito, publicado en el Diario Oficial l\!o. 277, Tomo -

141 de 14 de Diciembre de 1946. 

En tal proceso la. Honorable Corte fundamentó su resolución en 

la doctrina que sigue: 

IISolamente los ciudadanos pueden eje:ccer el derecho de pedir -

la inconstitucionalidad de las leyes, decretos y reglamentos en su forma 
i 

y contenido, establecidos en el Art. 96 de la Constitución Política., 

Si un Sindicato se presenta a pedir la inconstitucionaliqad de 

una ley, debe denegarse esa ,petición por no ser ejercida por un ciudadano 

la petición referida. 

y resolviero'n así: por las razones antes expuestas Se resuelve: 

declárase sin lugnr por improcedente 18 demanda ce inconstitucionalidad de 

oue se ha hecho mérito n. 

Pronunciada por los señores Magistrados Doctores: Vilanova.- PQ 

ña T.-:- R.ivera.- Tenorio.- Cordón C.- Villacorta'.- Úunguía.- lJíaz So1.- 1\1e-

na V.- Arrieta 1údice.-

SENTENCIA PRONUNCIADA POR. LA CORTE SIJPRE.\1A DE J tJSTICIA: EN SAN SALVADOR, 
I . 

A LAS ONCE HORAS Y TREINTA MINUTOS DEL UIA ]jOS lJE OCTIJI:'RE DE 1963.:- En el 
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Proceso de inconstitucionalidad pronovido por el señor Leonardo tarrientos, 

de ochenta y dos años de edad, industrial, del domicilio de ~ueva San Sal-

vacIor" en cará.cter de Síndico de la Sociedad IICARIDAD DE OBREROSII, con 00-

micilio en la ciud·']d de Santa Ana, a nombre y representación de la referi-

da Sociedad; en la que _solicita se declare la inconstitucionalidad del De 

creto Legislativo No. 153, de fecha 30 de Junio de 1932, publicado en el -
, 

Diario Oficial No. 186 de 18 de ~l.gosto de 1932, que despoja a la referida 

Sociedad de una casa de su propiedad. 

El máximo Tribunal de Justicia en tal caso sentó la siguiente 

doctrina:, liLa inconstitucionalielar'l de las leyes, decretos o reglamentos, -

se declRran por la Corte Suprem a ele Justicia a petición de cualquier ciuda-. 

. dano.- Ciudadanos son todos los salv,,,doreños mayores dE:> dieciocho al1.os. 

Las personas jurídicas o morales, no tienen la calidad exigida 

por la ley.- Si el Síndico de una Sociedad Se presenta a pedir la cleclara-

ción de inconstitucionalidad, debe denegarse por improcedente la demanda -

de inconstitucionalidad de que se ha hecho mérito lt •. 

, Pronunciada por los' i'lagistrados lJoctores: Vilanova.-;- Peña T .-;-.-

Rivera.- Tenorio.- Corc'lónC .-;-' Villacorta.- tIunguía.- lJíaz Sol.~ l\.'Iena V.-:- Ji 

rrieta YÚc1ice.- Los anteriores dos fallos han sido tomados de la Revista -

Judicial No. 69 correspondiente al año de 1963). 
, 

SENTENCIA:PRON!JNCIADA POR LA HONORABLE CORTE SI/PREfclil DE JI;3TICIA:En San -

Salvador, a las once horas del día 30 de Aayo de 1964, en el juicio de in-

constitucionalidad promovido por el Dr. hoberto de Jesús Lara Velado,. conQ , 

ciclo socialmente por Roberto Lora Veléldo,. con el objeto de que se declare 

la incons'Útucionalidad de los Arts .. 1,2 y 50el Reglwnento Interior de la -

Asamblea Legislativa, Decreto No. 582 de 22 de los corrientes,r;ublicado -
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en el Diario Oficial No. 92, Tomo 203 de la misma fecha, por decir ouebraQ 

tar los Árts. 37 y 40 de la Constitución Política • 

. ' Intervinieron en dicho juicio además d el actor, la Asamblea Le-

gislativa y el riscal General de la hepública, Dr. hicardo Avila ~oreira.-

Los Doctores Lara Velado y Avila Moreira, son mayores de edad, Abogados y 

de este domicilio. 

En tal juicio la Corte Suprema fundamentó su resolución en la .-

siguiente doctrina: 
I 

"Siendo el recurso de inconstitucionalidad de una naturaleza jE, 

rídica tan especial, de tanta trascendencia, que para que proceda su decla 
• 

ratoria, es necesario que el.quebrantamiento.de la norma sea algo irrefuta 

ble., claro" que resurja o emerja de una manera precisa indiscutible. 

Para declarar la inconstitucionalidad de una leY., decreto o re-

glamento, es necesario e imprescindible, que el quebrantamiento de los pr~ 

ceptos constitucionales, sea evidente; no podría nunca una declaración de 

inconstitucionalidad fundamentarse en la interpretación de la ley, decreto 

o reglamento, co~o contraria a los prlncipios constitucionales; y mucho m~ 

nos cuando' ~sa interpretación sea errónea o parcial. 

I 
El reglamento interno de la Ás&~blea Legislativa es constituciQ 

nal, porque existe la correspondiente correlación y armonía con los preceQ 

tos de la Constitución Política que regulan esa materia. 
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El recurso de inconstitucionalidad que no reuna los requisitos 

predichos debe declararse sin lugar, es ,decir denegarse. 

POR TANTO: con fundamento en las razones expuestas, Artículos citados y -­

Art. 96 d'e la Constitución Política y 6, 10 Y 11 de la .Ley de Procedimien­

tos Constitucionales a nombre de la hepública de Bl Salvador, iJIJER01\J: 1) 

Declárase sin lugar la inconstitucionalidad de los Arts. 1, 2 Y 5 del lie-

glamento Interior de la Asamblea Legislativa, Decrsto No. 582 de 22 de los 

corriente~, publicado en el Diario Oficial No. 92, "Tq('10 203 de la misma f~ 

cha, demandad'a por el ~r. Roberto de Jesús Lara Velado, conocido socialme.Q. 

te por Roberto Lara Velado; 2) R.emítase copia de esta sentencia al señor 
i 

Director qel Diario Oficial para su publicación en ese periódico, dentro 

de los quince días siguientes a esta fecha.- i\iotifíquese,rr.~ 

Ponente: Dr. Peña Trejo. 

: Suscribieron lA sentencia: los Doctores J,. Vicente Vilanova.- -

~rancisco Pefia T.- ;\lanuel Rivera.- e .Octavio Tenorio.- e .Cordón c.- lVI.G. 

Villacorta~- J.Ant. Lvlunguía.- Hicardo ,¡vIena V.- Julio Diaz Sol.- E.Arrieta 
¡ 

YÚdice.- (I<allo tomc.,do de la Revista Judicial Tomo 69 correspondiente al 

año de 1964). 

A continuación transcribo literalmente otra sentencia pronun­
I 

ciada por ia Honorable Corte Suprema de Justicia declarando la inconstitJl 

cionalidad de dos Decretos, la cual he tomado de la tesis doctoral pre---
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sentada por el Dr. Pablo i"Iauricio Alvergue intituL-lda ITLa Protección del 

Orden Constitucional en el lJerecho Salvadoreño lT • 

ITlJicha sentencia de fecha 14 de Noviembre de 1960 fué pronun-

ciada a propósito de un conflicto de competencia suscitado entre el /:<is-

cal Hilitar de la Primera Sección del Centro y los Jueces Tercero y Quin 

to de lo PenAl en relación con los informativos seguidos par!1 averiguar 

daños en la Oniversidad, homicidio y lesiones en varias personas y sobre 

averiguar la muerte de 110dolfo Guardado Rivps. En el considerando 60. la , 

Corte dijo: 

i 60.) Para resolver la competencia sometida a la decisión de e~ 

te Tribunal es necesario analizar previamente si la suspensión de garan-

tías constitucionales él que se refiere el lJecreto Legislativo de fecha 5 
, 

de Septiembre de este ano publicado en el lJiario uficial No. 163 de la -

misma fecha, 'está o no ajustado alas normas constitucionales pertinen--

tes, pues ~ juicio de la Corte es el presupuesto necesario para resolver 

la compptencia suscitada,ya que si se adopta por la afirmativa" procede 

decidir sobre dicha competencia contorme al Art. 178 del mismo Cuerpo de 

Leyes; por el contrario, si existe violación de la Carta ilngna, los Tri-·, 

bunales ~'lilitares no han tenido ninguna facultad legal para conocer de -

los hechos relatados, puesto que por regla general los delitos de rebe-- ' 

lión y sedición son juzgados por los Tribunales del fuero común y sólo -
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por exce~lción SCJD competentes en esta clase de delitos los Tribunales lvIi-

litares.- Planteada así la situación cabe considerar, que la República e~ 

tá regida por la Constitución Política de 1950 la cual est1tuyE:: que las -

garantías constitucionales contempladas en los Arts. 154, 158 No. 1, 159, 

y l~ sólo pueden suspenderse en los casos de guerra, invasión del terri~ 

torio, sedición, rebelión, catástrofe, epidemia u otra calamidad general 

o de graves perturbaciones del orden público, Asimismo los funcionarios -

del Estado ,están en la obligación ineludible de respetar las disposicio--

nes constitucionales y por tanto, no pueden a su arbitrio decretar la s~ 

pensión de tales garantías; esa suspensión debe desccmsar en la existencia 
i 

verdadera no im,·)ginaria de los casos previstos en el Art. 176 de la Cons-

titución Política. Si los fUJ:lcionarios son quienes propician o promueven 

las causaS en que aparentemente tratan de fundamentar la suspensión, al -

grado de llegar a romper el orden constitucional, no puede tenerse la su~ 

pens ión como un act'o válido. 

Expuesto lo. anterior, cabe invocar el DecrGto J\Jo. 1 de la Jun-

ta de Gobierno de El Salvador, de fecha 26 del mes de octubre del año - -
i 

próximo pasado, que en lo pertinente dice: ffEl gobierno que hasta el día 

de ayer presidía el Teniente Coronel José lvlaría Lemus cometió atropellos 
I 

contra la ciudadanía violando flaz,rantemente las garantías individuales -

I 

que consagra la Constitución; promulgó leyes contrarias a los principios 

constitucionales y a partir del mes de Agosto del arío en curso, implantó 
t 
i 

el terror mediante persecuciones, encarcelamientos, destierros·y otros 

actos contra la dignidad de las personas, sucesos que culminaron con la 

.......... 
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muerte d.e varios ciudadanos I!. Ese' Decreto, fundado en el lJerecho de Insu-

rrección ampliamente reconocido por el Art. 175 de la Constitución Políti 

ca, es Ley de la República que tiene plena aplicación puesto que es la i-

'niciaci:5n y fundamento del régimen actual. Del análisis del mismo se coli-

ge que adenns ele enumerar en la parte transcrita los hechos ocurridos en 

Agosto y Septiembre, el abuso del poder se inició en forma grave el prime 

ro de ese mes y que nescJe entónces surgió el Derecho de Insurrección. Por 

consiguiente, como los funcionarios que ocupaban los cargos principales -

en los Ramos Ejecutivo y Legislativo propiciaron, prol1ovieron y ejecuta-­
t 

ron los desórdenes y las violaciones a la Constitución, no podrín decln--, 

rar legítimamente la suspensión de garantías. En verdad los funcionarios 

separados mediante el ejercicio legítimo de insurrección eran quienes es-

taban en franca contraposición de los principios normativos elel Estado.­
t 

Por otra pArte, la suspensión de garantías constitucionales de que Se ha 

hecho referencia tuvo su origen precisamente en la especial circunstancia 

de haberse ~jercido por los ciudadanos, en forma legítima el derec:l.o de -
I 

reunión que: reconoce el Art. 160 de la Constitución Política y fué con el 

propósito de limitar su ejercicio que se dictó la Ley de heuniones Públi-

cas actualmente derogada; pero como esta disposición legislativa fué insQ 

ficiente para impedir o limitar el derecho de reunión, se declaró la sus-

pensión de garantías. De las consideraciones anteriores se sigue, como --

conclusión obligada: a) que el Decreto indicado en el encabezamiento de e2-. 

te párrafO eS inaplicable al caso concreto en estudio y, en atención a e-

110, de conformidad con el Art. 95 de la Constitución Política'procede d~ 

cidirlo, en1razón de ser contrario, CO'1l0 antes expresó a los preceptos 

constitucionale$" • 
¡ 
I 
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Con base en tal sentencia el señor ~iscal General de la hepú-

blica pidió la declaratoria de inconstitucionalidRd de tales Decretos y 

la Corte falló: 

IlConsiderando: 30.) que, en efecto, esta Corte Se pronunció: 

respecto de la inconstitucionalidad del Decreto a que se contrae la peti-

ci6n del I-'iscal General, al dirimir l,q competencia surgida entre los fun-

cionarios mencionados en el rrimer párrafo de este fallo conforme los ar-

gumentos Ciue en el mismo se reproducen y que son valederos para sustentar 

lo que habrá de resolver en el caso de estudio, que no será otra cosa que 

el reconoci,miento de la inconstitucionalidad tanto de ese Decreto primero 

como del que prorrogó sus efectos, cuyo objeto único era proporcionar a 
I 

los Poderes que les dieron vida, los medios necesarios para mantener la 

situación de agresión y violación de los derechos que la Constitución Po-
! 

lítica reconoce y garantiza; y es de suma importancia advertir que la si-' 

tuaci6n cre'ada durante los meses ele Agosto, Septiembre y Octubre del año 

próximo pasado además de' constituir una realidad incustionable que se im-

pone por sí misma al juzagi3dor fué reconocida y expresada en el propio D~ 

creto ]\jo. 1 antes m.encionado que es el elemento ccnstitutivo del régimen 

actuaL POR TANTO: de acuerdo por lo dispuesto y los Arts. 96 C.P., 2, 9, 

10 Y 11 de la Ley de Procedimientos Constitucionales, el Tribunal bn nom-

bre de la República declara la inconstitucicnalidad de los Decretos Legi~ 

lativos Nos. 3124 y 3143, de fecha cinco de Septiembre y tres de Octubre 

del año próximo pasado respectivamente, publicado en el Diario Oficial cQ 

rrespondiente, por su orden a los días cinco de Septiembre dicho y cuatro 

de Octubre siguiente del mismo año retropróximo ll • 

l~OTl\.S: el Decreto No. 3124 mencionado en 'dicha sentencia se r~ 
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fiere a fiLa suspensión de las garantías establecidas en los Arts. 154, --

158 inc. lo., 159 y 160 rle la Constitución Política en todo el territorio 

de la República, durante el período de 30 días ff. 

El otro lJeCreto a que 13. s entencia se rel'iere es el que prorro 

gaba p0r 30 días más la suspensión de garantías c0nstitucionales lt • 
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CAP 1 TUL·O S E X T O 

PREVES CO¡.,iENTARIOS SOBRE LOS SISTEHAS 0E CONTROL C\.J1\lSTITuC.IüNAL EJ.IJ OTRAS 

LEGISLACI01'lES '. 

Estados ¡Jnielos de Norte Arnérica. 1'.0. sn el Capítulo 11 y al ha-

blar de los antecedentes históricos del proceso ele inconstitucionalidad, 

nos referimos a su nacimiento y desarrollo que posteriormente obtuvo di--

cha institución jurídica en los Estados ¡Jnidos de Norte América, especial 

mente a la gran labor desarrollada en tal sentido por el ~,Iagistraclo i'iar--

shall y la trascendencia que tuvieron sus fallos dentro del orden jurídi-

COa 

Para examinar el control c::mstituc:L-mal én tal nación tenemos 

previamente que h2cer un análisis de la Jerarquía de Leye~. 

Según Price, citado por A.Jorge ltlvarado, en su Libro "El h:e--

curso contra la InconstitucionalidacJ de las Leyes If, (26) Las declaraciones 

ele inconstitucionalicJad no suponen conflictos· entre los Poderes Legislati 

va y Judicial, si no exclusivamente entre estatutos de distinta índole. -

En los Estados Unic:os existen cuatro categorías de Leyes distribuidas en 

dos grupos de diversa significaci6n jerárquica. 

A) Leyes ~ederativas 

a) Constitución de los Estados IJnidos 

a) Leyes de los Estados ¡jnidos 

B) Leyes locales 

b) Constituci5n de los Estad·:)s lJnidos que integran la .1< ecJera­
ción 

(26) Cit .por A.Jorge Alvarado en su Obra lIEl Recurso Contra la lnconsti­
tucionalidad de las Leyes!!. Madris. Edit0riallieus S.A. la. Edición 
1920. 
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b) Leyes procedentes del Poder Legisla~ivo de cada uno de los 
Estados 

Teniendo en cuenta la prelación, al presentarse el conflicto, 

la misión d e los Tribunales se reduce a buscar la armonía d e las leyes 

en colisión, inspirándose en su diversa jerarquía, supuesta siempre la 

preeminencia a favor de la Constitución ~ederal. 

El Congreso de los Estados iJnid0s abra en consonancia con las 

facultades que le confiere la carta fundamental, poseyendo además otras, 

denominadas facultades implicadas:, que son aquellas que sin constar ta~ 

tivamente en la Constitución le son confericias por lógica deducción de -

derecho. (27). 

Si se extralimita en el ejercicio de dichas facultades surge 

entónces la posibilidad de la intervención judicial. Los gobiernos loca-

les rigen las necesidades de los diversos Estados, sin que leS esté con-

sentido invadir la esfera de actividad prapia del gobierno nacional; co-

mo consecuencia, toda disposición local contraria a la Constituci6n o --

Leyes -~ ederales., tiene el vicio de nuli«dad. 

Expresa el autor del Libro ya citado, A.Jorge Alvarado) que: 

IIEs principio aceptado en Estados unidos de l\lorte América por el Derecho 

Procesal Constituyente que todo Tribunal se encuentra capa,citado para -

juzgar de la inconstitucionalidad de las leyes; su re3tricción obedece 

a la distinta obligatoriedad de los fallos, según la autoridad que los -

dicte. 

Los Tribunales inferiores de circuito pueden declarar sin a--

(27) Podemos citar C;:P10 ejemplo el caso de la regulación del comercio, -
consignado en la Constitución; pues bien, esto Lllplica la facultad 
del Poder Legislativo ordinario para definir los delitos que contra 
el comercio puedan cometerse-. -
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plicación una ley de +as legislaturas de un Estado por oponerse a la Con~ 

titución l<ederal. Han de proceder con gran prudencia y cautela y no obrar 

si no en circunstancias de evidente claridad, pueS aparte del respeto que 

merece el legislador, la sentencia pasa a ser revisada por el Tribunal de 

Apelación del Estado. 

Los Tribunales Superiores de los l:..stados unidos poseen atribu­

ciones para resolver s obre_ la coni"orrnidad o desacuerdo de una ley local -

respecto a la Constitución de ese Estado. La resolución obliga a todos -

los Tribunales de circuito sometidos a su jurisdicción, y deben respetar­

la ios demás Tribunales de la ~ederación. Cuando se invoca en el fallo la· 

contravención de la ley local en orden a las .leyes de los Estados unidos 

o la Constitución red eral, entonces no quedan obligados a cumplirlo los -

Tribunales de los otros Estados, pudiendo ellos decidir sobre la validez 

de esa ley; pero si el Tribunal Supremo de la Itepública conoce del caso, .. 

ya no hay posibilidad de discutir la decisión de éste,. ·siendo exigible pa 

ra todos su acatamiento. 

('inalmente, ·la Corte Suprema ~ederal resuelve concluyente y en 

última instancia cuantos c'Jnflictos de inconstitucionalidad se presenten,~ o 

bien sur jan a consecuencia de leyes federales, bien se refiera a los su­

puestos de casación acabpdos ya de mencionar en el párrafo precedente. -.. -

Las sentencias son obligatorias para todos los Tribunales que radiquen en 

los Estados Unidos. 

IlContinúa expresando el trata:üsta Jorge A. Alvarado,. en su O­

bra "El Recurso contra la Inconstitucionalidad de las Leyes" ya referida,.· 

que en relación a CUando procede la declaratoria de inconstitucionalidad, 

un estudio comparativo de la jurisprudencia Americana- señala con notable 

.......... ._ . .-
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constancia los siguientes requisitos como indispensables a tal declaración: 

a) La 'cuestión debe surgir con motivo de un pleito cierto y de 

buena fe. Esto es, eme sea una realidad el fondo litigioso, que no 6bede~ 

ca a previo acuerd~ entre los justiciables a fin de obtener la derogación 

de la ley; de no seguir semejante criterio pudiera ser alterado la bondad 

del recurso y hasta en oC3.sión ser utilizado c~mo arma política. Unas mi-

norías derrotadas que buscaran el desquite en la ciecisi'sn judicial. 

b) La controversia ha de sostenerse únicamente entre partes in 

teresadas. lvlerecen este calificativo las pers:mas cuyos derechos están es 

pecial y directamente afectados por la· sentencia que se ha ele dictar. Ex-. 
cluye por consiguiente tal principio la eventualidad de cualquier expont.§i 

nea petición hecha por algún ciudadano con' objeto de eme se derogue la --

ley que él considera opuesta a la Constitución. 

c) No está permitido aducir la inconstitucionalidad a aquellas 

personas que después ele haber sido promulgada la ley se h~yan beneficiado 

de sus efectos con perjuicio de los demás • fina ley no puede ser barómetro 

de la comodidad lndividual, ni variar a tenor de intereses particualares. 

d) La oposición entre la ley y. el precepto fundamental hade -ª. 

parecer manifiesta y palmaria. En armonía con esta regla, no será causa -

. para sostener la casación un antagonis~o .de ley con el espíritu que fl~ 

túe en la Constitución ni el hecho de que se op-mga a la intención de és-

ta, ni la vulneración de'los principios del derecho natural, ni de los -

dogmas de moralidad, etc., se precisa que de una manera clara y termin.qn-

te la ley Se haga incompatible con Artículos determinados del C6digo fun-

damental, sin guesirva de apoyo a la pretención de las partes lo expreso 

en los preámbu10s, las doctrinas sustentadas durante la discusión por las 
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Constituyentes, etc., sin e:nbargo, no quiere indicar lo expuesto la adop-

ci6n de perjuicios sistemÁticos' ni absurda rigidez de criterio por parte 

de los Tribunales Americanos. Así en el pleito Rowniou V. Aiddleton ga- -

llardamente consign8ron eJUe el hecho de arrebatar a un ciudadano su pro-

piEdad para entregarla a un tercero sin título legítirno e;ue esgrimir, de-

bía 'considerarse nulo, por estar en c::mtradicción con el derecho común y 

la ltCarta ;\ilagna" en otra sentencia, fundáronse para dictarla en los prin-

cipios de la razón; otra arguía IIQue la leyera opuesta al pacto social"; 

(2B) mas tales aseveraciones son de carácter excepcional, 'producto de cir 

cunstancias s ingularísimas ; porque los .c'lagistrados kllericanos abrigan el 

pleno convencimiento de que su misi5n no estriba en suplir diferencias s~ 

tiles de la Constitución ni tampoco en enmendarla; no pretenden emular -

los oficios del legislador; s,510 recaban para sí, con exclusividad, lo --

oue es de su innegable pertenencia: la interpretación. 

e) A la declaratoria de inconstitucionalidad sólo debe llegar-

se en circunstancias de absoluta necesidacj. .• Los Tribunales han de rehuir 

a todo trance la resolución de litigio a base de la expresada declaración, 

ySQlo cuando el derecho de alguna de las partes quede evidentemente ne@. 

00, acudirán a ella. Tampoco se permite que surja controversia de incons-

titucionalid.qd con moti.vo de cuestiones preliminAres o ajenas al procedi-

miento principal. 

f) Se presume siempre (!ue toda ley está en concordancia con la 

carta fundamental. La jurisprudencia Americana ha mantenido con firmeza e 

(2B) Cambell Black, Ib.Cap.IV l\Jos.]2 y sigs.-Cit.por A.Jorge Alvarado en 
su Obra "El Recurso contra la InconstitucLmalidad de las Leyes".­
Hadris. Editorial Reus S.A. la. Edición. Ario 1920. 

, .... 
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sa presunción de licitud a favor de la ley votada en el Congreso; y cual~ 

quier eluda ha de solucionarse en sentido favorable a dicha presunción. 

g) Prueros en materia de pruebas} claro 6S oue siendo el recur. 

so que nos ocupa recurso de casaci6n, y de casaci6n por autonomasia, poco 

interés presenta la prusba; si 2cuí cita,mos la palabra es sólo paro. tener 

ocasión de h8.cer crmstcr que los Tri bUDélles Al:1ericélDos rechazan de plano 

toda alegación que conduzca a probar la existencia de soborno .0 malicia-

por parte de los legislo.dores; si la presión político. jugó papel decisivo., 

si la inm,)ralidacl se puso de manifiesto en las circunstcmcias de la Cáma-

ra, si lél falta de sabiduría en Senadores o hepresentantes contribuyó a -

que la ley no fuera justa los ri'ribumles no están capacitados para juzgar 

13 conducta e intención de' los Legislaciores; para los 1'ribunélles no exis-

ten factores si no producto; no debe haber h:)mbres J si no leyes ". 

"Sigue eliciendo el tratadista citado en la página que antecede 

que: "El Estado actual de la cuesti·.5n se reSUlle del modo siguiente: la--

sentencia obliga, desde luego, a los (ue tornan porte en el litigio, y re-

suelto éste, ábrese en la ley tildada de anorméllidad una verdadera bre~ 

cha por la que escapéln de su cuuplimiento todo los que e stén en condiciQ 

nes análogas; pero acudiendo, desde luego los interesados ante los Tribu-

nales en cada lesión c.:mcret·a; es decir, que no s e establece 13 generali-

zación de su inobserv:·,ncia es menester que cada l~tigante ejercite la a~ 

ción C:ln arreglo a las formalidcdes y trárrütes ya conocidos para que una 

sentencia pertinente a su pleito le releve de' cumplir la ley inconstitu~-

cional. En vista de esos hechos, el g,)bierno no procura hacerla exi.ible, 

y el Presioente del Ejecutivo puede participar el fallo del Tribunal Su-

premo éÜ Poder Legislativo para que tengiJ. o no a bien tomarlo en conside-
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ración. Las Cámaras, ante el caso, obrarán libremente y como estimen opor-

tuno!!. 

A cont inuación y por la importé'.Jlcia que tiene así como por es-­

tar íntimamente relacionado con la institución jurídica que hemos examina­

do pasará a transcribir lo que sobre el c,-"mtrol de la constitucionalidad -

tanto en Estados '¡nidos de l\orte América cono en diversos países de Latino 

América contiene la i'lonograría intitulada liLa Protección frocesal de las 

Garantías Individuales en América Latina!!. Que al respecto trae sobre la -

cuestión ya dicha la ponencia presentad3 por !!héctor ~ix Samudio!! (29). 

Tratadista i.rexicaDo. 

iJicho autor empieza reí iriénc10se al control constitucicmal en -

los Esta,Jos '¡nidos de l\!orte lurrérica y dice: "bste sistema Jimericano se ha 

condensado en los Estados (Jnidosc·:m el n:Jmbre ele Iievisión Judicial!!. (Ju­

dicial fleview), y como sa bien sabido surgió en forma muy :iJ.nprecisa en el 

texto de la Constitución de 1787 (Art. 3. Sección 2. Primer Ptírrafo). (30) ~ 

Siendo divulgado en Latino América, fundamentalmente a través del inmortal 

libro de ¡Üexis de Tocqueville !!La Democracia en .Liffibrica del l'llorte 11, cuya 

traducción al c,"lstellano por 3ánchez de l:ustar::umte, publicada en Paris en 

1837, (Jl) ~ ~ué conocida en toda la ..'~'Ilérica Latina, y esto explica la in-­

tro~ucción riel Control Juoicial de la constitucionalidad de lAS leyes en -

una gran parte de las Constituciones Latino iunericanas de la se;.::unda mitad 

del siglo XIX, debiendo hacerse notar, que fué el jurista y político mexi­

cano "\'lanuel Crescencio Rejón, un:) de los creac10res del a'rrparo, el primero 

rue introdujo la revisión judicial, rrecisamente a través del propio a!11pa~ 

ro, en el proyecto (,ue sirvió de base a la Constitución para el }.stado de 

Yucatán, promulgada el 16 ele 'Ilayo de 1841 (.iJ.rL 62, fracción la.), revi- -
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La Constitución.de la Re-públicéJ Dominicana de 1966, aunque es-

tablece en su Art ... 46 eme. Ifson nulos de pleno derecho toda ley, decreto, 

resolución o acto contrélrios a esta Con;:3tituci·:Sn lf , DC) establece un instru 

mento procesal concreto para hacer efectiva esta disposición, y por otra 

parte, en el diverso' Art. 37, e:ue se refiere a las faculta(Jes del C.::mgre-

so, en su inciso 18, le atribuye la de "examinnr actualmente todos los a.2.. 

tos del Poder Ejecutivo y aprobarlos, si son ajustados a derecho a la Cons 

titución y a las leyes". 

P:)r el contrario, en el sistema constitucional peruano y no obs 

tante lo dispuesto por el l\rt. 123, inciso 30. de la Carta de 1933, en el 

sentido de eue corresponde al Congreso "Examinar las infracciones de la -

Constituci~n y disDoner lo conveniente para hacer efectiva la responsabi-

lidad de los infractores"; ·hay que to;n~r en considernci:5n que el diverso 

ll.rt. 133 establece una acción populDr ante el .roder Judicial contra los 

reglamentos y contra las resoluciones y decretos gubernativos de carácter 

general Que infrinjan la C·::mstitución o las leyes, sin perjuicio de la --

responsabilirbd 1?olítica d e los ministros, facultad que no había sido e--

jercitada, de acuerdo con lo (lue expresaba el propio Eder" por falta de -

"reglamentación, pero oue ya fué objeto de regulaci6n por el j~rt. 7Jo, üe 

la Ley Orgánica del Pooer Judicial de 25 de ,julio de 1963, Decreto Ley 1\0. 

Debemos señrüar, por otra parte la imp.)rtantísimél disposición 

del l~t. 80. de la citada Ley Orgánica del Poder Judicial de Perú de julio 

de 1963, ya que indica una evolllCión respecto de la postura tradicional --

que se ha atribuido al ordenamient·.) constitucional de dicho país hermano; 

"cuando los Jueces o Tribunales al conJcar de cualquier close de juicios -
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encuentren que hay incoffiEatibilidad entre una uisEosición constitucional 

y una legal. preferirán la Frimera. Si no Jueran apelables hs senten- -

cias de Primera Instancia en que s e apligu::, 6ste precepto se elevarán en 

c:Jnsulta a la 'E'rblera Sala de la Corte Suprema'. Las s,mtencias de segun-. . 
da instancia, se elevarán en c)nsulta. a' la Primera Sala de la Corte 0upr~ 

ma, si no se interpusiere recurso de nulidad. Los Jueces y Tr.ibunales no 

aplicarán los decretos y reglamentos del Poder Ejecutivo o de cualquier 

otra autoridad, contrarios a la Const::.tuci6n o a las leyes ll • (37) 

De lo anteriormente expue sto se deduce que falta muy poco pa-

ra que la "revisi0n ,judicial" sea una institución ad'Jptada por la totali 

dAd d e los regímenes constitucionales Lntino Americanos, como ya ha ocu-

rrido con el habeas cor','ms. Sin embargo 'el estudio de l',)s ordenamientos 

eue ya lohéln establecido, que están en una gran mayoría, ha:q, estableci--

do una serie de m'Jd'alidades que se apnrtan del modelo original estadouni 

dense y que hacen bastante difícil una rápida sistematización:, pues varían 

desde el régimen argentino que es el que más Se aproxima, yeso relativa-

mente, al paradigma de los Estados 'Jnidos (38), hasta la novísi'"Ia Corte 

de la Constitucionalidad introducida en la C·Jnstituci..5n guatemalteca de 

1965, y que al lado del amparo contra leyes inconstitucionales, de tipo 

tr!':'dicional, introrlujo un "recurso de inconstitucionalidad", que se hace 

valer ante dicha Corte, con muchas de las características del sistema - -

Ilaustriaco 11 • 

Sin embargo, para introducir cierto orden en la exposición que 

forzosamente, por la índole de este trabajo, debe ser superficial, inten-

taremos agrupar 'los diversos sistemas de acuerdo con ciertos rasgos simi-

lAres, de la siguiente manera: 

.;., 
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a) Acción popular de inconstitucionalidad.~ Esta surgi6 prime-

ramente en Colombia y Venezuela, sin etUe todavía se hubiese precisado la 

primf1.cía de uno de los dos ordenamientos, y esencialmente, consiste en la 

, . ~ 
Dosibilidacl de que cualquier ciud8dano,· aún aouel ('ue no resulte afectado 

por una disposici6n legal, acuda ante la Supremo Corte de Justicia para 

solicitar una declé'l raci6n de inc::>nstitucionalid2d de aquel ordenamiento 

que considere contrario a la Carta ~undamental, con la característica,. de 

que la resolución cue s e pronuncie tendrá efectos generales o fler ga omnes ". 

Se trata, pues, de un sistema intermedio entre el "americüno fl y el "austri-ª. 

co fl , ya que del primero posee la característica de que el conocimiento de-

la custi6n Se atr~buye a un 6rgano judicial ordinario, así sea el Tribunal 

Supremo, y 0el segundo, la circunstancia de que los efectos son generales, 

derogatorios de la ley impugnada, y no una simple desaplicación de la mi§. 

ma, en el caso concreto. 

En cuanto a Venezuela, se afirma que esta acción popular fué 

introducida desde la Constitución d~ 1858, Art. 113, ordinal 80., pero -

s610 en rel,::'ción con las leyes locales, y se fué .perfeccionando hasta --

Que se c::msolidó, inclusive respectó de las leyes nOlci·::males en la Cons-

titución de 1893, flrt. 17 y 110, ordinal 80 •. (38). 

En la Constttuci6n vigente de 1961, esta acci6n de inc::mstitu-

cionalidad está plenamente reconocida en el Art. 215 ordinales 30 . . y- 4o~, 

de acuerdo c:Jn los cunles,. corresponde a la Suprema Corte de Justicia de-

clarar la nulidad total o parcial de las leyés n? cionales y Cier:¡ás actos -

de los cuerpos legislativos que colindan c:m 11:1 Constitucic:Sn, y declarar 

la nulidad t,::>tal o parcial de las leyes estatales, de.las ordenanzas muni 

cipales y demás actos de los cuerpos deliberantes de los Estados o 1\1unici 
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pios, que colindan con la propia Ley Suprema y esta atribución cc)rresj,Jon-

de, en el primer caso, a la Corte en Pleno, y el segundo, a la 3ala Polí-

tico-Administrativa, deJa propia Corte, en los tér¡nin:Js de la visposi-

ción Transitoria Décima Quinta de la pr'Jpia C'Jn;3tituci:5n. (39) .. 

Por,lo que se refiere a Colombia, el referido jurista estadou­

nidense IIA.~,C •. Grant l1 que ha estudiado con bastante profundidad dicho siste-

ma, afirma que desde 1850 cualquier ciudadano podía solicitar a la Corte 

Suprema la nulidad de una ordenanza provincial (40), y poster:iormente, -~ 

en el texto primitivo de la Constitución de 1886 se estableció. que la Coro 

te Suprema debía pr.:munciarse ccm efectos generales sobre las objeciones 

de inconstitucionalidad de las leyes qUe le fuesen sometidas por el Ejec~ 

tivo, y finalmente, en la rel'orma de cliché! Carta rundamental p:Jr el i'amo-

so acto legisl~tivo No .. 3 de 1910, se intrcxlujo claramente la acción po1'..8. 

lAr de inconstitucionillidad, que actuaL'1lente c0nsign3 el Art. 214 del vi-

gente texto constitucional, reglRmentado por lA Ley 96 de 1936, qUE; "coge 

esta impugnscién de unn manera muy (llli'plia ya eme la misma Corte Suprema -

la ha interpretado admitiendo, inclu3ive, que los extranjeros resiJentes 

pueden intentar dicha acción de inconstitucionalidad, la cual según la -­

doctrina, ha obtenicb en la práctica, efectos benéticos. (41). 

Este sistema de la acción popular de incostitucionalidad ha -

trascendido a varios otros países Je América, y así paréJ no mencionar si 

no los casos más ostensibles, c:i,.taremos lo dislJuesto por el l-irt. 96 de la 

Constituci5n salvadoreña de 1950, reglamentada por la Ley de Procedimien-

tos Constitucionales de 14 de Bnero de 1960, Árts. 6 a 11. (42). 

La República de Panam<l ha introducido la acc'ión popular de in-

constitucionalidad ante la Suprema Corte, c')n efectos generales, primera-

BIBLIOTECA CENTRAL 
UNIVERSfDAO oe: EL SALVADOR 
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mente en el Art. 188 de la Constitución de 2 de Enero de 1941 (43), y en 

l.c¡ actualiJad, en el Art. 167 de la Carta hmdamental vigente, de lo. de 

Enero de 1946, reglo.mentacb por la Ley sobre I-iecursos Constitucionales y 

de GArantía, de 24 de Octubre de 1956. (44) 

También en la República de Cuba est:1 c'Jnsélgrada, al menos en 

teoría, la é1 cciñn popular c1e incnnstitucinnlllidr>d, en los l\rts. 160, 161 

y 172, inc. a) de la Constitución de 1940, en su texto reformad8 en 1949, 

en la inteligencia de que este recurso de inc'::mstitucionalidad puede ser 

'interpuesto por veinticinco ciudadanos que consid8ren que una leyes cog 

traria él la Carta Fundamental, aunque dicho 8rdena:niento no afecte sus -

derechos, o bien por cualr::.:uier ciudadano que resulte afectado por la mi~ 

:na, según lo que dispone la Ley nú;nero 7 de 31 de Hayo de 1949, que re@ 

ld el procedimiento respectivo, el cual debe seguirse directamente ante 

,una Sala Especial del Tribunal SUpreTI8, que recibe el nombre de Tribunal 

de Garantías Constitucionales y Sociales (45). 

Iiespecto de la propia República de Cuba se observa una evolu-

ci6n muy significativa, pues hnbiendo adoptado en 1901 la revisión judi-

cial según elnodelo estad:)unidense, es decir, a trávés de procedimien-

tos 8rdinarios y c:Jn efectos particulclres pClra el caSo concreto, Se intr2., 

dujo en la Ley de 17 de ¡larzo de 1922 la '1lodalL¡ad de que, después de dos 

sentenciAS de inconstitucionalidad dictadas por el Tribunal Supremo, la -

autoridad de quien emanó la disposici¿n debería derovarla, 0 en caso con-

trario, perd8ría su eficacia para el futllro: y en las Leyes C')nstitucio-

nales ele 3 de ¡'ebrero de 1934 y 11 de julio de 1935, si bien no se esta--

bleció la acéión popul"r, se preceptuó que una sola sentencia elel propio 

Tribunal Supremo tendría. efectos generales. (46), hasta llegar a la Carta 

b 
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3uprema de 1940, que t'erminq por establecer la referida acción o "recurso" 

popular de inconstituci0nalidad, a petición de veinticinco ciudadanos (Art. 

182, inc. a). (47). 

f<inalmente, para completar el cu;:¡ciro de la "acción' popular de -

inconstituci0nalidad lf , debernos citar el Art. 9 de la Constituci6n de la --

Provincia Argentina del Chaco, de 7 de dicie,nbre de 1957, "(48) de acuerdo 

C0n el cual lél declaración de inconstituci::malidFlcl de una ley por parte --

del Tribunal Superi'Jr el e Justicia produce ID. "cD.ducidad fl del Tllis'IlO ordena-

mierrt o, en la parte afectada por dicha cleclaraci5n, c:m la circunstancia -

de que, según un sector de la doctrina, de acuerdo con el diverso .Art. 170, 

fracción 1, inc. a), de dicha Carta vrovincio.l,. inplica el establecimiento 

de una "acción popular de inconstitu~ionalidadlJ. (49). 

b) El amparo c')ntra leyes.- Esta institución primeramente en el 

derechó mexicDDo, significa que se puede o.tacar, la disposición legal que 

se estimél. inconstitucionél.l, exclusivamente p.)r el afectara, él. través del 

a'1p,'3ro, y c,n la característica ele los efectos de la decleración de incon~ 

titucbnalidad se trél(JUCen en la inarlic3.bilidad de la disposición combati 

da en el caso concreto y para el exclusiv,) beneficio del ¡:JromoíTente, de a-

cuerdo con una fórmula tradici:mal que se ha calilicaCJo, en el derecho - -

mexicano, como "fórmula de Oteró tl , ya que en sus tér.minos casi sacramenta-

les fué redactél.c1a por ,;,J:ariano Otero, --que CO;!lO. bien se sabe, fué uno de -

los creadores del juicio de amparo:::"-, en el Art. 25 del docwnento constitll 

ci~)nal ya mencionado, y conocido como fl11.cta de Heformas" de mayo de 1847. 

(50) • 

Este sistema mexicano influyó decisivamente en varios regímenes 

constitucionales centroamericanos, y si bien ha sido abandonado por ejemplo, 

TUrtag 
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por El Salvador, que según hemos visto ha adoptado en su Carta rundamental 

de 1950 la "acción popular de inconstitucionalidad", sin em.bargo desde ~ -

1886, en que introctujo'el amparo, hasta la citada Constitución de 1950, h~ 

bía seguido el criterio de la impugnación de las leyes por conducto del am 

paro y para efectos concretos. 

Conservan todavía el sistema del amparo contra leyes, con estas 

características: la República de h(lnduras, cuya Constituci'5n de 3 de Junio 

de 1965, Art. 58, fracción la. inciso a) (que reproduce sustancialmente 

disposiciones similares de Cartas anteriores), dispone que toda persona a­

graviada o cualquier otra en nombre de ésta, tiene derecho a interponer el 

"recurso de amparo"; para que se declare en casos concretos, que hay una -

ley o resolución o acto de autoridad no obliga al recurrente, por contrav~ 

nir o restringir cualquiera de los derechos garantizados por la Constitu-­

ción", y esta disposición es reproducida por la Ley Constitucional" de .Amp~ 

ro vigente, que es de 14 de Abril de 1936, ,en su Art.> lo. 

El Art. 229, inciso 11, de la Constitución de la República de -

Nicaragua, de 6 de Noviembre de 1950, atribuye a la Corte Suprema de Justi 

cia el conoc imient o del "recurso de amparo", y d e acuerdo con el Art. 24, 

segundo párrafo, de la Ley Constitucional de Amparo de la misma fecha: -

licuando el amparo se dirija contra una ley (que sólo puede ser intentadQ 

por la persona agraviada, según el diverso Art. 20. del mismo ordenamien-­

to), la sentencia que acoge el &'TI.paro, deberá declarar la inaplicabilidad 

rl e la 1 e;y:" .. (51). 

El Art. 80, fracción 2a. de la Constitución guatemalteca de SeE 

tiembre de 1963, y con independencia del "recurso de inconstitucionalidad ll 

con efectos generales que introdujo en el diverso Artículo 264, según ver~ 
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moS más adelante, conserva el amparo cont.ra leyes de las Cartas .rundamen~ 

tales anteriores, al disponer, eue toda persona tiene derecho de pedir él.!!!. 

paro, rrpara eme se declare en casos concretos que una ley, un reglamento 

o una resolución o acto de alltoridad no obligatorio recurrente, por con-­

travenir o restringir cualquiera de los derechos garantizados por la Cons 

titución ff ; y este es el criterio que se advierte, particularmente en los 

Árts. lo. inc. 20. y 36, inciso lo. de la Ley Constitucional de Amparo, 

Habeas Corpus y de Constitucionalidad, de 28 de Abril de 1963. (52). 

c) Recurso extraordinario.- Este medio de impugnación ha sido 

establecido fundamentalmente por los ordenamientos constitucionales de Ár 

gentina y Brasil, con el objeto de llevar a la Corte Suprema y Tribunal ~ 

Supremo fiederal, respectivamente, las cuestiones de inconstitucionalidad 

de una ley sur¿.idas 0 planteadas en una controversia concreta, y con eí"ec 

tos. también particulares respecto de las partes contendientes en el jui-­

cio correspondiente. 

El recurso extraordinario fué establecido en el Art. 100 de la 

Constitución Argentina ele 1853, todavía vigente con reformas posteriores, 

y reglamentado Dor la conocida Ley No. 48 de 14 de Se-otiembre de 1963. 

En términos generales, el recurso extraordinario debe hacerse 

valer ante la Corte Suprema de la l'ilación, cuanelo en un proceso' CQncreto -

Se cuestiona la contradicción de una disposición local respecto de una -­

ley nacional o un tratado internacional, o en el supuesto de que se discQ 

ta la constitucionalidad de una ley federal, y la resolución definitiva de 

las autoridades judiciales hubiese sido c-Jntraria a la validez de las le-­

yes nacionales o tratados o bien en favor de la ley local y en la inteli­

gencia de que los efectos de la sentencia de la Corte Suprema SQn siempre 

... ,-,'IIiIIIÍIIi 
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de carácter particular. (53) 

El recurso extraordinario constitucional brasileño es muy simi­

lé'.r al argentino, y actualmente está regulado por el Art. 114, fracción -­

III de la C:mstitución dE! enero de 1967 (y cjue eS equivalente al Art. 100, 

fracción 11I, de la Carta rundamental de 1946), según el cual, corresponde 

al Supremo Tribunal¡; ederal c';::mocer a través del citaco reCurso extraordi­

nario de las causas resueltas en única o última instancia por otros tribu­

nales o jueces cuando en el fallo impugnado Se contraría una norma de la -

citada Constituci6n o se niega vigencia a un trataco o ley federal; se de­

clare "la inconstitucionalidad de un tratado o ley federal, se considere la 

validez oe una ley o acto de un gobierno local que contraste con la Consti 

tución o ley federal; o Se interprete la ley a¡;¡licable de manera diversa -

de la que la hubiese dado, otro tribunal o el mismo Supremo Tribunal .!<ede­

ralo (54) 

En un sentido similar al recurso extraordinario que hemos exami 

nado, puede considerarse el llamado "recurso de inaplicabilidad ll , p revis­

to por el Art. 86, inc. 20 .• de la Constitución Chilena vigente, de acuerdo 

con el cual, la Corte Suprema, en los casos 12articulares de que conozca o 

le fueren sometidos en recurso interpuesto en juicio que se siguiere ante 

otro Tribunal, podrá declarar inaplicable, para ese Caso como, cualquier -

precepto legal contrari·') a la Constitución, lo que significa que tal decla 

ración puede hacerla dicho Alto Tribunal también de oficio, y no sólo a -­

instancia de parte. 

No se ha reglamentado este recurso p.or el legislador ordinario 

y se rige por el Auto Acordacio de la Suprema Corte ele 22 de Harzo de 1932, 

y al efecto, la jurisprudencia ha establecido Que únicamente pueden inter-
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ponerlo las partes en el juicio en el cual se presenta la custi6n de incon.,e. 

titucionalidad, de manerél eue el fallo sólo afecta a dichas partes. (55) 

d) !Jnas cuantas palabras respecto del navedoso (para el derecho 

americano) "Recurso de Inconstitucionalidad), según el madelo "austriaco" , 

que intradujo la Constitución de Guatemala de deptiillfibre Ge 1965, Arts. -

264 Y siguientes, y que reglamentan los Arts. 105 Y siguientes de la Ley 

Constitucional de Amparo, rtabeas Corpus y la Inconstitucionalidad, de 26 

de Abril de 1966. 

La innovación del derecho. guatemalteco consiste en que dicho 

recurso de inconstitucionalidad se debe interponer ante un Tribunal espe-· 

cial inspirado, aunque con modalidades propias, en los Tribunales C·:msti-

tucionales europeos, ya que no es organismo jucJicial ordinario, sino que 

se integra exclusivamente para COnOC(T de estas cuestiones de constituciQ 

nalidac1. 

Dicho Tribunal recibe el nombre de "Corte de Constitucionali--

dad ll y se forma con doce miembros, de los cuales cinco son el Presidente. 

y cuatr0 magistrados de la Corte Suprema de J'usticia, clesignédos por la 

misma, y los demás, por sorteo global que practicará la misma Carte, en--

tre los magistrados de la Corte de Apelaciones y de lo C0ntencioso Admi­

nistrativo, en la inteligencia de que la presidencia corresponde al Presi 

dente de la referida Corte Suprema de Justicia. 

Están legitimados para interponer dicho recurso, el Consejo de 

Estado, el Colegio de Abogados por decisión de su Asamblea General; el Hi 

nisterio Público, por disposición del Presiciente de la República, tomada 

en Consejo de l'linistros; y cualquier persona o entidad afectada directa--

mente, con el auxilio e'e diez Abogados en ejercicio. 
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Como resulta lógico, de acuerdo c::-m el modelo "austriaco", la 

sentencia eJUe declare la inconstitucionalidad tiene efectos generales, y 

priva de eficacia a la ley respectiva. 

Cabría mencionar que el sistema anterior ya había sido propue~ 

to en las Terceras Jornadas Chilenas de Derecho Público, efectuadas en la 

¡lniversidad de Concepci0n del 30 de Abril al 2 de lllayo de 1964, y en las 

cuales, se sugirió la conveniencia de crear un tribunal especial de cons­

titucionalidad entre cuyas facultades estaría la declaración, con efectos 

generales, de la inconstitucbnalidacl de 12s leyes tanto por defectos de 

forma como de fondo. (55) 

La conclusión que nos lleva al examen superficial que hemos h~ 

cho de la "acción" o "recurso ll de inconstitucionalidad, como medio proce­

sal protector de los derechos del hombre, es en el sentido de que cada -

vez más se está evolucionando hacia el sistema. de la declaración general 

de inconstitucirmalidad, can independencia de si la instancia puede integ 

tarla .cualquier ciudadano o solamente la persona afectada, y si la propia 

declaración corresponde al órgano supremo del departamento judicial, o -­

bien cJmo en el sistema guatemalteco, a un tribunal especial de incansti­

tucionalidad. 

Esta declar¿<ción de inconstitucionalidad posee ventajas indud§. 

bles respecto del sistema tradicional del efecto particular para los ca­

sos concretos, puesto que, además de constituir una economía procesal evi 

(lente, impide la situación de injusticias que conculca uno de los princi­

pios especüües de la' axiologia jurídica, COillO es el de la igualdad de las 

personas ante la ley, ya que según el efecto concreto, aquellos c!ue no hu 

biesen impugn8do la ley tienen que cumplirla, no obstante que ya existen 
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resoluciones judiciales declarando su inconstitucionnlidad; y además, la 

proni.'J. declaración general no está reñida con la desaplicaci,5n en los ca-

sos concretos, sino que, por el contrario, se complementan, según lo d~--

muestran los ordenamientos eue hemQs examinado, ya que tanto Venezuela, -

como Colombia, Cuba, El Salvador, ~anamá, y más recientemente, Guatemala, 

han conservac'!o, al mismo tiempo el sistema tradicional de la desaplica- -

ción. 

~inalmente, debemos tomar en consideración que ni en los Esta-

dos Ilnidos de donde se tomó el principio de la clesaplicación, el mismo es 

rigurosamente exacto, tanto por la fuerza del precedente, o stare decisis, 

como por el prestigio moral de la Suprema Corte, de manera que cuando es­

ta última declara la inconstitucionalidad de una ley, no existe autoridad 

c~ue se atreva a aplicarla, a pesar de que supuestamente la declaración só 

lo produce efectos particulares. (56) 

La necesidad de los efectos generales de la declaración resul-

ta evidente tratándose de la violación, por el legislador, de los dere- -

chos fundamentales de la persona humana, pues no es lógico estimar que si 

la conculc"ción de tales derechos afecta a toca la colectividad, dicha 

violación se mantenga en determinados casos y se suprima en otros, según 

que los interesados hubiesen tenido é~ito en su impugnación del ordena- -

miento infractor o bien, no hubiesen intentado la instancia o la hubiesen 

planteado incorrectamente. 

CITAS BIBLIOGRA~ICAS: 

(29) i\10nografía intitulada "Protección Procesal de las Garantías Indivi­
duales en América Latina" presentada en la IV Jornada Latino Ameri­
cana de Derecho Procesal, verificada en Caracas (Venezuela) del 27 
de marzo al 3 de abril 1967. 
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(30) La intención de la C::mvención de filadelfia al aprobar este precepto 
se observa en las clásicas explicaciones de Alejandro Hamilton,' en -
el J<ederalista, respecto a la facultad del Departamento Judicial pa-' 
ra conocer de los problemas de la Constitucionalidad de las leyes,'­
pero de una manera poco precisa en cuanto a sus alcances; Cfs.Trad. 
eJe Gustavo R. Velasco, ~Iéxico, 1957, pp.330 y ss. debiendo tomarse -
en consideración que el propiorederalista fué conocido por los pu-­
blicistas latinoamericanos durante el siglo pasado, pues como afirma 
el tratadista argentino Enrique De GancHa, se sabe que se tradujo, e~ 
ta obra al español y que fué publicada en Caracas en 1826, Historia 
de las Ideas Políticas en Argentina, Tomo 1. Las Ideas Políticas de 
la época hispánica, Buenos Aires, 1960 pp. 249-250; y el juriscons~ 
to meXicano Jesús Reyes Heroles sostiene que se publicaron fragmen-­
tos de la propia obra en varios periódicos de la ciudad de l'1éxico du 
rante los años ele 1827 a 1829. El liberalismo mexicano, tomo III, L; 
integración de las ideas, Héxico, 1961, pp. 343, 7r SS.-' 

(31) 

(32) 

Especialmente en su capítulo VI, intitulado fiEl poder Judicial en -­
los Estados !Jnidos y su acción sobre la sociedad política fI, pues es­
tas páginas ele TOCQ!JEVILLE constituyeron el evangelio político de -­
los creadores del amparo mexicano; 1'Ianuel Crescencio REJON, 1\1ariano 
Otero, y los constituyentes de 1856-1857, especialmente, Ponciano Á­
RRIAG-A, l'1elchor OCAil1PO y José J'lIaría lvIáTA, cfr. entre otros el estu-­
dio preliminar intitularlo tlAlexis de Toxqueville y la teoría elel Es­
tado Democrático", redactado pt)r Enrique -GüNZALEZ PEDRERO a la tra-­
clucción española de Luis R. CilELLAR, a la inmortal obra de TOCQUB- -
VILLE, ¡"léxico, 1957, pp. XXVI-XXVII. 

Dicho precepto establecía: "Corresponde a este Tribunal reunido (Cor. 
te Suprema de Justicia del Estado): lo. Amparar en el goce de sus di 
rechos él los que piden su protecci6n contra leyes y decretos de la -
legislatura que sean contrarios al texto literal de la C:::mstitución. 

Il Suprema Corte de Justicia. Homena,je a don nanuel Crescencio -
Rejón. 

(33) Judicial Review in Latin America. 

(34) Gp. última cit. pp. 597 y ss. 

(35) Existieron algunos aspectos de la revisión judicial en Cartas ante-­
riores, especialmente en las de 11 de agosto de 1869, ;~t. 43, y 6 -
de abril de 1878, Art. 60, que se abandonaron en la Ley }'undamental 
de 13 de febrero de 1884, en que se estableció definitivamente el --­
criterio vigente de atribuir al Congreso el control final de la con~ 
titucionaliclad de las leyes, Cfr. Ramiro VE BORJA Y IORJA, Las Cons­
tituciones del Ecuador. cit._pp. 358 y 373 y ss. 

(36) Dicho precepto dispone: ItLa acción eme concede el Art. 133 de la - -
Constitución se ejercitaráant,e el Poder Judicial y se substanciará 
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por la vía ordinaria, como proceso de puro dereyho, con intervención 
del Procurador General de la República". 

(37) Es cierto que una disposición sL~ilar ya existía en el Art. VII de -
las Disposiciones Preliminares del Código Civil, pero no se había a­
plicado por la falta rle un precepto que atribuyera a los integrantes 
del organismo judicial la faculta:J rle decidir sobre los problemas de 
la inconsti tucionalidad de las leyes, y este precepto es precisanlen­
te el transcrito Art. 80. de 'la Ley Orgánica del Poder Judicial cfr. 
EDER, Judicial Review in Latin America, cit. 606, PAREJA DIAZ SOLDAN, 
Las Constituciones del Perú, cit.-

(3"8)- Cfr. entre muchos otros, Alejandro E,.'GHIGL,IANI, del "Control juris-­
diccional de constitucionalidad, buenos Aires, 1952.-

(39) Cfr. Ernesto ~"¡OLr', 'tratado de derecho constitucional Venezolano, To­
mo 11, Caracas, 1945, pp. 167 y ss. Este sistema ha sido calificado 
por José Guillermo ANDlJEZA, co'no "acción" o Ilrecurso", objetivo, en -
_su estudio La jurisdicción constitucional en Venezuela, Caracas, -
1955 pp. 35-36. 

(40) Cfr. tIumberto J. LA ROCHE, Derecho constitucional, i.vIaracaibo 1963, -
pp. 116-117. 

(41) El centro jurisdiccional de la constitucionalidad de las leyes, cit. 
pp. 78-79. 

(42) Sobre el alcance de la acción popular de inconstitucionalidad en Co­
lombia, Cfr .. Alvaro COPETE LIZARRAlJJE, Lecciones de Derecho Constitu 
cional, 3a. ed. Bogotá, 1960, pp. 228-229; rrancisco de Paula Pérez, 
D"erecho Constitucional ColombianG, cit. pp. 449 y ss. J ,A.C. Grant. -
Estudio comparativo de los sistemas de control de la constitucional! 
dad de las leyes, en "Revista de la E,scuela Nacional de Jurispruden­
cia", No. 32, i"Iéx~"co, octubre-diciembre 1946 pp. 121-130. 

(43) Cfr. Ricardo GALLARDO, Las Constituciones de El Salvador, Vol. iI. -
Derecho constitucional Salvadoreño, Madrid, 1951 pp. 189-190. 

(44) Cfr,. J • .A.~lOSCOTE, El Derecho constitucional Panameño, cit. pp. 461-
465 Carlos BOLIVAR PEDRESCHI, El Pensarniento constitucional del Dr. 
Hoscote, cit. pp. l59-l61. 

(45) Sobre el alcance de estas disposiciones Cfr. Víctor LCOYTIA, Las -
Constituciones de Panama, cit. pp. 762-763, BJLIVAB. PEDRESCHI, op. 
ult. cit.p. 161-162, Jorge fabrega P., El Dr. Eusebio ~\10rales y el 
Control de la constitucionalidad. Panammá 1965, pp. 8-10. 

(46) Cfr. Emilio l"1E.l\iLl\DEZ, Ei f'oder judicial y la Consti tució:q., en "Comp-ª. 
rativa Judicial Iteview", VoL 2-Coral S'ables, Horida 19,62. pp. 81 
y ss. 
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(47) Cfr. Elo G. i'ilERINO l::'RITO, El ltecurso de inconstitucionalidad y su ju­
rispruedencia, La rlabana, 1938. pp. 18 Y ss. 

(48) Cfr. Juan Clemente ZAi'IORÁ, La defensa de la Const,itución en la le gis- . 
lación Cubana, en IfRevista ;\lexicana de 'lJerecho Público", Vol.. 1, No.2 
l'1éxico, octubre-diciembre 1946, pp. 123. Y ss. 

(49) Cfr. Segundo V. LINARES QIj,iJ\iTA1~A, Derecho Constitucional de las nue­
vas provincias, cit. p. 32. 

(50) Cfr. Armando O. SILVA, Acción de ,inconstitucionalidad, Resistencia, -
1962. pp. 66-6B. 

(51) Dicha disposición preceptuaba: IfLos Tribunales de la Federación aID:¡;:ti­

rarán a cualquier habitante de la República en el ejercicio y conser­
vación de los derechos que le concedan esta Constitución y las Laeyes 
constitucionales, contra todo ataque de los Poderes Legislativo y Ej~ 
cutivo, ya de la ~ederación, ya de los Estados limitándose dichos Tri 
bunales a impartir su protección en el caso particular sobre que ver­
se el proceso sin hacer ninguna declaración general respecto de la -­
ley o acto que lo motivara!!. Compárese esta redacci'ón con la actual -
del Art. 76 de la Ley ~eglamentaria del Juicio de Araparo, que a su -­
vez reproduce, con algunas variantes, o establecido por el Art. 107, 
fracción 11, primer párrafo de la Constitución liederal: liLas senten-­
cias Que se pronuncien en los jUicios de ampA.ro sólo se ocuparán de -
los'indivíduos particulares o de las personas morales, privadas u ofi 
ciales que lo hubiesen solicitado limitándose a ampararlos o proteger 
los, si procediere, en el caso especial sobre el que verse la demandfu 
sin hacer una declaración general respecto de la ley o acto que la mQ 
tivare •••.• 11 

(52) 

(53) 

J:!.;sta ley sigue muy de cerca a la legislación mexicana sobre el amparf'l, 
de acuerdo con la autorizada opinión del tratadista espanol Jesús GO~ 
ZALEZ PEREZ, "El Proceso de amparo en l'léxico y en i\iicaragua ll en Revi2. 
ta de Administración Pública" año V .l~o .14, ¡Yladrid, mayo-agosto 1954, 
pp. 297-321. 

Cfr. lvIaximiliano YESTL.ER PJi.RNBS, Introducción a la teoría constituciQ 
nal guatemalteca, 2a. Ed. Guatemala, 1964, pp. 481 y ss. y si bien eE. 
te 'autor analiza a los preceptos constitucionales anteriores al vigen 
te, y los relativos de la Ley de Amparo de 1928, sus conclusiones re= 
sultan aplicables al amparo vigente contra leyes, ya que en esencia -
los principios son similares. 

(54) La bibliografía es 'sumamente amplia, pero nos limitaremos a citar la 
obra clásica de Rafael BIELSA, El Recurso extraordinario, 2a. Ed. Bu~ 
nos Aires, 1958, esp.pp.117 y ss. 

(55) Entre otros Cfr. José ~ederico lVIARQtJES, Institucoes de direito proc~ 
ssual civil, Vol. IV, Río, 1960, pp.326 y ss. Alfredo De AliAUJO LOPEZ 

, DA COSTA, Dir,eitó processual: civil brasileiro, 2a.1d.Vol..III, Río. -
1959, pp. 410 y ss. 
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(56) Cfr. ,viario BffiNASCHINA GONZALEZ, lV[anual de Derecho Constituciona~,-... -. 
cit. Tomo .II, pp. 468 y ss. Alejandro SIDJ1\ bASCU1\JAN. Tratado de De,­
recho Constitucional, Tomo 111, Santiago, 1963, pp 435 y ss. 

iliOTA: las anteriores citas bibliográficas las hace el tratadista tléctor 

Fix Samudio en su ponencia presentada en la IV Jornada Latinoamericana de 

Derecho Procesal verificada en Caracas-Valencia-(Venezuela) 27 marzo a 3 -. 

abril del presente año en la monografía intitulada "Protección Procesal de 

Las Garantías Individuales en América Latina). 
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La Protección del Orden Constitucional en el Uerecho Salvadoreño. Alver~ 
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Apuntes de Derechu Procesal Civil Salv;:>doreiío. - Tomn 11. Padilla Velas-
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